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1 N T R O D U e e ION 

El interés politico que se dejó sentir en el régimen 

afiter iQr de la ;;Renovación Moral", y en el actual con el 

respeto a las "Derechos Humanos" , para encontrar los 

medios .adecuados para exigir responsabilidad a aquellas 

. parsonas que co~ su mala ~ negligentll. actuación desvian 

loa cauces legales en el desarrollo de la Administración 

Pública del Estado Mexiclu~o, ha despertado la inquietud 

por ~l tema; sin embargo, ante lnamplitud del mismo y la 

imposibÚidad de cubrir sat1sfactoriamente todos los 

l.IlIIf,Jéct09, halllo. tH'\C!IlUB8do nuestra inquietud academica 

~nicaJft.nte' la responsabilidad administrativa, 

consaqradaen·. 01 Titulo Cu&rto de la Constitución 

pOl1tica de los Estados Unidos Mexicanos y reglamentada 

en la Ley Federal· de Responsabilidades de los Servidores 

Públ icos, a cuyo estudio nos avocaremos en el pt'esente 

trabajo de investigación. 

Es asique en el primer capitulo acudimos a los 

antecedentes históricos, a fin de que en la medida da lo 

posible, se haga propicia una mejor comprensión acerca 

del tema que nos ocupa, sin llegar a un estudio 

exhausUvo del mismo por exceder a nuestro Objeto de 

estudio: viajando a través de la historia y del tiempo, 

desde Roma a España, para llegar finalmente a nuestra 



República, porque consideramos que el derecho antiguo ha 

tenido 9ran influencia en nuestro sistema jur1dico. 

En la segunda parte de este trabajo, hicimos 

referencia a algunos tipos de responsabilidad, con el 

propósito.·.· de una perspectiva amplia de dichu 

té~~1'lÓ~'toda vez queex15te la convi~ción de que hay 

procurar 

/t.ant~s Cla!l~S' dtl responsabilidades cOltloacti'lidades elel 

hombre . 

. No •. hemos .referielo tm el tercer CQpttulo de la 
.. _.', . - " 

'~res6nte, ~f!sbi,.a· la b,posición de Kutivos de la Ley' 

'>Federal d .. ; Responsabilidadas de los Servidores Nblicos y 

el . los debates de la LII Legislatura, trcltando de 

. ~Uuci.dar en ell~~ ÉÚ esp1ritu del legislador, as1 COmO 
, " 

las .• ' propu.stas que hubo en contra del citado 

ordenamiento, con el objeto ,de normar un criterio m4s 

amplio.8cerca del mismo. 

Por otra parte, con base en las disposiciones del 

Titúlo Tercero de la Ley que nos ocupa, hemos analizado 

el: . Procedimiento Administrativo de determinación de 

responsabilidades, las' obliC)aciones de los servidores 

públicos, los medios de impugnación con que cuantan, asi 

como la figura de la prescripción. 



\ 

Por ültimo, Hegamos a las conclusiones que verSé"n 

sobre el contenido de los capi tulos qt.!e conforman la 

estruct.ura .':le la presente tes i s, u otras que pretenden 

ser ~ropuestas tendientes a subsanar en lo posible, 

algu"as f;Altas que según nuestro leal saber y entender', 

co~tem~14 la Ley Federal de Responsabilidades de los 

Servidor~s Püblicos. 

Sin embar90, no dejamos de reconocer que no basta 

con tener .disposiciones normativas adecuadas, sin 

cotitradicciones, satisfechas de contenido juridicC' 1 

epo<Jados ft las n~Gep.i.df.ldea 50cio-poUt;ico-económica;¡; ae 
nuestros tiempos, ya que es imprescindible darles vida y 

aplicarlas objetivamente, y sólo as1 podremos conOCGl: s,' 

eficienclo y adquirir la experiencia nacesaria, qu~ 

permita perfeccionar los leyes qua nos rigen. 

Por lo anterior y teniendo la seguridad de que el 

presente trabajo de investigación no natisfaga en lo 
.. _.a __ 
... """aa las inquietudes del conocimiento juridico 

Qn la mat~ria que nos ocupa, respetuosamente pido al 

Honorable Jurado, su benevolencia en vuestro juicio al 

juzgarlo, considerando para ello la noble intención y mi 

honesta voluntad de superación académica. 
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CAPITULO 1 

ANTECBDENTES HISTORICOS. 

1.- ROMA. 

La importancia de iniciar ~ste capitulo con el 

estudio del Derecho Romano, se debe a qua como 

acertadam~nte lo señala el maestro Raúl Lemus Garcia, en 

Q!l sent.ido d~ que llSi tomamos en cuenta que Roma fue; a. 

través (le la ilüiltr'i! y sabia labor de sus "prudentes", 

distinguidos por su extraordinaria sa~iencia, por su 

claro talento, por su inteligencia vivaz y altas virtudes 

de honestidad, austeridad, rectitud e integridad, quien 

sienta las bases de la ciencia del deI·ocho". <1, 

Es· asi que haciendo una somera remembranza de la 

historia de esta ciudad, recordaremos que se oivide en 

tres periodos, a saber; la época Monárquica, la de la 

República y la del Irorarío, determinándosoi el principio y 

fin de cada uno de Qstos periodos por la estructura 

poli tica . que prevaleció en ellos, dándose tales cambios 

paulatinamente. 

De manera que, dentro de la organización politice de 

la Roma Monárquica existieron tres órganos fundamentales 

que fueron: el rey, el senado y los comicios por curias: 

(1) lemJS Gare!a, Raúl; "Derecho ROO'o4nO"; Ed. LlII!!!!, !!:;:I.o. O.r., 197'9, p. 16 
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el rey fue reempiazado por dos magistrados patricios con 

igualdad de poderes, a los que se les dio el nombre de 

cónsules, cuyo poder comprendia el mando de los 

ejércitos, la administración y el poder judicial, eran 

elegidos anualmente por los cOli.icios por centurias. 

Tall/ls magistradOS ~r&n nombrados les comicios: 

pero la lista de candiJ~tos tenia que pasar por el 

sacerdocio I el cual debía manifestar s:i. aquéllos eran del 

agrsdo de las daldades, situQción que se prestaba a 

muchos abusos, ejercían su función duranel"': un al'lo y no 

rec1b1.an salario, debiéndose conformar con el honor de 

ejercer el cargo, de aqui que a las magistraturas B~ les 

llamaba honor~s. 

En aquell.a época, fuera de Ital ia i Roma estaba 

represantada en las provincias por un administrador 

romano que se le daba el nombre de procónsul o propretor, 

ejercía 91 cargo por un año, agravando este cambio anual 

la corrupción, misma que empezó a extenderse a finales de 

la Rep~blica, ya que en ese periodo, un alto funcionario 

consideraba penoso aceptar un salario a razólI del 

desempeño de un cargo prestigiado, y, "en vista de tan , 

altos ideales, no le quedaba más remedio que robar", 

seg~n la cinica expresión de B. Brecht.<2l 

al f1orl, Margadanl, Guillermo: "El Derecho Privado ROIIIIno": Ed. Esfinge, S.A., "fAlco, 

D.f., 1975, p. 36. 
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De tal suerte que, para combatir la corrupción S9 

ventilaban prOCQSOS en contra de los adMinistradc~es 

inmorales; y como la defensa era muy cara, el que robaba 

tenia que robar lo suficiente para que le alcanza..:a a 

cubrir los gastos de esos procesos. 

En relac1ór¡ al ingreso en el cargo, en la época 

Monárquica se empleaba coacción juridica para obligar a 

ser magistrado, de manera qua 

funcionarios h~cieran una decltl~ación formal 

los 

de 

aceptación del car~o, ni mediara un espacio de tiempo 

entr8 el nombramiento y la toma de posesión, aiendo 138 

princit>alec caracteristicas de la maqbtratura, en ese 

per1oao, la unic1~a~ y la vitdliGidad. ~n tiempo de la 

RQ~úbl~ca tales características quedaron abolidac, 

fijándose al cargo republicano limites ~~ tiempo para el 

desempeño del mismo, en forma tal que, en el momento en 

que Pompayo prolongó su imperio, as1 como SUR sucesores, 

empez~ a decaer la República. 

Por lo que hace a la cesación del-- cargo, cabe 

mencionar que, una vez transcurrido el tiempo de duración 

del mismo, se cesaba por ministerio de ley, despidiéndose 

el maqistrado solemnemente de la cIudadania y jurando no 

habor actuado, con conocimiento de causa, en contra de 

las leyes; sl se dejaba el cargo por habar cumplido con 

la comisión conferida, ter,!a que chtc!arat: publicamente 
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que lo abdicaba. No obstante que no estaba permitido 

obliqar a un funcionario a que renul1ciar~ t\ la 

maqistratura, con frecuencia se les presionaba para que 

lo hicieran, sin lleqar a privárseles formalmente del 

cargo. sin embargo, en los tiempos posterioX'es a la 

República si llegó a suceder. 

Animismo, al momento de la cesación, los únicos 

obligados a rendir cuentas de su gestión, eran los 

cuestores, ya que eran los administradores de la caja del 

Estado . En un principio estos funcionarioG r.end:f.an 

cuentas excluai Vilmente Q lo" ma9"lstrados supremos ¡ pero 

cUando el nombramiento d~ aquélla empezó a depender de 

los comicios, quedaron obligados a. rendirles a sus 

suclI!~oree, y una vez rp.vhadas por éstos, pasaban al 

senado. 

En lo relativo a la rasponsabil idad de los 

magistrados en Roma, cabe señalar que éstos no aran ni 

más ni menos responsables por los actos ejecutados, que 

lo que eran los particulares por sus acciones u 

omisiones. Ahora bien, el procedimiento que se aplicaba a 

los magiBtra(ios que 1ncurrian en responsabilidad en el 

ejercicio de BU cargo et"a tl1 mismo que se apl lcaba a 

cualquier romano por actos que ameritaran un litigio. 

Tanto los ciudadanos como los na ciudadanos podian 

entablar incluso acción contra loa funcionarios p~blicoB 
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por robo e injurias, equiparándose el ladrón de bolsillos 

al cónsul concusionario. En algún tiempo sO! hizo uso, 

para persoguir las concusiones de los servi~ores 

públicos, de un procedimi~nto más riguroso y en la 

evolución ulterior del proceso civil, que gradualmente 

fue constituida por desempeñar un cargo público, fue 

motivo suficiente para que aún el procedimiento por 

defraudación de caudales públicos, el de traición a la 

pstria y otros relaci~nados con éste, se entablaran 

preferentemente contra los que abusaran o hicierar. mal 

uso de las funciones pÚblicas,m 

un1camente en cuanto 118.09 relación al momento en que 

l;Jodia pedirse la responsabil.idad, era en lo que las 

cons9cuencii'!ls de la jerarquia de los magistrados 

prOdujeron por supuesto, una diferencia entre magistrados 

y particulares. Al magistrado no podia exig1rsele on 

general responsabilidad alguna, ni an~o si mismo, ni ante 

un magistrado de poder infet>ior o igual al suyo; por 

consiguiente, al que no tenia sobre si ningún superior, 

no podía exigirsele responsabilidad, antes de que cesara 

en el desempeño del cargo. Esto no era aplicable a los 

funcionarios inferiores; pero tampoco se podía deducir 

regularmente querella contra los mismos, sino cuando 

ellos 10 consintieran porque la protección general que se 

(3) MOIIIII$ en , Teodoro; "C~nd'o del Orrrcho PUblico 1I0IIIIn0"¡ Ed. 1II'tlUlIO, 8uenol Aire, 

1942, p. 229. 
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otorgaba a las personas que desempeñaban un cargo 

pÚblico, ante los obstáculos que un proceso les crearía, 

era también concedida a esos funcionarios inferio:-es.(4) 

Por otra parte, y en re:ación con las fuentes de las 

obli9acione~, Qn Roma existieron cuatro tipos que fueron: 

los contratos, los cuasicontratos, los delitos y los 

cuasidelitos~ por lo que respecta a estos ültimos se cree 

que fueron nuevos delitos, a los que se leG dio ese 

nombJ:'e: antre ellos encontraJ,~os el hecho de que un juez 

dictar~ una sent3ncia contra derecho, en este caso, dicho 

funcionario incurría en responsabilidad y por tel motivo 

*é i~Btáuraba un procedimiento en su contra, condenándolo 

a una indemnización, pero la sentencia que é: había 

dictado no sufría modificación alquna. (5) 

2.- 18í»dI\. 

Por g'!.Ir el derecho español base de nuestra 

legislación, es r.onveniente hacer referencia de la 

historia de la legislación de este país en lo ~elativo a 

los origines de la responsabilidad administrativa, a fin 

de lograr una m~j or comp .. -ensión acerca de esta 

institución jurídica. 

(4) Momnsen, Teodoro; Op. el t., p. 230. 

(5) Flor!s Margadant, Guilltrmo; Op. cit., p.p. 316 V 449. 
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De manera que el Fuero-Jy~go; producto de la 

coexistencia del Código de Eurico y gel ds Alarico, 

rigiendo uno como ley de los godos y otro de los roma~os, 

que se consideró vigente por más de quinientos años, a 

partir de la caída de la Monarquía goda: estaba dividido 

en doce libros entre los cuales los que más llaman 

nuestra atención son eÍ sexto, el noveno y el duodécimo, 

porque en ellos se contemplaban obligaciones y penas para 

los funcionarios que incurrían en faltas, haciéndose 

responsables de su~ accion~s. 

El B~xtolibro, cuyo titulo era "Da scaleribus et 

,tQn\9nt1i;i", '''D~ los ilIal fechas, et de las penas et de los 

tormeal,tos" , se r,eferia a la legislación criminal, 

'especialmente de los delitos contra las personas, 

verbigracia,/ ~rohibíasa al juez, bajo severas p&nas, 

excederse en la apl icación del tormento. El noveno 

libro, intitulado "De fuqitivis et refugiantibus", "De 

losai.ervos foidos é de los que se tornan", además de 

imponer penas a los ocultadore::s de los esclavos prófugos, 

trataba de otras materias como la obligación que tenían 

de ir a la guerra y de acudir a la defensa de la Nación, 

primero los jefes o los caudillos y después todos los 

ciudadanos; imponianse penas a los jefes que por dádivas 

u otra consideración eximian a alguno del cumplimiento de 

ese deber: aplicábase la pena del cuádruplo al cebadero 

que dejaba de dar la provisión de cebada para las tropas. 
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El libro duodécimo, "De removendis pL'essuris et omnium 

hareticorum omnimodo sectis extinctis", ea decir "De 

devedar los tuertos é derraigar las sectas é sue dichos", 

comen~~ba con consejos a los jueces pdra que depuraran la 

verdad, no hubiera con ellos acepción de personas, y si 

hub;'era lugar a la misel"icordia, fuera ésta a favor de 

los pobrss, También a los condes encargaba qua no 

afligioran a los pueblos con exacciones. A los obispos se 

les autorizaba a revisar los juicios fenecidos, 

consultondo rey la sentencia definitiva que 

consideraren justa. 

Posteriormente, en el siglo VII sufrió una de tantas 

. invasiones, que f\!e la de los' 'árabes, quienes rompieron 

14 unidad nacional de ese paie, destruyéndose asimismo la 

unidad legal que se habia visto constituida en el Fuero~ 

Juzgo, pasando cerca de cinco siglos por la aiicoi:qu1a 

floral, sin que se formara un s610 código general. 

De entre 109 fueros existentes en ese tiempo en 

España, vale la pena mencionar para nuestro fines, al de 

Cuenca, mismo que se constituyó aproximadamente a fines 

del siglo XII, por ser el que ravaló más estudio del 

derecho y cierto rnetpdo y clasificación en materias, y 

cuyo capitulo XVI contenía lo relativo a las elecciones 

de los jueces, alcaldes, corredores, almotacenes, 

alguaciles y pregoneros, condiciones lagales de los 
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mismos, sus d~rechos. obligaciones, estipendi09 y de las 

penas por las faltas que cometieren, también contenian 

disposiciones dignas de ser citadas, tales como: 11 liLa 

elección fecha e de todo el ~ueblo confirmada, el juez 

jure sobre los santos Evangel lOS que nin por amor de 

parientes, nin pur bien querencia de fijos, nin por 

cobdicic, nin por vergüenza de persona, nin por plegaria, 

nin por precio de amigos, nin de vecinos o de extr3ños, 

non quebrante el Fuero, nin deje la carrera de la 

justicia. Et lo misMo juren los alcaldes, desende el 

oscribano, et el almotazan, et el sayón". (Ley 6a.) 

"Mando al juez, et a los alcaldes, que sean comunales así 

a loa pobréa como a loa ricos, as! & los altos como a los 

bajos". (Lay 9a). (6) 

TaMbién es oportuno moncionar, qua entre los siglos 

XlII y XV en España, en la relativo a la cuestión 

judicial, los jueces antes de entrar en funciones, 

prestaban juramento, y una vez que concluían en ellas, 

debian permanecer en el lugar de su ejercicio a fin de 
\ 

responder a los cargos que por su conducta se les 

at~ibuyera, siendo castigados con rigor si se les 

comprobaba corrupción o dureza. No conocían de asuntos en 

que tuvieran interés sus familiares o amigos: y habiendo 

(01 Ant('querll, Jú~e M,I.; "Hi~!:r\., de IJ Lc~lsl~Clo" Espa~ola": (d. I~r('nta de San leo. de 

Salos, (~pll~~, p. 158. 
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duda respecto a la interpretación de la ley, debian 

consultar al Tribunal de la Corte. 

Por otra parte, 1ft obra monumental del reinado de 

Don Alfonso X, el sabio, fueron Las Siete Partidas, 

colección legal de mediados del siglo XIII, en un 

principio se llamó Lib",o de las Leyes y también Fuero de 

las Leyes, la denominaci6n de Partidas se le dio por 

estar dividido en siete partes; dicho Código alcanzó 

autoridad legal hasta 1348 con la ley del Ordenamiento de 

Alcalá, durante la estancia en el poder de Don Alfonso 

XI, quien reformó en alquna6 pnrtes la obra de mérito. 

De esta legialación únicamente mencionaremos a la 

segunda y tercera partidas por :ontener disposiciones 

relativas a la responsabilidad de los servidores 

públicos, tocla vez que del cumplimiento de sus 

obligaciones en el ejercicio de sus funciones, se deriva 

aquélla. 

De manera que la PaJ:'tida segunda puede considerarse 

como un tratado de derecho politico y militar, "que tabla 

de 10B emperadores é de los reyes, é de los otro$ qrandas 

señores de la tierra que le han de mantener en justicia é 

verd&d", tal era su epigrafe. Comprend1a 31 libros con 

359 leyes. "Véase la bella y animada pintura que hace de 

esta Partida el mas rigido censor de este CÓdigo, 
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Mart1nez Marina: "Se da en ella, dice, una idea exacta y 

filosófica de la naturaleza de la Monarquía y de la 

autoridaa de los Monarcas i se d&slindan sus derechos y 

. prerrogativas; se fijan sus obligaciones, asi como las,de 

las diferentes clases del Estado: personas públicas, 

magistrados, politicos, jefes y oficiales militares: y se 

expreSAñ bellamente to~os los debet"(u¡ que emanan de las 

Mutuas y esenciales relaciones entl'. el soberano y el 

I'ueblo, al Monarca y los vasallos ••. "(7) 

La tercera Partida contemplaba l~ subst~neiaeiQn 

civil y criminal: alternaban en ese libro diaposicionés 

de derecho romano y del canónico; tomaban carta de 

naturaltit~a los procuradores 1 ibrándose con e 11 n a 105 

interesados en 10.5 pleitos da la litolestia de seguirlos 

personalmente; y se consignaba también 

responsabilidad, mandándose que los jueces prestaran 

juramento con arreglo al mismo Código, que luego de 

términadas sus funciones, permaneciesen cincuenta dias 

donde habian administrado justicia a efecto de estar en 

posibilidades de juzgarlos en caso de que hubieran 

causado algun agravio. 

(7) Anlequerft, Jo~c "n,; OP. ell" p.p. 274 y 275. 
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Por otra parte, correspond1a a los Conse.jos en 

tiempos de los Reyes Católicos, conocer de las causas de 

residencia formadas a los corregidores. 

Ahora bien, abordando el aspecto constitucional de 

la legislación española, cabe señalar que la primera 

Constitución fue la dq 1812, que promulgada por las 

Cortes de Cádiz comenzó a regir el 18 de marzo del mismo 

año; este cuerpo legal proclamó al p~incipio la soberan1a 

nacion,.l, declarando que el gobierno de la nación era 

monárquico, concurriendo a su formación tree poderes, 

.mismos que eran el Legislativo, el Ejecutivo y el 

Judicial. Esta inform<lción la consideramos lmpo~t:ante 

por aer propiamente ahí donde se contempló la división de 

podel.'es. por otra parte, el 24 de marzo de 1813, se 

reformó esta constitución ordenándose la manara de hacet' 

efectiva la responsabilidad de 10$ m8gistradoE y jueces, 

El 17 de junio de 1837, la Reina Gobernadora, Doña 

Isabel II sancionó la Constitución de ese año. 

Siguiéndole en tiempo, la de 1845, que estuvo vigente 

hasta 1868: y los principios en que, segul'\ ella, 

descansaba la organización poli tica y administrat i va de 

1a Nación, oran entre otros, los siguientes! 

"La potestad de hacer las loyes reside en las Cortes 

con el Roy.- Las Cortes se componen de dos cuerpos 
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colegisladores, iguales en facultades: El Senado y el 

Conqreso de Diputados.- La persona del Reyes sagrada e 

inviolable, y no está sujeta a responsabilidad: son 

responsables los ministros. - La potestad de hacer 

ejecutar las leyes reside en el Rey, 'i su autoridad se 

extiende a todo cuanto conduce a la conservación del 

orden público en lo interior, .. '" z - la seguridad del Estado 

en lo exterior.- La sucesión en el trono de España sigue 

el orden regular de primogenitura y representación, 

prefiriéndose siempre la linea anterior. el grado más 

pró)Cimo, él sexo masculino, o la edad en defecto de 

éste.- Todos los Rspafioles pued~n imprimir y publicar su~ 

ideas fdn previa censura, con sujeción a la!'> leyes; 

tienen derecho a dirigir peticiones a las Cortes o al 

Rey, en la forma que determinan las leyes. son admisibles 

a los empleos o cargos públicos, ~egúl'l su merito o 

capacidad: no pueden ser detenidos, ni presos, ni 

allanada su cas~, sino en la forma que las leyes 

prescriban: en cambio están obligados a defender la 

patria con las armas en la mano cuando la ley los llame, 

y a contribuir al sostenimiento de los cargos 

públ icos" • (8) 

Segun se desprende del párrafo anteriormente 

transcrito, el Rey era un funcionario publico ~on 

inmunidad absoluta a quien no podla atribuírsele 

(8) Antequcr.l. Jo.~ Ha.; Op. elt., p.p. 415 Y 416. 
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raspOñaabilidCid 

que eje:utBban sus órdenes, alejandose esta dillpí:$!eióii 

del •• p1ritu democrático, ya qua este exiie que las cosas 

que interesan o afectan a todos, deben trata~~~ y 

resolver.e con el concurso de todos. 

A 1ft Constitución @n eOl!\ent~ le s!lJUió la de 1869, 

el primero de Julio con 

adv.enimillultc al trono de Don Alfonso Xll en 1875 quedó 

anulad~ esta Carta Fund&mental, como lo fue da derecho al 

promulgarse la del 30 de junio de 1876, época en la que 

exist1an· ocho ministros, los de Estado, Gracia y 

Justicia, Haciena~, Gobernación, Fomento, Guerrc, Marin~ 

Por otro lado, el 18 de junio de 1870, se promu19ó 

la Loy provisional do orqanización del poder jucHcial, 

este ordenamiento constaba de ~32 artic.ulos distribuidos 
.. . 

en veintidós titulos, eje los cuales, el XVIII y el XIX 

trátaban de la !nspección y v1c¡ilancia sobre la 

administración de Justicia y de la jurisdicción 

disciplinaria, la ejerc1an los presidentes de los 

. tribunales, las salas de gobierno y de justich, y los 

triburiales~e partida (articulo 709) ejercian también la 

corrección disciplinaria, pUdiondo imponerse a los 

fun~ionarios judiciales correcciones consistenteg en 

!epresión simpler represión calificadar poster9ación para 
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(articulo 7~1), segun la gravedad de la falta. 

Por BU parte, el Códi90 Penal de España, de 1822, . 
qu~ •• taba dividido en dos partes, intitulábase la 

primera "De lo. delitos contrf4 la Constitución y orden 

politico de la Monarqu1a, contra la seguridad exterior a 

intex-ior del E.t~do y de las que cometían los 

func::ionarios públicos en el ejercicio de sus cargos., Dt'I 

manera que este ordenamiento también contemplaba la 

responsabilidad dé dichas personas, pero de tipo penal, 

tal vez porque no existia a19una ley de carácter 

ad1llinistrlltivo que reglamentase las UJ.tas da aquellos. 
Asimismo, el CÓdigo Penal de 1848, incluia delitos de los 

eJlÍpleado8 públicos en el ejercicio de sus carCJos. 

Por último, cabeaiJreCJar que, "en cierta manera el 

régimen actu&l de la constitución española prOmulgada el 

27 de diclembre de 1978, se originó en la Constitución de 

Cádlz ~~ 1812, articulas 228-229, en virtud de' la 

influencia inglesa recogida por las constituciones 

revolucionarias francesas, puesto que segun dichos 

preceptos, la responsabilidad de los secretarios de 

Estado dQbia e~igirse r~te las Cortes, las cuales 

resolv1an sobre la procedencia de la formación de causa, 

y en caso afirmativo, se suspendia al inculpado y se le 
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remitia al Tribunal Supremo para quü lo juzgara d~ 

acuerdo con las leyes". (9) 

3.- OIICO. 

Quien no conoce de historia, no tiene ni la menor 

idea del por qué de las inatituciones juridic8s dI! hoy en 

~1a. De tal suerte que para abordar el tema que nos 

ocupa, es preciso viajar a través del tiempo desde laa 

grande8 cultu~ag prehispánicas, hasta la épooa actual. 

Poco se aabf! acerca de la responsabilidad de los 

8el~idores públicos en las granden culturas prehispánicaa 

sin embar90, del pueblo que más datos hemos obtenido, es 

del Ar.tlca. 

Una vez que los aztecas o me ... iCBS se establecleron 

definitivamente en el sitio prometido por Huitzilopochtli 

y en él hubieron fundado la ciudad de Tenochtitlan, 8U 

primer qobierño estuvo depositado en 108 noblea y 

sacerdotes. Este régimen aristocrático-teocrático fue 

SUbstituido por la forma monárquica electiva. El monarca 

era designado por cuatro electores que representaban la 

voluntad popular y que debian ser "seflores de la primara 

nobleza", comúnmente de sangre real, y de tanta prudencia 

(9) Bunster, Alvaro, •.• et al; "Las Ruponsabllldl6e. de los Servidor •• P.:btlcos·; Ed. 
Ninuel Porrúa; UNAN; México, 1984, p. 66. 
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y probi~ad, cuanta se necesitaba para un cargo tan 

importante. ( IÓ) 

La jerarquia del rey era considerada como une 

lnetltuclón de mucha responsabilidad, limitada por 

m\lltlpla. deberes, de forma tal, que al tiempo de su 

advenimiento al trono, se hacia al monarca un gran 

di.cu~.o acerca de sus deberes y debía jurar que 

cumplir1e con las leyes, cultivar1a el derecho y culdaria 

la rellCJlón. El rey estaba investirlo jurídicamente r del 

podar d. dictar leyes, y tenia plena facultad par"1 

legislar espacialmente en materia penal. 

El ~.rech~ penal mexicano de esa época es te$timonio 

de aev.ridad moral y de concepción enérqlca de la vida en 

virtud de qUII entre hs penas que se imponían, entrl\t 

otrlul ara la de muert.e, acol!!pa~'ándolft a veces, la de 

confiscación, como 80lia suceder en los casos de alta 

traición y peculado, lleqándose a castiqar incluso a la 

familia del traidor; además exist1an las penas de 

destierro, suspensión o destitución del empleo, da 

reclusión en cárcel estrec:.ha y de arresto en la propia 

habitación. segun la legiSlación de Nezahualpiltzintli en 

Texcoco, los soldados, a causa de su carácter publico, 

d.bien ser castigados solamente con destierro en vez de 

muerte. También, en los casos de alta traición y de 

(10) tl.vllero 'rllncl~co S.;"HIHorill AntIgua d~ lIóxico"; Tomo 1, 19Z6, p. 308. 
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traición a la patria, se impon1a el castigo de SAr 

d(;scuartizado. Al pr1ncipe vasallo traidor se le 

aplastaba la cabe:a entre dos piedras y se le confiscaba 

au •• tado, en lugar de lapidación podia aplicarse 

e.trangulación, y el cómplice asimismo era estrangulado, 

en caso de que hubiera. La 8mbrla9uez se castigaba con 

tr •• quilamiento, demolición de morada y con la pérd~da de 

todos los empleos. 

Para 101) jueces que aceptaban regalos e:dstia la 

pána de muerte en casos qravftIB, y la destitución y 81 

tl."M_quilamiento en casos lev •• : y el mismo castigo Be 

aplicaba para la concu&lón. 1.& mala lnterprsta(¡ión del. 

dGrecho 80 castigaba, ~n casos 9raveIJ y lit n el de 

reincidencia, con la pena de .uarte, y en l~s caeos leves 

con destitución. 

Seq~n el doctrinado José Barragán, en su obra 

intitulada "Antecedentes Histéricos del Ré9imen Mexicano 

de Responsabilidades de "los Servidores Públicos", tanto 

el juicio de residencia, como posterlormonte el juicio de 

responsabilidad, forman la parte medular de la historia 

de la legiSlación mexicana en esa materia, llegando a ser 

loa antecedentes históricos fundamentales del tema que 

nos ocupa. 

liLa residencia que tiene su origen en el derecho 

romano, se consagra en las siete Partidas y en otros 
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cuerpos le«Jales e8~añoles, que al ~xtender su vi1encia al 

nuevo Mundo descubierto, terminaran arraigándose en lo 

que hoy e. Méuico en donde se aplicara dicho juicio hasta 

llegada la lndependencia. Y a partir de ésta, en 1824, 

por citar al cuerpo constitucional que organiza la vida 

republicana e independiente da México, se instaura el 

llamado • .istem~ del juicio de responsabilidad". (11) 

. Al . juieio de reshlencia estaban - sujetos los 

funcionarios pübl1COB cuando concluian su manclaco 9 

pu(I1Qnd~ . pree.ntar cualquier per,,,:~na que se sintiese 

A9E'.~lCBcao por. eUo, fiu reQJ.~¡¡¡QQ1ón a.'te un tribunéll 

cr.ado~ra i"~tau~ar el juicio peraoni~ic&do en un juez 

de\liCJl\ado por el rey. si el residenciadQ era el virrey, 

y el fallo le era adverso, podia apelar ante el Consejo 

de· IncUaa, or9a",is1l\0 que, durante el esplendor de su 

. 'autoridad, tenia facultac\ p4t"a llamar a cuent~s a di~ho 

funciQnario aun antes de que terminara el plazo de su 

gest.ión. 

Ante las quejas que babian lleqado a España de la 

conducta de Uernán Cortés, Carlos V se encontraba ante la 

necesidad de tomar 'ma medida, ordenando a Luis Ponce de 

León que vlnlesea tomarle residencia, llevando consigo 

las memorias de la quejas y las instrucciones para la 

residencia. 

(") 8unst.r, Alvaro, ... et 31: ~. cit.: p. 30. 
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El juicio de responsabilidad se aplicaba e todas las 

éiutoridades y se llevaba a cabo con motivo de cualquier 

clase de querella o reclamación, principalmente por 

agravios a loa nativos o por malos manejos de la Hacienda 

Pública. De lo primero que se les ped1Cl cuenta a los 

residenciados era respecto a cómo hablan guardado las 

leyes: si habían cometido actos de violencia o hab1an 

atropellado la libertad en las elecciones eclesiásticas y 

seculares de los cabildos y comunidades. 

Alqunas de las caracteristicas de la residencia eran 
• 

. que Be tramitaba conforme a la legislación castellana, 

er~ pública, se aplicaba a todas las autoridades: aiondo 

otros pl'incipios el carácter inquisi~ivo, oficial, y la 

obl iCJ~ción de que instauraran 01 procedimiento en 

cuestión y remitieran a la Corona informes sobre el 

mismo, con una relación minuciosa de las diversas causus. 

La residencia se consagró en la Constitución de 

. iS12, expresamente en el articulo 261, facultad sexta de 

las del Tribunal Supremo, cuyo tenor era: "Conocer de la 

residencia de todo empleado público que esté sujeto a 

ella por disposición de las leyes". 

Estaban sujetos al juicio de responsabilidad, en 

primer lugar los miembros del poder ejecutivo: en segundo 

lugar, los secretarios del despacho, al tenor del 226 

constitucional; en tercero, todo empleado público, según 



- 21 -

lo indicaba el numeral 261; f~cultad sexta de la 

constitución y, en cuarto lugar, los diputados eran 

iCJualmente responsables ante las Cortes, de mane!. a 

singular o parlamentaria. 

Al introducir el juicio de residencia en la 

Constitución de 1812, era evidente que lo que mas se 

pretend1a defender con el sistema de responsabilidad, era 

a la propia Constitución, en efecto, dicho Ordenamiento 

establecia la nulidad de las infracciones y de las 

disposiciones contrarias a la mioma, mediante la doctrina 

del ju~am6nto, ya que el Rey debía jurar guardar la 

c<mstitución PoUtica y leye~ de la Monarquía e5pañola¡ y 

si en lo que habia jurado o parte de ello, hiciere lo 

oOI,ttario, no debería ser obedecido, pOi:" ~er nulo. 

ASimismo, los funcionarios públicos, según la propia Ley 

Fundamental, deb1a pl'estar juramento más o nenos en los 

miamoa términos que el monarca. 

En la substanciación del juicio de referencia, la 

Carta Magna señalada establecia algunas medidas 

precautorias tales como: La suspensión automática: la 

declaración de si había lugar a formación de causa: la 

obl i<.Jación de las Cortes de preferir a cualquier otro 

asunto, los relativos- a las infracciones, ya que de 

conformidad con el articulo 131, facultad veinticinco de 

las Cortes, estas quedaban expeditas para hacer efectiva 

la responsabilidad de todo empleado público. 
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Esta Ley Suprema encomendaba el conocimiento de las 

causas de l."esponsabil idad a las siguientes autoridades: 

de las de los magistrados del Supremo de Justicia, a un 

tribunal de residencia, especial, nombrado por las 

Cortes, de las de los magistrados de las audiencias y 

demás tribunales especiales superiores, de la de los 

regentes, secretarios del despacho 11 demás altos 

funcionarios, y de las de los individuos de las 

diputaciones, conocía el Supremo; y de las causas 

inco"das contra los jueces infer.iores, conocían los 

tribunales ordinarios. 

!r: cua.nto a 

los que producía la declaración de haber luqar a 

formación de causa, y, en su caso, la resolución 

definitiva, eran: anulatorias de los actos contraries al 

ordenamiento constitucional, efectos de responsabilidad 

propiamente como tal, se convertía en definitiva la 

,:,uspensión provisional del cargo, recaía al responsable 

.la inhabilitación para el desempeño de cargos pllblicos, 

existían sanciones pecunarias, y en el caso de 

responsabilidad perial, la pena podía ser de muerte o 

destierro. 

Por 10 que hace a la Constitución de Apatzingán, 

ésta consagró la residencia como una institución 

protectora de los derechos de la persona y de las demas 

instituciones establécidas en ella. 
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En la Constitución en comento se estableciá, que los 

secretarios serian responsables d~ los decretos, órdenes 

y demás que autorizaren contra el tennr de dicha 

Constitución, o contra las leyes mar.dadas observar, y que 

en ad~lante se promulgasen: asimismo se señalaba que para 

hacer efectiva tal responsabilidad, se decretaria ante el 

Congreso si habia lugar a formación ~e causa: y se 

remit~r1a el expediente al Tribunal de residencia, quien 

formaria la causa, la sub!:ltanciaria y sentenciaria 

conforme a las leyes. 

~n la constituoión de 1824, ~e consideraban sujetos 

a residencia, el Presidante y el Vicepresidente, los 

secretarios de Despacho, los maqistrados del Supr"emo, los 

de.4s juecQs de l~ Federación, los Cjobernadores de los 

Estados y todos lus demás empleados públicos, por causas 

tales como traición contra la independencia nacional, 

cohecho, soborno, atentados contra la libertad 

individual, contra la plopiedad, en lo referente al 

refrendo de los secretarios, a la obligación de 

administrar justicia pronta y cumplidamente y por 

violaciones a la Constitución Federal. a las locales, a 

las leyes y dem~s disposiciones generales. 

Los efectos del juicio de responsabilidad en esta 

Constitución, eran los consabidos: efectos provisionales 

de suspensión del cargo, del sueldo; inhabilitación, y 



qu. con la roualución d~flnitiva .8 convert1an en 

deUnitivo •• 

A la Constitución de 1824 le D19Uió la Centralista 

de 1836, misma que •• dividi~ ~~ aiete estatutos, razón 

por la que se le concede tambi'n eomo Constitución da las 

Siete Ley.s. La Tercera Ley, ~~ HU articulo 47 Estableeia 

que en los delitos comuna., no se podria intentar 

acusación criminal contra el Pre.idente de la RepÚblica, 

dGsde el die de BU nombramiftnto h8~t~ un a~~ deapuée d. 

termin'ada su prosidencia, ni contra 1011 a.n¡\dt>r •• , d •• da 

el d1& de su el~cc1Qn haeta qu~ p.I.ran dog m ••• 1 de BU 

oncarqo, ni contra los ministro. de la Alta corte do 

Just.icia '1 la marcial, aecretarlol1 del O •• pacho, 

consejeros y 90bernadores de 1011 Departamento.oN, .1no ante 

1aC'IÍl~ra de D+putados. Y ai el acueado fuere diputado, 

en el tiempo de su diputación y dos meaes d •• puIJs, o el 

Conqreso estuviera en receso, se haria la acuaación ante 

el Senado. 

En los delitos comunes, acorde con lo preceptuado .n 

,el 49, hecha la acusación, dec1arBrian a la C4mara 

respectiva si habia lugar a la formación de causa, y an 

caso afirmativo, sÉ;! pondría al presunto responsablo a 

disposición;del tribunal competente para juzgarlo. En 
. .:.. ,- . 

caso de ser acusado el Presidente de la RepÚbl iea, lit 

resolución afirmativa, necesitaría la confirmación de la 

otra Cámara. 
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En el numeral 50 se establecia que la declaración 

afirmativa, en las delitos oficiales como en 108 comunes, 

so suspendía al acusado en el ejercicio de SUD funciones 

y derechos de c i udada'lo . 

Fue el constituyente del cincuenta y siete el 

primero en dedicarle un titulo exclusivo a la 

responsabilidad de los funcionarios püblicos, comprendido 

del articulo 103 al 103. El primero de éstos establecía 

quienes eran susceptibles de ser sujetos a 

responsabilidad: en el 104 se contemplaba el hecho de qua 

si .1 delito .ara comun y lJi óeclaraui6n dél CongrQstJ 

afirmativa. el acusado quedar1an separado de su encargo, 

a disposición de los tribuna).es comunes; 

•• Aalaba que los delitos oficiales 

en el 105 se 

serian del 

canoel.iento del conc¡reso eOlio jurado de acusación, 

concret&lMnte J.e Cámara de Diputados a falta dI.'! sistema 

bicallaral, y la Suprema Corte C01l0 jurado de sentencia: 

en &1 106 se indicaba que una vez pronunciada la 

sentencia de responsabilidad por delitos oficiales, al 

rao no se le concederia la gracia del indulto; en el 107 

se establecía que la responsabilidad por delitos y faltas 

oficiales unicamente podría exigirse durante el periodo 

en que el funcionario estuviere ejerciendo y un año 
después; y, el 108 señalaba que tratandose de demandas 

del orden civil, no había fuero ni inmunidad para ningun 

funcionario publico. 
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Estando en vigor la Constitución en comento, con 

feche 3 de noviembre de 1870, se publicó el Decreto del 

Congreso General sobre Delitos Oficiales de los Altos 

Funcionarios, siendo esta la primera Ley que se expidió 

en n~e.tro pa1s sobre t~n importante materia. 

Esta Ley establecia como d~litos oficiales el ataque 

alas instituciones democráticas, a la libertad de 

sufragio; la usurpación de atribuciones, la violación de 

las qarant1as individuales y cualquier infracción a la 

Ley Fundamental o leyes federales. Como sanciones a 

~~tor~~ ~G v@tQS á81¡t03 r ae ~plicabQn lA ~o&titYclón ~~l 

c&rgo ~ inhabilitación para obtener el mismo u otro 

empleo o ~ncargQ de la Fedoración, por un tiempo no mono~ 

a cinco ni .ayo~ a dlgz años. 

Dé 1810 a 1874, se hicieron a la Carta Maqna en 

cuestión alqunas reformas necesarias, a fin de establecer 

el sistema bicamaral, substituyéndose a la Suprema Corte 

de Justicia en los juicios politicos, por el Senado, 

recien iracorpo.:a(io al sistema constitucional, al que se 

le dió la facultad de constituirse en jurado de 

sentencia. 

Posteriormente entró en vigor la Ley de 

Responsabilidades de 1896. Este Ordenamiento constaba de 

sesenta y cuatro artículos divididos en seis capítulos: 
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en el primero, denominado IIResponsabilidad y Fuero 

Constitucional de loa Altos Funcionarios Federales", 

precisaba en los términos de la Constitución de cincuenta 

y siete a quienes considp-rar altos funcionarios 

federales, como a los diputados, senadores, magistrados 

de la Suprema Corte de Justicia y los secretar ios del 

Despacho: al Prosidentc de la República que durante el 

tiempo de su encargo, s'610 podia .ser acusado por los 

delitos de traición ti la patria, violación' expresa de la 

Constitución, ataques a la libertad electoral y delitos 

gravés del orden común. 

Asimismo, los gobQrn~tl?re& de 10& 5&ta~0~ eran 

eonsiderad~s susceptibles de ser sujetos de 

r.&pon&abUid~d, ~ro únicamente por infracciones a la 

constitución y leyes federales. 

En el segundo capitulo, ~ntitulado de las Secciones 

Instructoras, se contemplaba lo rellitiva a dichos 

órganos: y en los subsiguient~s capitulos se indicaban 

los procedimientos a seguir en los casos previstos por la 

constitución del cincuenta y siete en relación a la 

responsabilid~d de los Altos Funcionarios de la 

Federación, es decir, cuando se les imputaba un delito 

común o uno oficial. 

Aproximadamente veinte años después, en 1917 se 

expidió una nueva Constitución, que alteró en parte, las 
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disposiciones relacionadas con la respcnaabi1idad de los 

funcionarios a que se referia la dal cincuenta y siete, 

cuyo texto quedó comprendido dehtro del Titulo Cuarto, 

constante de siete articulos, que iban del 108 al 114. 

El primer articulo (108) contemplaba como sujetos 

sUl'lcaptibles de resp·onsabi 1 idad a los Senadores y 

Diputados el Congr&so de la Unión, Magistrados de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, los Secretarios 

de Despacho y el Procurlldor General de la República por 

los delitos comunes, la~ faltes u omisiones, en o durante 

el ejercicio de su encargo. Los Gobernadores de los 

viCllaclonea a la Constitución y leyes federales. Y El 

Presidente da la Repúbl lea solamente por traición a la 

Patria y delitos graves del orden comun. 

En el 109 se señalaba que en el caso de un delito 

del ~rden común, la Cámara de Diputados erigida en Gran 

Jurado·~ declararia si habilt luqar o nó a la procedencia 1 

en caBO afit-mativo, se separaria del cargo al presunto 

responsable y so pondria a aisposición de los tribunales 

ordinarios, excepto cuando se tratara del Presidente, 

pues en tal caso se pondría a disposición del Senaclo, 

tratándole como delito oficial. 
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disposiciones relacionadas con la re8pons~bilidad do los 

funcionarios a que se "efería la del cincuenta y siete, 

cuyo texto quedó comprendido dentro del Titulo Cuarto, 

constante de sjete articulos, que iban del 108 al 114. 

El primer articulo (108) contemplaba como sujetos 

sUBceptibl~s de rssponsabj 1 idad Il los Senadores y 

Diputados el Congreso de la Unión, Magistrados de la 

Suprema Corte de .Justicia de la Nación, los Secretarios 

de Despacho y el Procurador Genei.'"al de la Repúbl iea por 

los delitos comunes, las faltes u omisiones, en ~ durante 

el ejercicio de su encargo. Los Gobernadores d~ los 

t:6~odos y los Diputados a J.l'liS i..e~lDlatü¡;:o= !~~~ les ~ por 

violacioneR a la Constitución y leyes federales. Y El 

Presidente de la República sol~mente por traición a la 

Patria y delitod graves del orcleh común. 

En el 109 se señalaba que Eln el caso de un delito 

del orden común, la Cámara de Diputados erigida en Gran 

Jurado declararla di habla lugar o nó a la procodencia; 

en caso afirmativo, se separarla del cargo al prsfJunto 

responsable y se pondría a disposición de los tribunales 

ordinarios, excepto cuando se tratara del Presidente, 

pues en tal caso se pondría a disposición del Senado, 

tratándose corno delito oficial. 
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El artículo 110 establecía que los altos 

funcionar:ios unicamente gozaban de fuero en él y durante 

&1 v~ •• mpeño de las funciones propias del cargo. 

En el numerltl III se indicaba que tratándose de 

el.U.toa ofioiales conocería el Senado eriqidn en Gran 

Jurado, prf?vie acusaci6n de la Cám~ra de Diputados'; que 

la. !!Ianciones consistirían EII'l la privación del puesto o 

la inhabilitación para obtener ot.ro, durante el tiempo 

que determinare la ley: que cuando el mi~mD hecho tuviere 

•• I\ealada otl'8 pena en la ley, el acusaao quedaría a 

d1.pollalón de 1a8 lutorldades comunas. 

11 lla naqaba la 9racia del indUlto; en el 113 se 

•• noionaba ~l tiempo en que ee pod1a ex19ir 

r •• ponsabilidad por faltas oficiales, que era durante el 

tiampo del encargo y dentro del año posterior; y en el 

114 •• establecía que en las demanitas del órden civil no 

habla tuero ni inmunidad para ningún funcionario. 

A partir de la expedición de la Ley Fundamental 

aupracitada, la Ley Reglamentaria de 1896, ye no tenia 

razón de ser emitiéndose la Ley de Responsabilidades de 

los Funcionarios y Empleados de la Federación, del 

Distrito y Territorios Federales y de los Altos 

Funcionarios de las Estados, de 1939, publicada el 21 de 

febrero de 1940. 
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Estli Ley (;.Iedó dividida en seis titulos, con un 

total do 111 articulos y deis tranólitorios, El Titulo 

primCfiro, denominado "Disposiciones Preli.minares", 

establecía quienes eran sujetos de responsabilidad y por 

qué; se fijaba el término para exiqir la responsabilidad 

oficial: la acción popular que S9 concedia a los 

particulares: la intervención de los procu1.'adores en la 

averiguación de los delitos oficiales: a partir de cutndo 

comenzaba el fuero consti tucior,al; y se prohibia 1 a 

concesión del indulto por delitos oficiales. 

21 Se9undo Titulo, denominado "De los delitos y 

fal tas of.i.ciales", constaba de dos capitulos el primero 

dé ellos, hacia alusión a 10& delitos de las altos 

funcionarios. El Ti tulo Terclllro eatablec1a el 

procedimiento respecto de los delitos y faltas oficiales 

de los al tos funcionarios de la l"'ederación y de los 

Estados. El Titulo Cuarto se referiA al procedimiento 

relativo a los d~litos y faltas oficiales de los demás 

funcionarios y empleados de la Federaeión y del Distrito 

y Territorios Federales. El Quinto versaba sobre el 

jurado de responsabilidades oficiales. El Titulo Sexto 

contemplaba algunas disposiciones complementarias 

respecto a la remoción de los funcionarios judiciales, y 

a las investigaciones del enriquecimiento inexplicable de 

los funcionarios y empleados publicos, 
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El 4 de enero de 1980 se pUblicó una nueva Ley 

intitulada de Responsabilidades de Funcionarios y 

Empleados de la Federación, del Distrito Federal y de los 

Altos Funcionarios de los Estados, constaba de cinco 

titulos. El Primero de ellos comprendia dieciocho 

art1culos en un capitulo único: el Segundo Titulo, 

denominado "Del procedimiento respecto de los 

funcionarios que qocetl de fuero". El Titulo Tercero, 

denominado "Del procedimiento en los delitos y faltas 

oficiales de los funcionarios y empleados que no gocen de 

fuero". El Cuarto Titulo, intitulado "Del Jurad':> de 

R81ponlabilidadé9 Oficialas de los fut\cionar los '1 

empleados públicos por delitos y faltas oficiales". El 

Quinto Titulo contenia algunas disposiciones generales 

relativas a la remoción de los funcionarios judiciales y 

a las investigaciones del enriquecimiento inexplicable de 

los funcionarios y emplea.dos públicos. 

Desde que se estableció el Titulo CUarto en la 

Constitución de 1917, éste no se había ~odificado, 

excepto el articulo 111 (m, por lo que la realidad ya no 

ofrecia bases sólidas y eficientes para prevenir y 

castigar la corrupción, motivo por el cual fue necesario 

(12) le prionera reformn, publicada el 20 de a9O$lo de 1932, para .ncluir la facultad del 

presidente a f.n de pedir" las c;álnaras le d"stituc;ión por .... la conduc:ta de los 

intl!9rantes del poder ¡udi c' al; la segl6lda, el 21 de sept ientlre de 1944, a ef~c;to de 

garantIzar la nudlenc.~ pr~Y'8 y directa "nt~ el presidente, del funcionario judic;ial 

.fectado; V la t,reerol, publ icada el 8 de octubre de 1974 c;on el fIn de cani>lar el 

t~rmino terrltori~, federnles por el de Estados. 
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actualhar el texto constitucional para que su 

vez eran mayores, publicándose estas reformas en el 

Diario oficial de la Federación el 28 de diciembre de 

1982. 

Dichas reformas se dieron en primer lugar, cambiando 

la denominación de "funcionarios pÚblicos", por la de 

"servidores públ icos", desapareciendo la antigüa 

diferencia ent!:'e funcionarios. Ahora toda persona que 

desempeña un emplao, cargo o comisión de cualquier nivel 

en al servicio público, es coneideradó C01l\0 servidor 

!)\1blieo. 

El Titulo en comento se modificó con las reformas 

señaladas, quedando establecido en primer término quienes 

pueden ser sujetos de responsabilidad en el servicio 

pÚblico (13) ; cuál es la naturaleza de cHcha 

responsabil.idad, ea dec:ir, se preoisan los ~res órdenes 

de responsabilidad en ~ue pueden incurrir los servidores 

públicos: la pol1tica, por actos u omis.iones que redunden 

en perjuicio de los intereses públicos fundamentalesr la 

penal, por la comis i6n de cualquier del1 to del órden 

común, est~bleciéndose las bases para la rosponsabilidad 

penal por enriquecimiento ilicito, y la administrativa, 

por actos u omisiones que afecten la legalidad, honradez, 

<1]) Articulo loa dt I1 Constitución redtral. 
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lealtad, imparcialidad y éfictencit'i que deben observar 

lo. servidores públicos en el desempeño de sus empleoD, 

cargos o comisiones (14): el juicio para exigir la 
1 , 

re~ponaabilidad política y la naturale2a de las sanciones 

correspondier&tes, determinándose sujetos, c~usas y 

~rocedimiento <1S,; 106 sujetos, las causas y los 

prooedimientos para hacer efectiva la respnnsabilidad 

penal de los servidores püblicos y, especialmente, la 

decla::atoria de procedencia per háberse encontrado 

prelJunto responsable a un servidor público, por delitos 

del órden común (16)1 los principios que defitlen el buen y 

adeouadc funcionar,dent.o del servicio público; 

aujet;os, 

sancionaR, 

cauaas, procedimiento, naturaleza de las 

las cualem consistirán en suspensión, 

destitución e inhabilitacj~nr as1 como sancionas 

económicas, y lOIA pr.ocedimientos para apl ic&rlas (17): y, 

finalmente, 

prescripción 

las caracter1sticas de 

para hacer exigibles 

responsabilidades de los servidores 

los plazos 

las diversas 

públicos, las 

derivadas del juicio politico, como las de carácter penal 

o administrativo.(~) 

(11,) Articulo 109, de le ConstitlKión federal. 

<1S) Articulo ,,0 ldem. 

(16) Articulo 111 y 112, Idem. 

(17) Articulo 113, ldem. 

(18) Are (culo 118, ldem. 
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Por ultimo, y como consecuencia de las reformas 

s~pracitadaa, entró en vi~or la Ley Federal de 

Rosponsabilidades de los Servidores pUblicas, expedida el 

JO de diciembre de 1982, quedando. abrogada la Ley de 

1980. 

Esta nueva Ley reglamentaria del Titulo Cuarto 

con~titucional, desbrrolló los. principios que sobr.e 

responsabilidad define el Titulo de referencia. Su 

finalidad estriba en comba-cil' la irresponsabilidad del 

s8r\1icio público que Cjenera ilicitud, por esta ra~ón se 

dQfinen las conductas por las cuales, por afectar a los 

in~ereses públicos fundamentales, se consideran como 

responsabllid~des pOlíticas, lmponién~ose en su case 

sanciones de esta naturaleza. 

Asimis1\lo se regula el procedimiento de declaración 

de procedencia, en el que se establec& el desarrollo de 

ia investigación para determinar la presunta comisión de 

ilicitos penales en lus casos respectivos. 

El Titulo Tercero, de Responsabilidades 

Administrativas soluciona una laguna que había venido 

prevaleciendo en nuestra legislación e intuye un cambio 

radical diferente a la Ley de Responsabilidades anterior, 
toda vez que se establecen los principios de legalidad, 

honradez, lealtad, imparcialidad, economia y eficacia que 
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d.sarrollo del servicio publico. Con este fin se 

contempla un código de obligaciones a laa qUQ se deban 

.\lj.t~r todos los servidOres publicos. Se señalan liiS 

obli9acionea <1.. los &servidoras publicos y se establecen 

laa procedimientos de investigación determinándose la 

r.sponeabilidad administrativa, se contemplan sanciones 

adecuadA a p$ra prevenir y sancionar la resp?nsabilidad en 

al ~.rvicio pUblico, llegando incluso a la inhabilitación 

ouando el oaso lo amerite. 

11 Titulo cuarto de la Ley en comento, denominat\o 

"Re9illtro Patrimonial de los Servidores PUb 1 icos" I 

6etableca UN sistema que perJ'l1ite la captación de los 

datna nec88&rloB para el seguimiento y control dal 

p&trimonio de los servidores ~úblicOG. 

De lo anteriormente expuesto se infIere que la 

re8pon8~bilidad administrativa propiamente dicha se 

incorporó a la legislación mexicana, con las reformas al 

Titulo Cuarto Constitucional y con la Ley Federal de 

Responsabilidades vigente en su Titulo Tercero, 

publicadas en el Diario Oficial de la Federación, 

respectivamente, los días 28 y 31 de diciembre de 1982, a 

propuesta del entonces Presidente de la República 

Mexicana, C. Licenciado Miguel de la Madrid Hurtado. 
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4.- OTROS PAISES. 

En ralación con asta apartado, cuyo contenido versa 

sobre la l"esponsabilidad de los servidores públicos en 

otroR paises, cabe apuntar que en general existen tres 

sistemas en esta materia, cada uno aplicado por 

diferentes Estados, y son los siguientes: 

El. sistema seguido por los Estados Unidos de 

Norteamérica, el cual se dQrivó del inglés, y se 

caracter:hó por atribuir al órgano legislativo la 

facultad de juzgar pOl1ticamente a todos los altos 

fyneiona::ios, inc::luao ~l mismo President~ d~ ase país~ 

aunt.jUe en este último caso, quien dirige los debates es 

el presidente de la suprema Corte de Justicia, en lugar 

del presidente del Senado. 

Ahora bien, las sanciones ~le el Senado puede 

aplicar a los responsableB, son las de destitución e 

inhabilitación, sin perjuicio de que sl de los actos u 

omisiones que hayan originado la responsabilidad del 

esrvidor público de que se trate, se deriva algún delito 

contemplado en las leyes penales, puedan ser procesados 

ante los tribunales ordinarios. 

En Argentina se sigue el mismo sistema citado en los 

párrafos anteriores, ya que en ese país, corresponde a la 

Cámara de Diputados acusar al Presidente de la República, 
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al Vioepresidente, a los miembros integrantes de la Corte 

Suprema y d~ otros tribunales, por el mal desempeño y por 

loe delitos que cometan en el ~jercicl0 ds sus funciones. 

Dloha aousación la realiza el Senado, quien, en el caso 

de delitos oomunes, únicamente se concreta a decidir sl 

ha o no lugar a formación de causa . 

• En Braail también so aplica el sistema en cuestión, 

.n lo relativo l\ la declaración de procedencia de las 

80ua&010n.. én contra· dGl Presidente de la Republ ica y 

loe Ministros de Estado, por parte de la Cám~ra de 

Dl~utado., y, réApéC!to A la fa~ul tad dal Sal,ado para 

dQcldir sobre la responsabilidad o!icial de dichos 

.ervidores publiCaR; y, al Tribunal supremo Federal 

oorresponde resol ver sobre la responsabil idad penal de 

aquellos, as! como el Vicepresidente de la República, 

Diputados, Senad~r9s, y del Procurador General de la 

Rep\lblica. 

otro sistema es el que se sigue en España, 

consistente en que la responsabilidad de los altos 

funcionarios es e~iqible ante el Tribunal supremo, con la 

salvedad de que para que los Diputados como los Senadores 

sean procesados, se requiere la acusación de la Cámara a 

la que pertenezca el acusado. 
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Por lo que respecta a Francia, el sistema estriba en .. 

denominado, Alt.a Corte de Justicia, formada por Diputados 

y Senadores, mismo que tiene por objeto avocarse al 

conocimiento de las responsabilidades de los funcionarios 

püblicos. 

Austria SigUA un sistema muy parecido al anterior, 

ya que se atribuye a un crganismo especializado, la 

determinación d~ las responsabilidades. de sus servidores 

públicos. Dicho organiHmo recibe el nombre de Corte 

Constitucional, y tiene por funciones, como ya se 

m~neionó, dadicarsé al conocimiento de la rcsponoabilldad 

tanto de los altos funcionarios de la federación, como de 

las entidade'S federativas, siempre 'i cuando exista un 

procedi~iento previo, ya que tratándose del Presidente de ~ 

la República , se necesita el conserltimiento de las dos 

Cámaras del Parlamento: respecto de los Ministros de 

Gobierno, se requiere la venia de la Cámara 

representativa: y en el caso de los funcionarios locales, 

se exige la autorización de la legislatura provincial. 

Por otra parte, quien sigue un sistema muy semejant~ 

al anterior, es la RepÚblica Federal de A~emania, toda 

vaz que sus preceptos constitucionales establecen que 

" ... cualquiera de la~ dos Cámdras del Parlamento puede 

acusar al Presidente de la República, y sólo la de 
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rfip;t ••• ntanto. (Bundestag) a los jueces federales, ante 

el Tribunal Federal C()nstitucional 

contravengan 

principios constitucionalf's de la federación o de las 

entidades federativas. Estas atribuciones están 

reglamentadas por el articulo 13, incisos 3 y 9, de la 

Ley del Tribunal Constitucional Federal del 12 de marzo 

de 1951". (19) 

Por último, en Italia se aplica un sistema similar 

al anterior, ya que existe una Corte Constitucional 

facultada para conocer de las responsabilidades del 
Prosidente d~ la Republica y de los Ministros inte9rante~ 

dol Gobierno. 

-------_ .. ---
(191 lultor. Alvnro .... 1.'I nI; Op ello. Capitulo de "OerKho COI1'f>IIrlldo". de fix·lawuctlo. 

He(tor; p. 68. 



LA nBSPONSABILIDAD 

1.- CONCEPTO. 

liLa voz "responsabilid"1d" proviene de "respondere" 

que significA, inte!" alia: "pl'ometer" I "merecer", 

"pagar". Así "responsalis" significa: "el que responde" 

(fiador). En un sentido más restringido "responsum" 

(responsable) significa: "el obligado a responder de algo 

a de alguien". "Respondere" se encuentra estrechamente 

relacionada cora "spandere", la expresi6i'l solemne en la 

forma de la stipulatio, por la cual alguien asumía una 

obliCJáción (Gayo, Inst., 3, 92), así como "sponsio", 

palabra que designa la forma más antigüa de la obligación 

(A. Berger) ".(20) 

El concepto res~onsabilidad tiene varias acepciones, 

tales como: deberes de un cargo; causa de un 

acontecimiento; una reacción o respuesta, es decir, 

responder de a190; y como capacidad mental, o sea, 

responder de los actos u omisiones propios. 

otro significado es el que recoge la dogmática 

jurídica, que según Hans Kelsen, "un indlviduo es 

responsable cuando, de acuerdo con el ord~n jurídico, es 

(20) Diccionario Jurídico MexIcano, Tomo VIII; Instituto de Investlglclones Jurldlcas; UNAN, 
198(" p, 44, 
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susceptible· de ser sancionado"(21). En este sentido, la 

respo"~abilidad prssuponu un deber. El deber o la 

obli98ción es la conducta que de acuerdo con un orden 

juridico, se debe hacer o dejar de hacer por la persona 

obligada, de tal manera que en el momento en que no se 

cumple la obligación, ontonces, surge la responsabilidad. 

Del párrafo que antecede se deduce que el 

responsable de una falta o delito, ~erá quien deba sufrir 

laa consecuencias de las propias faltas o delitos. Sin 

e~arqo Be puede dar el caso de que un individuo sea el 

autor y otro el responsable. 

r~ ma~era que existen dos formas de aplicar la 

r~sponeabilidad que son, la responsabilidad por culpa, ~y 

la responsabilidad objetiva o absoluta. La primera es 

aquella que se at.ribuye al sujeto que haya incurrido en 

ella con el ánimo o la intención de hacerlo: la segunda 

es la que se &pli~a al sujeto responsable sin tomar en 

cuenta la intención, sino únicamante el hecho ilicito o 

la falta. 

Tratandose del tipo de responsabilidad que nos 

interesa, este se apl ica de las dos formas citadas, en 

virtud de que el bien juridico tutelado son los intereses 

del Estado, y el servidor publ ico que incurra en una 

<21> Diccionario JUf"dlco "<'.'C.,,,O; Op. Cit., p. ~4. 



- 42 -

falta administrati"./& ser consecue"temente 

sancion&do. 

2.- CLASIPICACION. 

Existen tantas clases de responsabil idad como 

actividades del hombre, toda vez que el responsable de 

sus actos, lo es también de las consecuencias que 

aquéllos traigan aparejadas. 

Así tenemos que; 

RBS~HaABXLXDAD DBL BSTADO: 

"Es la obligación que tiene el Estado da proteger 

jurídicamente a los ciudadanos contra las dacisiones 

arbitrarias e ilicitas de la administración pública: 

federal y estatal y de sus funcionarios indemnizándolos 

del daño causado medianr.e una compensación económica ~oe 

restituya el perjuicio patrimonial e inclusive moral que 

el Estado ocasione como consecuencia de la actividad 

administrativa que desempeña en cumplimiento de las 

funciones que le han sido encomendadas". (22) 

El derecho mexicano concibe la responsabilidad del 

Estado en forma limitada, basándose en la idea de la 

soberanía y en el supuesto de que el Estado siempre actüa 

(22) Diccionario Jurldlco Mexicano; Op. cit., p. 48. 
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conforme a estricto derecho, de tal forma que la 

a~~ivióaó estatal siempre es lícita. No obstante lo 

anterior, y partiendo de la premisa de que dicha 

actividad se realiza a través de individuos, y que éstos 

son~ como sares humanos, susceptibles de incurrir en 

i11citos o faltas que repercutan en la esfera jurídica de 

los particulares, se llega a la conclusión de 1ue, 

independientemente dé quien sea el responsable directo de 

las faltas, el Estado adquiere la responsabilidad 

lJubsldlarla, de indemnizar a los partlculares afectados. 

El Código Civil para el Distrito Federal en materia 

comun y para toda la República en materia federal, 

contempla la responsabilidad del [gtado al establecer que 

éste tiene la obligación de responder de los daños 

c~usados por sus funcionarios en el eje:-cicio de las 

funciones que les están encomendadas: que esta obligación 

es subsidiaria, y que únicamente podrá hacerse efectiva 

en contra de aquél, cuando el funcionatio responsable no 

tenqa bienes, o los que tenga no sean suficientes para 

responder del daño causado. (23' 

Asimismo, el numeral 10 de la Ley de Depuración de 

Créditos a cargo del Gobierno Federal, de fecha 31 de 

diciembre de 1941, dispone que "Cuando la reclamación se 

funde en actos u omisiones de los que conforme a derecho 

(23) ArtIculo 1928 del CódIgo CIvIl ~,ra el D.f. 
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dan origen a la responsabilidad c~vil del Estado, no será 

preciso demandar previamente al funcionario o 

funcionarios responsables, siempre que tales actos u 

omisiones tmpliquen una culpa en el funcionamiento de los 

servicios públicos". 

También la Constitución Federal en su ax'ticulo 27 

prevé la responsabilidad del Estado al referirse a la 

indemnización por causa de utili<lad pública, ya que si 

bien es cierto que las expropiaciones encuentran su 

justificación en la cansa citada,· también lo es que los 

particulares ante tal situación se ven afectados en su 

esfera juridica, dé manera que el Estado resulta 

responsable de dicho perjuicio, obligándo~e Gn 

cansecue~cia a indemnizarlos. 

Rl8PONSAOILIDAD DBL PRODUCTO. 

"Por responsabilidad del producto se entiende la que 

se le imputa al fabricante de un producto, o al prestador 

de un servicio por defectos o deficienc~as que sufre uno 

u otro, al tiempo de su elaboración (en el primer caso) o 

de su prestación (en el caso de servicioR). En puridad 

debe hablarse I no de reslJonsabil idad del producto I sino 

del productor, pero desde el origen de la institución, en 

el derecho norteamericano, se habla de products 
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liability, y con esta fórmula se conoce la 

institución". (24) 

La imputación de la responsabilidad del producto, en 

el derecho mexicano proviene de la Ley Federal de 

Protección el Consumidor, cuyo Capítulo Cuarto regula l~s 

responsabilidades por incumplimiento. 

Los serv icios quedan regulados por el articulo J 1 

del Ordenamiento Legal citado, toda vez qUe hace alusión 

a que cuando l~ cosa objeto del contrato tenga defectos 

que la hagan impropia, considerado ~l objeto del contrato 

ceme l!l prestación d~ servicios, tales como 105 

bancarios, los de reparación, do transporte, etcétera. 

Por lo que hace a los prouuctoa, éstos están 

contemplGdos en la fracción V del articulo 33 de la Ley 

de referencia, cuyo texto es el siguiente: "Los 

consumidores tendrán derecho, además a la indemnización 

por los daños y perjuicios ocasionados, a la reparación 

gratuita de! bien, Y, cuando ello no sea posible a su 

reposición; o de no ser posible la una ni la otra, a la 

devolución de la cantidad pagada, en los siguientes 

casos: ••• 

deficiencias 

V. 

de 

Cuando cualquier producto, por sus 

fabricación, elaboración, estructura, 

calidad o condiciones sanitarias, en su caso, no sea apto 

(24) Olcclonllrlo JurldlCO 141).1(.1110; Op. elt .• p. 48. 
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para el uso al cual está destinad() ••• ". En este caso, 

procede siempre la acción indemnizator!a por loa daños y 

perjuicios sufridos por el consumidor. 

Además de la acción indemniza;toria, existen por 

aplicación supletoria del derecho común, en primer lugaJ:, 

la reparación del dal'io moral (25) y, en seguida, la 

reparación gratuita del bien, y si no fuere posible, la 

reposición de la cosa, y si tampoco fuese posible, la 

devolución de la COS8 6 y si tampoco fuese posible, la 

devolución de la cantidad pagada al proveedor ('~I. Dichas 

acciones se pueden ejercer indistintamente, en contra del 

vended~r e del fabricante, quienes son responsables 

sol idariamente (27), é13to, siempre y cuando el consumidor 

le haya dado un uso normal. Y por lo que hace al plazo 

para ejercitar las accion~s a que se refiere el precepto 

número 33 de la Ley Federal de Protección al Consumidor, 

es de dos meses, contados a partir de la recepción del 

producto, excepto cuando exista garant1a, caso en que se 

estará al término contenido en la misma. 

RlSPONSABILIDAD FISCAL. 

Es la: "Obligación a cargo de las personas f1sicas o 

morales de contibuir para los gastos públicos conforme a 

(25) ArtIculo. 1916 y 1916 bis dll Código CIvil pare el D.F. 

(26) ArtIculo S3 de le Lev Fedor.1 di Protscclón e' conSUNldor. 

(27) ArtIculo 1917 del Código CIVil pare el O.,. 
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1.8 ley.. tiscales respectivas (lato sensu). Obligación 

contra1da por una parsona fisica o moral como 

con •• cu~ncia d. la relación tributaria que su ectividad 

or19ins par~ con el fisco, y cuyo contenido lo es el pago 

de una contribución y/o el cumplimiento de obligaciones 

a.cun~arlas establecidas por las propias leyes fiscale~ a 

fin de obtener dicho pago (stricto sensu) ti. (28) 

La responsabilidad fiscal puede ser c~nsiderada como 

responaabilidad tributaria, en funcie)n de la obli9ación 

tributaria. 

La autoridad fiscal actúa como titular del derecho 

a. cobrar 1&8 contribuciones establecidas en la Ley de la 

materia y sujetos pasivos son los particulares que pueden 

.er por adeudo propio o por adeudo ajeno. ws primeroSl 

son aquellos en quienes recae directamente la 

respunsabilidad, y l?s otros son quienes no siendo 

responsables directos, ya sea por traslación o retención, 

resultan responsables de manera indi~ecta. 

En materia de retención, el responsable directo 

seria verbigracia I un empleado, y el re~ponsable 

solidario o sujeto pasivo por adeudo ajeno, seria e'. 

patrón que le retuviere un porcentaje del sueldo para 

entregarlo posteriormente a la autoridad fiscal; y, en 

--------------------
elSI DICCIonarIO Jurldlro M~.I(~no; Op. CIt., p. ~2. 
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materia de traslación, el sujeto pasivo por adeudo ajeno 

seria, por ojemplo, en una operación de prestación de 

bienes y servicios, el distribuidor al sumarle al 

consumidor el impuesto que más tarde tendría que remitir 

a la autoridad liscal. 

RS8IOU"UILIDAtl., INTERNACIONAL. 

"La r~Hlpr.msabil idad internaciunal es aquella 

inatitución jurídica en virtud de la cucl todo estado al 

que le sea imputable un hecho ilicito según el derecho 

internacional, debe una reparación al Estado en cuyo 

perjuicio se haya realizado dicho acto".(~) 

La teoría de la responsabilidad de los Estados en el 

orden jur1dico internacional es relativamente reciente, 

y.::a que la idea de la soberan1a absoluta del Estado no 

daba luc¡ar para concebirlo como res¡:¡onsable ante otro 

Estado. 

A diferencia de lo que acont9ce en los órdenes 

jur1dicos nacionales, en el ámbito internacional se 

desconoce la responsabilidad penal, por lo que la 

responsabilidad internacional asegura únicamente la 

reparación, es decir, se identifican daño, 

responsabilidad y el deber de repar~r. 

(29) DI~~ionArlo Jurídico MeXIcano; Op. cit., p. 54. 
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Las reglas sobre las que se basa la reaposabi 1 idad 

de retarencia, son el resultado de la practica de los 

Estados, es decir, son de origen consuetudinario, 

0ntendiéndose por acto ilicito, la conducta de un Estado 

contraria al derecho internacional. 

RlSPO.SABILIDAD JUDICIAL. 

"Es aquella en que incurren los jueces de las 

diversas jerarqu1as cu~ndc cometan faltas graves o 

c1el1to5 en el ejercicio ·:je BUS funciones judiciales, y 

que además de las sanciones re!;pecti vas, comprende la 

reparación de los daños y perjucios que causan él las 

part~s o a los terceros en la resolución de las 

controversias que tienen E:ncomendados". (lO) 

En 

dividirse 

México la 

en civil o 

responsabil idad judicial suele 

patrimonial, administrativa, y, 

penaL La primera de ellas implica la obligación de los 

juzgadores de resarcir a las partes de un proceso o a los 

terceros perjudicados con sus resoluciones, los daños y 

perjuicios que hubieren ocasionado con su deficiente 

actuación: la segunda se trata de la imposición de 

sanciones administrativas por sus actos u omisiones que 

afecten la legal idad, honradez, lealtad, imparcial idad y 
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eficiencia que deban observar en al desempeño de dichos 

carqos, aplicándose para tales efecto~ la Ley Federal de 

Re~ponsabilidades de los Servidores PUblicos. 

La responsabilidad penal de los j~zgadores, procede 

una vez que ae les haya sometido previamente al juicio 

po1itico ante el Congreso de la Unión, contemplado en el 

articulo 110 Constitucional y en el Titulo Segundo de la 

Ley Federal de Responsabilidades supracitada, una vez 

desahogado dicho juicio y hecha la declaración de 

pt'océdencia, los Jueces, t.laq ie.trados y Ministros 

Fed~rales, asi como los del Distrito federal, pueden ser 

COllS iqnados por los del i tos establecidos en el Titulo 0'0 

Décitno Primero deJ Códiqo Penal líara el Di.strito Federal 

en .. "'teria comün 'i para toda la. República en materia 

federal, que regula los ilicitos contra la administración 

de justicia. 

ReSPONSABILIDAD OBJETIVA. 

"Es aquella que emana de un riesgo creado, que se 

traduce en un evento dañoso, de cuyas consecuencias 

perjudiciales está obligada a responder la persona que, 

en cierto mom3nto, se encuentra en situación de recibir 

algún beneficio de la actividad susceptible de ocasionar 

el daño". (31) 

(31) De Pina Rafael; Diccionario de Derecho"; Ed. PorrUa, S.A.; Mflllco, 19/U, p. 436. 
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Este tipo de responsabilidad se planteó a través de 

la teor1a del riesgo creado, ampliándose el ámbito oe la 

responsabilidad civil, se aplica no s610 a casos en que 

se causen daños como consecuencia de hechos culposos o 

realizados con imprudencia, sino también ~ todos aquéllos 

en que el autor del daño actúe licitamente. Existe fuera 

da toda culpa, pOt" el s610 hecho de ca\.!s~r un daño, 

surgiendo asi la idea de responsabilidad objetlva para 

basarse en un hecho material que es el 'causar el daño 

independientemente de cualquier elemento Eiubjetivo como 

la culpa. Para fundar la responsabilidad se requiere 

ünieamanta que al daño ss cause por haber creacto el autor 

un riesgo a través del empleo de aparatos o substancias 

que son peligrosas en si mismos, a pesar de que se hayan 

utilizado con las precauciones n~cesaria9, estando 

obligado a responder por aquél, a menos que demuestre que 

se produjo por culpa o negligencia dp la victima. tU ) 

RB8PONSABILIDAD PROFBSIONAL. 

Se encuentra en el Titulo Décimo Segundo del Código 

Penal para el Distrito Federal, y se apl ica a todos los 

profesionistaD, artistas, técnicos y auxiliares. Se 

(32) Artfculo 1913 del Codigo Civ'l ~,ra el O,,, 
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imponen como penas, además de las fijadas para los 

delitos que resulte¡, c.:onsumados, la suspensión de un mes 

a dos años en el ejercicio de la profesión o definitiva 

en C880 de reincidencia: asimismo quedan obligados a la 

reparAción dal daño por sus actos y por los de sus 

auxiliares, cuando éstos actúen bajo las órdenes de 

aquéllos. 

El articulo 299 del mismo Código Punitivo, establecG 

el abandono injustificado por el médico, sin dar el aviso 

correspondiente, del enfermo para c.uya atenci&n hubiere 

dltdo responsiva. 

En el numeral 231 del CÓdigo Penal en cuestión, Se 

indican la8 penas de suspensión de un mes a dos aftos y 

multa de cincuenta a quinientos pesos a los abogados, 

ristreno: o 

falsos y 

juicios. 

litiqanteE:, para alegar a sabi.endas hechos 

procurar maliciosamente dilaciones en los 

El articulo 232 del ordenamiento legal multialudido, 

a su vez señala penal idad más grave por el patrocinio 

doble, el abandono de un cliente y la negligencia en la 

defensa del reo. 

Por último el precepto 233 de dicho Código prevé la 

destitución para el defensor de oficio qua no promueva 
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las pruebas conducentes en la defensa de los reos que le 

desigi1en. 

s.- RlSPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PUBLICOS. 

De acuerdo con la nueva redacción del Titulo Cuarto 

de la Constitución Pol1tica de los Estados Unidos 

Mexicanos, así como su legislación reglamentaria, 

comprendida fundamentalrnente por la Ley Federal de 

Responsabilidades de los Servidores Públicos, y el nuevo 

T1.tulo Déc1n1o del código Penal para ftl Distrito federal, 

denominado "Delitos Ce,;metidos por los Servidores 

Nbli.cos"; los articules 1916, 1916 bis y 2116 del Código 

Civil Federal, referentes al daño mor.al, a lo cual habrá 

que agregar las logislaciones locales que tienen 

obliqación de expedir las Entidades Federativas de la 

Repllblica: se plantean cuatro tipos de rasponsabilid3des, 

que son: 

a).- PIINAL. 

La responsabilidad penal es el: "Deber juridico de 

sufrir la pena, que recae sobre quien ha cometido un 

delito, esto es, una acción 

antijuridica y culpable".(n) 

(13) Diccionario Jurldico Mexicano; Cp. c,~ .• p. 60. 

u omisión tipica, 
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La responsabil idad es el deber juridico en que se 

encuentra el individuo imputable de dar cuenta a la 

sociedad por el hecho realizado. Son imputables quienes 

tienen desar~ollada la mente y no padecen alguna anoma11a 

pisicológica que los imposibilite para entender y ~lerer; 

pero 8ólo son responsables quienes habiendo ejecutado el 

hecho, están obliqados a responder de él. 

Existe cierta confuaión respecto a lo que en derecho 

penal deba entenderse por responsabilidad: ya que no 

pocas veces se ut~11za el vocablo como sinónimo de 

culpabilidad; 

imputabilidad. 

t.ambiér. puedo equiparárst'lle la 

En un sentido, Sft dice que al BU)eto 
"-

imputable tiene la obliqación de reaponde~ concretamente 

dttl hecho ante los Tr'ibunales, con esto se da a entender 

la sujeción a un proceso en donde pued6 resultar 

condenado o absuelto, 9~gun se demuestre la concurrencia 

o exclusión de antijuridicidad o de culpabilidad en su 

conducta: por otra parte: se usa el término 

responsabilidad para siqinificar la situación juridica en 

que se coloca el autor de un acto típicamente contrario a 

derecho, si obró culpablemente; as1, los fallos 

judicialas suelen concluir con esa declaración, teniendo 

al acusado penalmente como responsable del delito que 

motivó y señalan la pena respectiva. 
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• 
La responsabilidad. r~~ylt~ d') 18 r@!aci6n entre e! 

sujeto y.el Estado, segun la cual éste declara que aquél 

obró culpablemente. y se h1z() acreodor a las consecuencias 

señaladas por la Ley. 

De manera que la responsabilidad penal de los 

8~rvidores publicos ea aquella en que incurren éstos por 

los delitos que cometen en el ejercicio de sus funciones 

o con !l\ut i vo de e 11 ell • Se encuentra contemplada en la 

Fracción 11 del articulo 109 de la Constitución General 

de la República, la cual debe perse9uirse Y sancionarse 

0n 103 tórminos de la legiSlación penml común, ya sea 

tederal o loca l. 

Asimismo, el penultimo párrafo del articulo 109 

Constitucional, establece que las leyes dete,~inarán los 

casos y circunstancias en los que se deba s,'lncionar 

penalmente por caul.'ta de enriquecimiento il1cito a los 

servidores pÚblico que au~ante el tiempo de 8U encaLqo, o 

por motivos del mismo, aumenten sustancialmente su 

patrimonio sin que pU6dan justificar 8U procedencia 

licita; disponiendo que, lo anterior, además de las penas 

que corresponden, se sancionará con el decomiso y con la 

privación de la propiedad sobre dichos biones, para cuyo 
efecto se reformó el numeral 22 de la propia constitución 

Politica de los Estados Unidos Mexicanos. 
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Ahora bien, a fin 

constitucional desempe~ada 

de cuidar la tuneién 

por ciertos servidores 

pÚblicos, el articulo 111 en vigor, con~erva y ~mp11a la 

institución de la inmunidad procesal de aquéllos, lo que 

antigüamente se le llamaba fuero constitucional y 

actu;¡lmente declaración de procedencia: sin embargo, para 

~vitar los abuses da dicha p~otección o amparo es una una 

necesidad pol1tica y social limitarla, o por lo menos, 

que no opere en los casos de flagrante delito. 

Como ya h9mos nl9l'icionado, @tI Código Pé~al para él 

Oistrito Fede~al contempla 1f.\ responsabilidad penal de 

los servidores publicos en el Titulo Décimo de su Libro 

Segundo: dicho Titulo está formado por doce articulos, de 

lo~ cualea, el primero, os dBcir, el 212, es una réplica 

del 108 constitucional, y establece en resumen que 

servidor público es, para estos eiec~os, toda persona que 

desempefie un empleo, cargo o comisión de cualquier 

naturaleza en la administración pública centralizada, en 

la paraestatal y en el Distrito Federal: en el Congreso 

de la Unión: en los poderes JUdiciales Federal y del 

Distrito Federal: y toda persona que maneje recursos 

económicos federaies. 

siendo estas disposiciones asimismo aplicables en 

materia federal, a los gobernadores de los EstadOS, a los 
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diputados a las legislaturas locales y a los magistrados 

de los tribunales de justicia locales. 

Los tipos referidos en el Titulo señalado del c~digo 

punitivo en comento, son: El delito de "Ejercicio 

indebido de servicio pUblico", que sanciona el ejercer 

funciones sin haber tomado posesión o después de revocado 

el nombramiento. 

El delito de "AbuEO da autoridad" I que l"'astiga el 

hecho de impedir la ejecución de una ley o decreto: 

ejercer viohmcia injustificada sobre persona; negar la 

protección o servicio q~e esté obligado a prestar: negar 

injustificllidamente el despacho de un negocio; mantener 

privada de la libertad a una persona sin dar aviso a la 

autoridad correspondiente: hacer que se le entreguen 

fondos o valores que no se le hayan confiado y se los 

apropie o disponga indebidamente de ellos, la abstención 

de sueldos o dádivas de subalternos; otorgar algún 

empleo, cargo o comisión públicos, o contratos de 

prestación de servicios profesionales o mercantiles, a 

sabiendas de que no se prestará el servicio: contratar a 

persona inhabil i tada por resolución firme: otorgar 

identificación de servidor publico a quien no ostente 

dicha calidad. 
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El delito de "Coalición de servidores públicos", 

sanciona a aquellos que se coaliguen para tomar medidas . 
contrarias a una ley o reglamento o impidan su ejecución 

o h~qan dimisión de sus puestos para impedir o suspender 

la administración pública en cualquiera de sus ramas. 

El delito de ~Uao indebido de atribuciones o 

facultadGs", sanciona el manejo ilicito de recursos 

económicos pÚblicos y de facultados para reQular la 

écoi'\omi&. 

El delito de "Concusión", que castiga al que a 

titulo de contribución o impueBto, recargo, renta, 

rédito, salario o emolumento l exija, por si o por medio 

de otro, dinero, valores, servicios o cualquier Qtra cosa 

indebida, o en mayor cantidad que la señalada por la ley. 

El delito de "Intimidación", que sanciona el que con 

violoncia tisiea o moral inhiba a cualquier persona a 

presentar denuncia, querella o aportar información 

r~ lativa a Un aeto il1cito. 

El delito de "Ejercicio abusivo de funciones", 

sanciona el uso del empleo, cargo o comisión para 

promover intereses económicos personales, de familiares o 

afines, as1 como de personas con las que se tenga 

v1ncul~s afectivos o económicos. 
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El delito de "Tráfico de influencia~, castiga el uso 

del empleo, cargo o comisión para promover cualquier 

tramitación o resolución iU.cita de algún negocio 

público. 

El delito de "Cohecho", que sanciona el que por si o 

por interpósita persona solicite o reciba indebidamente 

dinero o cualquier otra dádiva o acepte una promesa, para 

hacer a dejar de hacer algo justo o. injusto, relacionado 

con sus funciones. 

El ~elito de "Peculado", que castiga el que ¡)ara 

USOfil. prop,ios O ajenos di~traiga d(~ su objetJ.vo dinero, 

valorgs, fincas o cualquier otra cosa perteneciente al 

Estado; al que utilice fondos públicos u otorgue uno de 

los Actos a que SIC: refiere el delito de uso indebi.do de 

atribl.lciones y fac:ultades, con el fin de promover su 

imagen politica o soci~l. 

Y, el delito de "Enriquecimiento ilicito". que 

'sanciona la adquisición de bienes cuyo valor exceda 

notoriamente del monto de los ingresos de los serviJores 
públicos, cuya procedencia legitima sea injustificable. 

b).- CIVIL 

La responsabilidad civil de los servidores públicos 

la debemos entender como aquella que contraen éstos en su 
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vida civil, ya que en este tipo de responsabilida~ quizá 

no sea tan importante el empleo, cargo o comisión que 

de~empeñen en 61 servicio público, tan es asi, que el 

numeral 111 de la Constitución Politica de los Estados 

Unidos Mexicanos, establece qua: "En las demandas del 

orden civil que se entablen contra cual.quier servidor 

público no se requerirá la declar"ci6n da procedencia", 

~h e~e orden de ideas, conside~amoa oportuno aa~ala~ 

que: "Algunos a:.1tores (de Cups y carnelv.tti) han definido 

la responsabilidad civil como la obligación de soportar 

la reacción élel ordenltmiento jur1dico frente al hecho 

dañoso. También en términos generales se concibe le 

responsabilIdad civil, como la consecuenci& de. la 

violación del deber juridico d@ no dañar a nadie. CJ4 ) 

Es as1 que de conformidad con el articulo 1910 dal 

Código Civil para el Distrito Federal en materia común y 

para toda la República en materia federal, establece que: 

"El que obrando l1citamente o contra las buena. 

costumbres cause daño a otro, está obligado a repararlo, 

a menos que demuestre que el daño que se produjo como 

consecuencia de culpa a negligencia inexcusable da la 

victima". 

(34) Oir.cionario Jurídico Meaicano; Op, cit., p. 45. 

" . .. 
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Entendicndose por h.acho l.a conducta 

violatoria del deber juridico, de no causar daño a nadie, 

de tal manera que, si la conducta del responsable es 

contraria a derecho porque ha violado directamente ese 

deber impuesto por la Ley, esto v iene a ser lo que se 

conoce como responsabil idad extracontractual, y, 

asimismo, si esa violación se da indirectamente, con el 

incumplimiento de una obligación determinada, y adquirida 

con anterioridad, entonces estaremos frente a lo que so 

conoce como responsabilidad contractual. 

manera que, una vez actualizada la 
responsabilidad civil, el responsable queda obligado a la 

reparación del daño, la cual deberá consistir en el 

r~stable~imiento de la 3ituación anterior, y en caso de 

ser asto imposible, la Obligación consistirá t:ln ~l pago 

de da~os y perjuicios. 

Ahora bien, si el daño causado -resulta ser moral, la 

suma de la indemnización la estimará un juez civil 

considerando los derechos lesionados, la gravedad de la 

responsabilidad, la posición económica de la vlctima y 

del responsable, y las demás circunstancias del caso 

concreto. (35) 

Al respecto, cabe agregar que el Código civil citádo 

Nlt imi\ como (.)(:!rsonas responsc\bles de 1<1 reparac ion del 
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dcfto; a aquéllolS qua han causado 1Ucltamente un darto, 

aún cuando éstas sean ineapaceg, a meno a que la 

re.ponsabU idad sea imputable a personas encargadas de 

'stas. UN 

En lo que se refiere a las perponau morales, éstas 

¡-,,=~t)nden directamEmte por los daños causados por su. 

representantes en ",1 ejercicio de sus funciones (37), 

resultandn dicha rssponsabl1idad como consecuencia da que 

el representante llct\la a nombt'il y cuanta de su 

I:'epreuentado. t,Q obstante 10 Int~rlor, y en reloción con 

el Estado, 'ste únicame'\te tiene un!! obl.igación 

lIubp1d!~~ia de responder d. los dailoll causados por BUtil 

servidores públic~8 en el d9semp~~o de su Qmplao l oar90 o 

comisión, de tal forlna que la acción corro.pondiente 

solamel'lte proceder' en contra dol propio Estado, cuando 

el servidor publico rCl8ponseble, no tenga biones, o bien 

éstos sean insuficientes. cU) 

"Eata responsabilidad opera, principalmente, en el 

sector de 108 servidores públicos que manejan tondos. 

Para ellos, constituye requiSito previo al desempeflo de 

sus funelonés, otorgar fianza que garantice su manejo. Al 

(36) Articulo 1911 del Código Civil para .1 D.F. 

(37) Art Iculo 1918, Idem. 

(8) Art (culo 1928, Idem. 



establecer la responsabilidad civil se hace efectiva la 

r9paración correspondiente, directamente sobre los bienes 

del responsable o afectando la fianza otorgada".(39) 

Por otra parte, "Es claro que la responsabilidad 

civil de los serviciores publicos no sa contrae a sus 

actos en tanto qua pllrticulares, oino también a todos 

aq~.llos actos en el desompeño de su cargo, o con Motivo 

del miano, que dolosa o oulposam~nte causen algun daño al 

propio E.t{ldQ o ft 106 particY1Gre", con la obligación 

reparatoria o indemnizatok:'ia corrllepondiente. Sirl duda, 

611 eist.rMl mexi..:al'lo vigeni:e de responsabilidad civil de 

108 .ervidor... público. y la mera responoabil idad 

subsidiaria del Estado, deb~ complementarse de tal manera 

que .e haCJ& 1116. op&ratf.vo y eficiente". (40) 

a).- toLITICA. 

Tratándo.. de la responsabilidad pol1tica, es 

poaible aaeverar que •• aquella en la que pueden incurrir 

únicamente servidores públicos de cierto nivol, como 10H 

Sonadores y Diputados al Conqreso de la Unión, los 

Ministros de la suprema corte de Justicia de la Nación, 

los Secrotarios de Dospacho, los Jefes de Departamento 

Administrativo, el Jefe del Departamento del Distrito 

(SY) 01' verA 'oro, Jor9~ y VIII ftQllrdoa Mua "'cnuel; "DI! la Responsab.l,dad en los Ju IC 10' dl' 

~ro": (d. Porrua, S.A., Mhico, 1989, p. 8. 
(40) lun.ter, Alvlro .. , .1 11; Op. cIt., p.p. Il~ Y 126. 
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Federal, 01 Procurador Gene~al de la República, el 

Procurador General de Justicia del Distrito Federal, los 

Magistrados de Circuito y Jueces de Distrito, los 

Magistrados y Jueces del Fuero Común del Distrito 

Federal, 106 Directores Generales o sus equivalentes de 

los organismos descentralizados, empresas de 

participcción estatal mayoritaria, sociedades y 

asociaciones asimiladas a éstas y fideicomisos públicos. 

Eate tipo de responsabUiclad se puede originar por 

actos u omision~s de cualquiera de los Servidores 

PUblicog arriba cltados l que redunden en perjuicio de los 

intel"euf:ls públicos fundament&les y de su buen despacho, 

tQl~. como los ataques a las ~ñütitucioñes democráticas, 

a la forma ue gObierno republicano, representativo, 

federal, y & la libertad de sufragioJ las violaciones a 

las c¡crantias individuales o sociales; las usurpaciones 

de atribucionesJ cual~ui~r infracoión a la constitución o 

a las leyes federales, cuando cause perjuicios graves a 

la Federación, a uno o varios Estados de la misma o de la 

sociedad, o motive algún trastorno en el funcionamiento 

nOl~mal de las instituciones, asi como las omisiones de 

carácter grave y las violaciones graves o sistemáticas 

a los planes, programas y presupuestos de la 

Administración Pública Federal o del Distrito Federal y a 

las leyes que determinan el manejo d~ los recurSQS 

económicos feder.ales y del Distrito Federal. 
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Asimismo cabe agre'1ar qua los Gobex-nadores de los 

EstadQs, Diputados locales y Magistrados de los 

Tribunales Superiores de Justicia Locales, solamente 

podrán incurrir en responsabilidad poli ti,:a por 

violaciones gx-aves a nUtlstra Carta Magna, a las leyes 

federales que de ella emanfln, as.i como por el manejo 

indebido de recursos y fondos de carácter federal. 

Es as1 que en la Constitución Política de los 

Entados Unidos Mexicanos en la fracción 1 del numeral 

109, se •• tablece respecto a los ~ervidores püblicos que 

d~8.mpa~en los cargos antoriormente indicados, que cuando 

Glltos, en el dasemptu\o de Gua funcioneR incurran en &ctos 

u cmi8ioneE que redun~en 6n perjuicio de los intli'lreses 

p~blicos fundamentales o de su buen de~pacho, se les 

lmponcil.·' a través del juicio politico, las sanciones des 

destitución e inhabilitación para volver a desempeñar 

cualquier otra función, empleo, cat:go o comisión en el 

servicio publico, a fin de salvaguarde.r los interoses 

jur1dieos mencionados. 

El juicio politico citado en el parrafo que 

antecede, se sigue en dos instancias ante las dos Cámaras 

del Congreso de la Unión, de tal forma que la C~mara de 

Diputados procederá a la acusación respectiva ante la 

Camara de Senadores, previa declaración de la may.oria 
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absoluta dei nUmero de loa miembros presentes en sesión 

de aquella Cámara, una vez que se substancie el 

procedimiento correspondiente, con audiencia del 

inculpador y, por último teniendo conocimiento de dicha 

acusación, la Cámara de Senadores oriqicla en Jurado de 

. sentencia, aplicará la sanción correspondiente mediante 

rca801uCJ.lón de 18& dos terceras partes de los miembros 

presenteB en sesión, después de realizar las diligencias , 

respectivas y con audiencia del acusado. 

"Ea neoesario advertir que aqui De utiliza la 

c~-pJ:fl8ión lire.sponllabilidGd pol1tica" corno aquella que 

puede atribu1~se a un servidor p~b11co de alta jerarquia 

(l01l0 conseouencia de ~n juicio político meguido por 

presunta" infraecionea graves de carácter politico, con 

independencia de que lall mismas conUguren o no algún 

delito .aficionado por la legislación penal común, eomo se 

apuntó, la sanción en el juicio politico se concreta a la 

destitución e inhabilitación del oervidor público 

responsable pol1ticamente y 8010 en el caso de que la 

infracción pOlitica tipifique también algún delito se 

requerirá, entonces que la presunta responsabilidad penal 

del servidor publico, una vez removido del cargo, se 
substancie ante los tribunales ordinarios". (oO'> 

(41' Bunlttr. AlVAro ... et al; Op. cit., p. "7 
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"De este modo, el juicio politico se presenta como 

un instrumento para remover a los servidores public~s de 

aJ.ta jerarquía (ya sea por incompetencia, negligencia, 

arbitrariedad, deshonestidad, etcétera) , pero sin 

entregar a un ór9ano politico, como necesariamente es el 

Congreso, la potestad para privarlo del patrimonio, de la 

libertad o de la vida, función esta ~ltima que exige la 

imparcialidad de un juez en sentido estricto, para evitar 

los excesos de la pasión politica". (42) 

"El juicio politico establecido por nuestra 

Constitución, tuvo su origen en el I~peachmAnt con~aQraao 

por l~ Constitución de 106 Est.adol3 Unidos de América, 

quien a BU vez se inspiró en los precedentes del 

tmpeachment inglés". (4;$) 

"Los origenes y el uso del Impeachment en 

lnqlatérra, las cirr.:unstancias bajo las cuales se 

incorporó en la Consti-eución americllina, la experiencia 

americana, y las circunstancias y formas en qv.e nuestra 

Constitución lo absorbió, junto con los precedentes 

españoles, constituyen la fuente primaria para entender y 

valorar el Juicio Pol itico en el sistema mexicano". (o., 

(42) 8unou" , Alv.lro ... "1 :11: et>. clf., ~. "1 

(43) R/lvi.tn He~ic.1n,l de JlI~t 'ei1\; Procuradur'a Gener.,1 de la ReP(¡bl ic.,; ~\61'('r~ EsPt'cial; 

Sfptiembrc 1980, p. 9. 

(44) ldt'fll. p. 9. 
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En ese ~rdeñ de ideas, cabs señalar ~le en el 

sistema juridico inglés lo que se pretendia era que el 

Monarca y los funcionarios públicos respetaran la Ley, y 

a fin de evitar las violaciones a ésta por parte de 

aquéllos se creo el juicio politico. 

Posteriormente y dada la consabida lucha entre el 

Parlamento y la Corona por el poder, se empezó a exigir 

la responsabilidad ministerial de todos los funcionarios 

públicos ante el propio Parlamento, con el propósito de 

limitar a éstos en sus poderes. 

( 

De mane re que, la acusación del inculpado, la 

reáli~aba la Cámara de los Comunas ante la Cámara de los 

Lores, misma que erigida como la alta Corte del 

parlamento, sentencl aba a los miembros del Poder 

Ejecutivo, es decir .sl Monarca y a los t Noritos del 

mismo, privándolos de su inmunidi\d politicft y 

sahcionándolos conforme a las leyes penales de ese pais. 

Por lo que hace a este Juicio en los Estados Unidos 

de América, el Senado Federal es el órgano encargado de 

juzgar pOl1ticamente a todos los funcionarios públicos 

investidos de inmunidad, incluyendo al propiO Presidente, 

aplicando como sanciones, además de la destitución y de 

la inhabilitación para el desempeño de algún otro empleo, 
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cargo o comisión, del procesado, sin perjuicio do que si 

de los hechos que motivaron dicho juicio, se deriva algún 

delito, aquéllos puedan ser juzgacios ante los tribunales 

ordinarios por un juez competente. 

En lo que se refiere a la forma como se incorporó 

este juicio a nuestro sistema juridico, recordaremos que 

el laismo llegó a México con el propio Hernán Cortés a 

quien se le tomó residencia a t:ravés de Luis Ponce de 

Loón enviado especial del rey de España para tales 

ef~ctos. 

Por otra parte, haremos nuestras las palabras del 

maestro José Barragán, en el sentido de que para él 

..... está fuera de toch duda el hecho de ·la 

constitucionalización del juicio de residencia, tanto por 

la obra de las ~ortes de Cádiz (1810-1B13) cuanto por los 

congresos mexicanos. Es decir, que estos constituyentes 

,no sólo no derogaron las leyes anteriores sobre la 

materia, sino que de manera voluntaria las dejaron 

vigentes, adecuándolas a las nuevas exigencias del 

momento histórico, así como la instauración del 

constitucionalismo". (45) 

('SI Bunstcr, Alvaro •.. ct al; Op. CIt., p. 41 

l. 
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Por último, cabe aclarar que si bien es cierto que 

el juicio de residencia Es el antecedente inmediato, del 

juicio politico, también lo es, con sus variantes, del 

procedimiento administrativo de determinación de 

responsabilidades, contemplado en el Titulo Tercero de la 

Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores 

Públicos. 

4).- ADHIUI8TaATIVA. 

"La responsabilidad administrativa opera con motivo 

de las taltas cometidas en el desempef,o de la función 

pú_blica; pudiendo coexistir la responsabilidad civil y 

penal. Con fecha 30 da diciembre de 19 .. 2 j;O expidió la 

r..ueva Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores 

Públicos, publicada al dia siguiente y sanciona loa actos 

u omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, 

imparcial idad y eficiencia que daban observar on --1 ..... 
dosempeño de sus empleos, cargos o comisiones, de acuerdo 

CO~~j el articulo 113 constitucional, como requisitos 

inobj etables. (46) 

. "Esta responsabilidad tien~ como sanciones el 

apercibimiento, amonestación, suspensión, destitución e 

(46) Olivera Toro, Jorge y Villagordoa Mesa, Manuel; Op. cit., p.p. 9 Y 10. 
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inhabilitación temporal; esto es, medidas disciplinarias 

'i depurativas". (47) 

Este tipo de responsabilidad se encuentra prevista 

en la fracción III del numeral 109 de la Constitución 

Federal, misma que otrora no estaba contemplada en 

nuestro sistema constitucional. 

Asimismo, el precepto 113 de la propia Carta Magna, 

establece los sUjetos, causas, procedimientos y sanciones 

retlpacto & diéha responsabilidad, r por 10 que hace a las 

Qutor1d~<!o~ facultadas para conocer de la materia en 

cuestión, están indicadas en las leyes sobre 

responsabilidades administrativas de los ser:vidores 

pllbl1.cOI$, que ~l congreso da la Unión y las Legislaturas 

de los Estados, dentro de sus esferas de competencia 

.expidan. 

De manera que, son sujetos susceptibles de incurrir 

en responsabilidad administrativa los representantes de 

elécción popular, los miembros de los poderes Judiciales 

Federal y Judicial del Distrito Federal, los funcionarios 

y empleados, y, en general toda persona que desempeñe un 

empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en la 

Administración publica Federal o en el Distrito 

Federal,los Gobernadores de los Estados, los Diputados a 

(47) Olivera Toro, Jorge y Vi 1 lagordoa Mesa. Manuel; Op. cit., p. 10. 
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las Legislaturas Locales, los Magistrados de los 

Tribunales superiores de Justicia Locales y todas 

aquellas personas que manejen o apliquen recursos 

económicos federales. (48) 

En lo relativo a las causas por las que es exigible 

esta responsabili~lld a los servidores públicos 

menoionados, éstas sa dan por los actos u omisionas que 

afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y 

eficienoia que deban ser observados en el deAernpeño de 

sus empleos, car~os o comisione~, a91 como las señaladas 

en el numeral 47 de la Ley reqlamentarl.a t\el Tltulo 

CUarto Constitucional mismas que son: "falta de 

diligoncia, ilegalidad al formular y ejecutar planes, 

programas y presupuestos; desvió de reourso.. facultade.~ 

e información; deacuidc de documentos a información: mala 
-oonduota y falta de respeto al público; agravios o abusos 

con los inferioras; falta de respeto a un superior o 

insubordinación; el no informar al superior del 

incumplimiento de obligaciones y de las dudas fllndadas 

que tuviese sobre la procedencia de las órdenes que 

recibe, ej ercer funciones que no le corresponda: 

autorizar a un inferior a faltar má9 de 15 d1as seguidos 
o 30 discontinuos en un afio; ejercer otro cargo 

incompatible; intervenir en el nombramiento de una 

(48) Articulo 21 de le Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores publlcos. 
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persona inhabilitada no excusarse cuando tenqa, 

impedimento 1 no informar al superior de la imposibilidad 

de 0xcus~rse cuando tenga impedimento 1 recibir donativos 

de personas cuyos intereses esté afectado; pretender 

obtener beneficios extraB de su renumeración; intervenir 

en la designación de una persona sobre la que tenga 

interés personal, no prGSeh~ar su deolaracióft de bienes, 

desatender las ó~denes de la secretaria de la 

Contralor1a¡ no informar al superior de la inobservanoia 

de 1118 obligaoiones de sus subalternos I incumplimiento de 

c;:ualqu1er dis~osición jur1dicil; las demás ql!é lmponljlan 

laa 18yes,,(49). As1 COl\'!O al inhibir a 1013 quejosos a fin de 

evitar que formulen o prelilenten queias o denuncias (~O). y 

In abstención injustifioada, da parte de los ampleado~ de 

laR oontralcr1as internas, de aplicar la sanción 

corregpondiente ft los infr~ctore8, o bien, que al 

ht\oerlo, no se aj uot.en a lo prev lato en la propia Ley. (,1) 

Por lo que hace a las san010neo, el 111 

constituoional contempla como tale., ademAs de las que 

aeftalan las leyes, las de suspensión, destitución • 

inhabilitación, as! como multa, en base a los beneficios 

económicos obtenidos, a este respecto oabe 8e~alar que el 

(49) Diccionario Jurldlco M'Klc.no; Op. cit., p. 51. 

(50) ArticulO 50 do la Ley Fedoral de Aelpon.ebllldadel de 101 Servidor •• Público •• 

(51) ArtIculo 59, ldom. 
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articulo 53 d3 la Ley de Responsabilidades en cuestión 

aqreCJG las de apercibimiento y amonestación privados o 

p~blicos, seg~n la gravedad de la infracción, se~alando 

para tales efectos el nume.ral 54 del ordenamiento lec;al 

3n comento, elementos que deben ser tomados en 

oonsideración para determinar la sanción que en un 

momQnto dado habrá de il\\pOnerse al servidor público 

responsable, dichos eleJflsntos son, como ya se apunto, 1& 

qravedad de l~ responsabilidad, l~ conveniencia de anular 

prácticGs que infrinjan de alguna manera la Ley, las 

circunstancias eoonómicas del sanciom\do, el nivel 

jerArquico la &.i\t.ltjüadad, los antac~dent8s y la.. 

reinc::idl!lflcia del mismo, ahora bien, cuando se obtenga con 

motivo de alguna infracción, un beneficio económico, el 

monto de· la multa se determinará duplicando la cantidad 

del lucro obtenido o de los daños y perjuicios causados, 

en 8U caso. (52) 

Respecto al procedimiento que establece la Ley en 

cuestión, para determinar las responsabilidades y 

sancionar en su caso el servidor público que haya 

incurrido en alguna de las faltas administrativas 

prevhtas en el propio ordtmamlento legal invocado, el 

articulo 64 del mismo señala que se llamará al presunto 

responsable a una audiencia de pruebas y alegatos y se le 

(52) Artl,ulo 55, primer parrafo de le Ley 'edfr.l do A •• ponl.bllld&del di 101 S.rvldor •• 
PUblico •• 
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har6 saber el motivo de la misma, la cual se desahogará 

con la asistencia de aquél o su defensor y un 

representante de la dependencia a la que esté adscrito. 

Si en la audiencia de Ley no se encontraren 

elementos de prueba suficientes para determinar la 

responsabilidad, o bien sv~gieran elementos de los que se 

dasprendier&n responsabilidades nuevas, la autoridad 

lnstructora estará facultada para realiz~r diligencias 

para mejor proveer. 

Asimismo, en cualquier momento del procedimiento 

administrativa de determinación de responsabilidades, es 

posible decretar la suspensión temporal del presunto 

responssble en el desempeño de su empleo, cargo o 

comisión; dicha suspensión también podrá cesar 

indepenáientemente del inicio o fin del propio 

procedimiento; mas si el servidor público de que se tr.ate 

resulta absuelto, deberá ser restituido en el empleo, 

cargo o comisión que desempeñaba hasta antes d2 dicha 

suspensión, reintegrándosele el pago de los salarios que 

hubiere dejado de percibir. 

Por otra parte, una vez terminada la audiencia 

anteriormente citada o dentro de los tres días hábiles 

siguientes, se deberá dictar resolución determinándose 

las sanciones correspondientes, misma que será notificada 
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dentro del día siguiente al servidor público respectivo, 

a su jefe inmediato, al Titular de la Dependencia o 

entidad correspondiente y al superior jerárquico. 

Las autoridades que conocen del procedimiento 

referido, de conformidad con la Ley Federal de 

Responsabilidades de los Servidores Públicos son l~s 

unidades de quejas y denuncias de lal: diversas entidades 

y dependenoias de la Administración Pública Federal, en 

lasque se inicia dicho procedimiento a través de 105 

escritos oorraapondiant.as (m: lag eont.ralorias itlt.érnas 

de las de;;>endoncias del Ejecuti .... o. de la Unión, que 

determinan si existe o no responsa.bUidad administrativa 

y aplic&n, po~ acuerdo del superior jerárquico, las 

sanciones disciplinarias correspondientes (~): y por 

supuesto, la Secretaria de: la Contralaria General de la 

Federación. 

(53) Articulo 49 de le ley federal de Respons.biI ldades de loa Servldore. PúblIcos. 

(54) Articulo 57, segundo parrafo, Ide!II. 



CAPITULO 111 

LA LBY FBDERAL DE RESPONSABILIDADBS 
DE LOS SERVIDORES PUBLICOS. 

1.- CONCBPTOS. 

La pri.mera parte del presente capitulo, está ,formada 

por una serie de conceptos de algunos términos empleados 

por el legislador sn la Exposición de Motivos de la Ley 

Feder~l de R~sponsabilidades de los Servidores Públicos 

mOnCiOnflaC, él fin de familiarizarse más con el tema que. 

no ot"'upa, siendo las palabras a que ha~e'Mos refek'encia 

l.as siguientes: 

AttTORIDAD. 

"Los juristas entienden por "Autoridad":'U\ l?osesión 

de quien se encuentra investido dp. facultades o funcionp.s 

o la persona o cosa que goza (o se le atribuye) "fuerza, 

ascendencia u' obligatoriedad". Por extensión la 

expresión se aplica para designar a los individuos u 

órganos que participan del poder público, nombrando asi a 

los detentadores (legitimos) del poder."(~) 

De manera que la palabra Autoridad lmplica una 

investidura y una potestad que & su vez entrañan 

capacidad o poder de un individuo o grupo de individuos 

(SS) Oiccion~rio Jurldico Mc.'cano; Inslltuto de I"vestlgaclones JUrldlcas; UNAM; E~ltorlal 

Porrua, S.A.; 2' EdicIón; M~"CO, 1987; o. 286. 
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para realizar actos basados en el orden juridico de la 

comunidac\ de que se trate, y obligan a ésta en virtud del 

poder legitimo que ejercen. 

ACTO ADMINISTRATIVO. 

"Andrés Berra Rojas define el acto administrativo: 

como: "una declaración de voluntad de conocimiento y de 

juicio, unilateral, concreta y ejecutiva que constituye 

una decisión ejecutoria que emana de un sujeto: la 

Administración Pública, en el ejercicio de una potestad 

administrativa, que crea, reconoce, modifica, transmite o 

extingue una situación jur1dica SUbjetiva y 3U finaUdad 

ee la satisfacción del interés general". (p. 266): 

Agu~tin A. Gordillo dice: "Acto administr~tivo es el 

clictado en ejercicio de la función administrativa, si~'a 

int.aresar qué órgano la ejerce" (p.14.t.III}; Manuel 

Mal"1a 'Diez expresa: "Acto adminlstrativo puro es una 

declaración concreta y unilateral dI! voluntad de un 

órgano de la administración activa en ejercicio de la 

potestad administrativa". (p.77) ••• "(56) 

Por otra parte, los elementos del acto 

administrativo son: a) El sujeto, que es el órgano da la 

administración que lo realiza, que debe ser competen.::e 

(56) Diccionario Jurldieo Me~lcano; Op. cit., p. 76. 
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para ello; b) La voluntad manifestada libremente, de la 

persona o personas que integran el órgano que lo lleva a 

cabo; c) El objeto, que debe ser física y jurídicamente 

. pasible, y consiste básicamente en producir efectos 

jur1dicos, creando, transmitiendo, modificando o 

extinguiendo derechos u obligaciones d) El motivo, es el 

antecedente que lo oriqina, es decir, una situación 

provista por la ley para dar lugar a la actuación 

administrati va ccmtemplada también por la ley; e) La 

finalidad del acto, que es el propósito que quiere 

oloonzar la autoridad, y que debe ser licito, de interés 

general, como ya dijimos, realizado por autoridad 

CQmpetente y a través de actos establecidos en la ley; f) 

La forma, que son los requisitos extrínsecos señalados eu 

la ley, y que son indispensables 'para la expresión de la 

voluntad que produce la decisión administrativa. 

aDKI.18TRACIO~ PUBLICA. 

" ••• Debe entenderse desde el punto de vista formal 

como "el organismo público que ha recibido del poder 

politico la competencia y los medios necesarios para la 

satisfacción de los intereses generales" y que desde el 

punto de vista material es "La actividad de este 

organismo considerado en sus problemas de gestión y de 

existencia propia tanto en sus relaciones con otros 

organismos semejantes como con los particulares para 
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asegurar la ejecución de su misión" 

Administration Public. UNESCO, Pág. 18)."(57) 

(A. Molitor, 

De tal forma que, Administración Pública es: el 

conjunto de órganos a través de los cuales los Poderes 

Ejecutivos Federal y Locales y los Municipios, se 

. encargan de atender el lnterés general en lo relativo a 

serv1.cios públicos. 

COKPBTBHCIA. 

"En un sentido jur1dico genereal Jse alude a una 

idoneióad atribuida a un órgano de autoridad para conocer 

o lleva~ a cabo determ~nadas funciones o actos ju~idicos. 

Recuérdese que el a. 16 de nuestra C. dispone que nadie 

puede ser molestado sine. en virt,ud de mandamiento escr i to 

de autoridad competente."(~) 

La competencia puad. ser objetiva, en razón del 

valor del negocio o de su objeto; funcional, en virtud de 

la participación asignada al órgano jurisdiccional, ya 

sea por instancia o por materia; y, territorial en 

relación al espacio y al acto o hacho jur1dico de que se 

trata. 

(57) Fraga Gabino; "Derecho A.lniltrativo": Ed. Porrút, S.A., "bieo, '977, p. "9. 

(58) Dieeionerlo Jurldico Mnlceno; Op. tit., p. 542. 
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En ese orden de ideas, el articulo 3 G de la Ley 

Federal de Responsabil idades de los Scrv idores Publicas 

establece que las autoridades competentes para aplicarla 

son: a) Las Cámaras de Senadores y Diputados al conCjreso 

de la Unión; b) La Secretaria de la Contraloria General 

de la Federación; c) Las Dependencias ~el Ejecutivo 

Federal; d; El Departamento del Distrito Federal; e) La 

Suprema Corte de Justicia de la Nación; f) El Tribunal 

Superior de Justicia del Distrito Federal: g) El Tribunal 

Fiscal ~e la Feder~ción; h) Los Tribunales de Trabajo, en 

los términos de la leC}!slaeión respectiva; e, i) Los 

demé9 órganos jurisdiccionales que determinen las leyes. 

DBHOCDCIA. 

"(Del griego demos, pueblo, y Kratas, fuerza, poder. 

autoridad.) Doctrina política seCjún la cual la soberania 

pertenece al conjunto de los ciudadanos - principio que 

enuncia la frase célebre: el Cjobierno del pueblo, por el 

pueblo y par& el pueblo -; régimen politico caracterizado 

por la par~icipación de los ciudadanos en la organización 

del poder público y en su ejercicio."(S9) 

De tal forma tiue, la democracia es una forma de 

gobierno, es la manera como un pueblo ejerce su 

cS9) DIccIonarIo JUf.d.co "~.tcnno; OP. CIt., p. 892. 
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soberan1a, y erltendida aS1, ésta puede ser: Directa, 

cuando el propio pueblo realiza actos tendientes a la 

dirección del mismo; e Indirecta o Representativa, cuando 

el pueblo e11ge de entre el mismo, a sus 90bernantes. 

De ahí que en el ré9imen politico de 1982-1988, el 

entonces presidente de la Repl\blica haya señalado en la 

Exposición de Motivos de la Ley Federal de 

Responsabilidades mencionada, que la irresponsabilidad de 

un servidor públ ico pod1ft atentar contra la democracia 

dal gobierno mexicano. 

BSTADO. 

11 ••• El Estado es una sociedad humana, asentada de 

manera permanente en el territorio que le corresponde, 

sujeta a un poder soberano que crea, d~i!ne y aplica Uh 

orden juricHco que tistructura la sociedad est&t.al pal'll 

obtener el bi en públ ico temporal de sus componentes. 11 (60) 

Expresado en otra forma, es dable aseverar que el 

Estado es una sociedad soberana juridicarnente organizada 

y asentada en un espacio territorial, con fines de 

interés general. 

(60) Porrú. "rez, Francisco; "T,orla del Estado"; Ed. porrúa, S.A. México, 1982, p. 190. 
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!.~~ DI DIRicHO. 

"Por "Estado de derecho" se entiende, básicamente, 

aquel lItado cuyos diversos órganos e individuos miembros 

l. encuentran ~e9idos por el derecho y sometidos al 

mismol •• to es, Estado de derecho alude a aquel Estado 

cuyo poder y actividad estan regulados y controlados por 

.1 d.rocho. "(61) 

Lo QnterLol:" es entendible si oonsideramos que el 

d~r.cho •• una ordenación de parsonas, acciones y biones, 

.1 ~nl QQol:"dinaoión de las acciones de los miembrQG de 

una aooi.dad, para la ohtención del bien publico 

tomporal, ya que desde el momento en que dos individuos o 

m4. conviven, surge la necesidad de coordinar sus 

acciona. de manera racional y ordenada. 

.IDIBL. 

"Denominación correspondiente al Estado organizado 

gomo una federación de entidades o grupos humanos 

voluntariamente asociados, sin perjuicio de la 

conservación de las atribuciones que respecto á su 

(61, Olcclonnrlo Jurldico MNlcnllO; op. CIt., p. 1328. 
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gObierno interior señale la Constitución como de su 

competenoia. ¡¡'Relativo a la fedoración." (62 ) 

En realidad se trata de una forma de Estado, en la 

que .ste se encuentra integrado por varias entidades 

po11tic8s meno~es, es aquel que está con~tituido por 

eatado8 miembros de la Federación, tal como nuestra 

República Moxicana, que tiene su propio territorio, cuya 

población la forman 108 pobladores de BUS diversas 

entidades fec:1eratlvas, y eg sober&na, con lh'1"sonalidad 

única. 

Esta forma de gobierno la encontramos consagrada en 

al precepto nl.\mero 40 de la Constitución General de l~ 

Rep~blica Mexicana que a la letra dice: "Ea voluntad del 

pueblo mexicano consti tuh.'se en una república 

representativa, democrática, federal, compuesta do 

Estados libres y ~oberanoB en todo lo concerniente a su 

réqimen interior: 

establecida según 

fundamental. 11(6'> 

pero 

los 

(6l) De Pina Rlfllel¡ Op. ci t.. p. 211. 

unidos en una federación 

principios de esta ley 

(65) Artfculo 40 de l. Constitución Politlc. de los Estados Unidos Mexicanos vigente. 
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JUICIO. 

IIEn términos 9an.rale., la expresión juicio tiene 

dOI ,rendas aiqnifioados en el derecho procesal. En 

•• nt1do amplio, .8 lo utiliza como sinónimo de proceso y, 

m'. ..pecltlcament., como sinónimo de procedimiento e 

lIe(!I\.l.ncia ord.nada de actoa a través de los cuales se 

d ••• nvu611vo tOdo un proce8o. "En general - at'irma Alcalé 

Zamora ., en 81 derecho procesal hispánico, juicio es un 

.1~~nlmo da procedimiento para sustanciar una determinada 

Entonce~ juicio significa lo 

miemo que proceDO jur.isdicoional" (p. 118). En este 

•• ntldQ •• habla de juicios ordinarlos y especiales, 

aU1Il8riolB, jUiclos universales, juicios 

En un .entido mAs restringido, es la etapa del 

en que solamente se desenvuelve una 

aotividad por parte del órgano jurisdiccional, etapa en 

la quo el juzC'lador o los juzC'ladores, si se trata de un 

0&'9ano jurisdiccional colegiado, emiten dictan o 

pronunoie.\ la sentencia jurisdiccional definitiva que 

viene a terminar el proceso y a resolver la contienda, el 

conflicto de intereses. 11(65) 

(64) Diccionario Jurídico Me~lcnno: Op. cit., p. 1848. 

(65) Gómel lara, Cipriano; "Dorecho Proctaal Civil"; Ed. Trillas, S.,. de C.V., Hc~ico, 

1984, p. 30. 
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Expresado con otras palabras, es la fase del 

proceso, que est& revestida de un conjunto de actos 

regido. por la Ley, tendientes a la satisfacción del 

interés jur1dicamente tutelado, de que se trata, a través 

de la resolución de una autoridad competente para conocer 

del ca80 co~¡cr\.'to. 

JUSTICIA. 

Se~n el maestro Rafael ~reciado Hernández, liLa 

justicia es el criterio ético que nos obliga a dar al 

prój imo lo q\l8 se le debe conforme a las exigencias 

ontológioas de su naturaleza, en ordan ü GU Gub¡,¡1f.it\incla 

y perfeccionamiento individual y social."(M) 

La justicia es v.n criterio ético, de acuerdo con la 

definición anterior, porque nos constriñe a adoptar 

determinadas conductas o costumb~es frente a los demás. 

Por otra parte, para saber qué es lo que se le debe 

a cada quien, es necesario atender l\ sus aptitudes y a 

sus actos libres y voluntarios, para no caer en 

injusticias, tales como atribuir algo a alguien que no 

hizo o eximirlo de un acto il1cito, co,"o es el caso de 

algunos servidores públicos cuyas faltas quedan impunes. 

(66) PrecIado Hernilndez, Rafael; "LeccIones de Fi\osoffe del DerKho"; Ed. Jus, MéxIco, 

D.f., 19'8, p. 217. 
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LIY. 

""Las leyes en su siq~tficaciór. más amplia - señala 

Montesquieu - son las relaciones hace.arias que derivan 

de la naturaleza de h¡3 cosas: y en este sentido todos 

los seres tienen sus leyéo: "". (671 

De modo que, si consideramos que log seres tienen 

dietinta naturaleza, podemos elasificar las leyes, como 

el maestro Preciado 7ierné.ndez lo hace en sus "I.eccicnes 

de F11080:21& del Del'echo", en cosmológicas aquéllas cuyo 

objeto e. la materia, y en noológic8a las que atienden el 

e.p1~itu. 

Por otro lado, dado que la naturale3a de los seres 

ea diatinta, asimismo sus necesidades son distintas, 

pudiendo dividir 11 éstas en tres tipos, como el propio 

Preciado Horn'ndez f en fisicas, morales y lógicas: 

aqreqando que las físicas son las que relacionan dOR 

fenómenos (causa y efecto), las morales relacionan a los 

actos con el bien racional, y las lóqicas relacionan 

ideas (Leyes del pensamiento) y en ese sentido, debemos 

ubicar a las leyes normativas, que son las que nos 

interesan, en el campo de las noolóqi.cas cuyas relaciones 

necesarias, son morales. 

(67) Preciado HernándU, Rat.1e\: "leCCIones de Filosof'll del Derecho": Ed. JuS, ,,~,ico, 

D.f" 1978, p. 70 y 71. 
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Por último, cabe señalar, que las características de 

la lüy ¡¡Jan; a) General, as decir, que no va dirigida a 

alguien en especial, sino a aquéllos sujetos que 

actualicen los supuestos contLnidos en la misma ley; y, 

b) Abstracta, lo que significa que no se refiere a casos 

concretos, sino a todos aquéllos que asimismo actualicen 

dichos supuestos. 

LBGlILACION. 

"(Del latín legislatloonis). Se ha denominado 

legislación al conjunto de leyes vigentes en un lugar y 

tiempo determinados. S in embargo, existen otros 

significados qua iguaimente ae adscriben al término 

"Lec¡islación", entre los cuales están los siguientes: a) 

para designar globalmente al sistema jurídico de una 

región o país; b) para referirse al derecho codificado y 

distinguirlo de las otras fuentes del derecho, como la 

jurisprudencia, costumbre o doctrina; c.:) para referirse 

al procedimiento de creación de las leyes y decretos; d) 

para significar lá agrupación de text.os legales, 

promulgados de acuerdo a un criterio metodológico y 

ofreciendo compilaciones o cOlecciones; e) para reunir 

las leyes atingentes a una especialidad del derecho, i. 

e. : legiSlación administrativa y legislación de 
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emergencia, y f) para describir la función desarrollada 

por el órgano legislativo del poder público. 11(68) 

As1, es dable aseverar que, en el sexto párrafo de 

la Exposición de Motivos de la Ley Federal de 
I 

Responsabilidades en cuestión, se empleó el término de: 

"La leqislación vigente •.• ", haciendo alusión a la Ley de 

Responsabilidades de los Funcionarios y Empleados de la 

Federación del Distrito Federal y de los Altos 

Funoionario9 de los Estados del ~7 de (Hciembr~ de 1979, 

anterior a la actual. 

OllLIGACICN. 

"La Obligación, dicen las Institutas, es el vinculo 

jur1dico por el que somos constreñidos por la necesidad 

de pagar alguna cosa según las leyes de nuestra 

ciudad. "(69) 

;fLaS definiciones modernas sobre la obligación han 

partido del concepto romano, pero substituyendo el 

término vinculo juridico, por el de relación juridica. 

Hay una gran variedad de definiciones en donde 

(68) DiccionarIO Jurldico Hc.icano; Op. Cit., p. 1933. 

(69) ldem, p. 2240. 
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encontramos s iempre como elementos constantes, primero: 

la relación jurídica entre acreedor y deudor y, segundo, 

el obj eto de esta relación j uridica, cons iste en dar, 

h~H~er o no hacer". (70) 

T~da obligación consta de tres elementos que son: a) 

los sujetos, el acreedor el sujeto activo, y el deudor el 

pasivo; b) el objeto, que como ya se dijo consiste en 

dar, hacer y: c) el vinculo, que es la relación juridica 

que establece entre los sujetos en función del objeto. 

Ahora bien, de conformidad con la tesis que estamos 

desarrollando conviene apuntar que tratándose de las 

obligaciones de los servidores pt\blicos, los sujetos son 

por un lado éstos y por otro el Estado y la sociedad; y 

el objeto es el buen servicio. Asimismo, cabe señalar 

que las obligaciones de aquéllos " ••• para salvaguardar la 

legalidad, honrad~z, lealtad, imparcialidad y eficiencia 

que deben ser observadas en el desempeño de su empleo, 

cargo o comisión, ... 11(71) se encuentran contempladas en. el 

numeral 47 de la Ley Federal de Responsabilidades 

mu1timencionada. 

(70) Rojlna Ville!la~, Rafael; "C~ndio de Derecho Civil 111", Ed. Porrúa, S.A.; Ilexico, 

D.f., 1976, p. 8. 

(11) Articulo 41 de la Ley federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos. 
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POD •• OON8TITUYIWTI. 

"Por "poder constituyente" se entiende como el 

órqanc creado!' de la Constitución de un orden jU1:1dico: 

esto es, al órgano que crea al conjunto de normas 

fundamentales positivas de un orden juridico.H(n) 

Cabe hacer notar que poder constituyente esta 

fomado con represent-.antes del pueblo, nomb:t'ados .por él 

JI'llsao para crear unica y exclusivamente un conjunto de 

no.mas juridicas supremas, que re9i~án al propio pueblo. 

La acepción que a dicho término le dio el autor. de 

la Ley Federal de Responsabilidades en comento, en la 

Exposición de Motivos de ésta, fue la de poder 

constituyente permanente, el cual está integrado por el 

Congreso de la Unión 'y las legislatur.as locales, ya que 

son los linicos autorizados para reformar o adicionar la 

Constitución, de conformidad con el numeral 135 de 

nuestra Carta Magna. 

PROCBDIMIENTO ADMINISTRATIVO. 

"Cabino Fraga en su clásico Derecho administrativo 

dice que "el procedimiento administrativo es el conjunto 

(72) Diccionario Jurídico MCKicano; Op. cit., p. 2436. 
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de formal idades y actos que preceden y preparan el acto 

administrativo" (p.255). Andrés Serra Rojas en su 

Derecho administrativo, afirma: "el procedimiento 

administrativo está constituido por un conjunto de 

trámites y formalidades - ordenados y metodizados en las 

leyes administrativas - que determinan los requisitos 

previos que preceden el acto administrativo, como su 

antecederlte y fundamento, los cuales son necesarios para 

su perfeccionamiento y condicionan su validez, al mismo 

tiC!mpo que para la realización de un fin (p. 273)".(73) 

En ese orden de ideas, el autor de la iniciativa de 

la Ley r'ederal de Responsabilidades de los Servidores 

Públicos, propuso como una nec~sidad en su Exposición de 

Motivos de la misma, un procedimiento Administrativo 

autónoMO dal penal y del politico, para determinar las 

responsabilid&des de dichos sujetos y aplicarles las 

sanciones correspondientes, respetando las garantias de 

~udiencia y legalidad, contenidas en los articulos 14 y 

16 respectivament.e, de la Constitución General de la 

República. 

RBSOLUCION. 

"Se ha entendido por resolución judicial 10 

siguiente: "Toda decisión o providencia que adopta un 

(73) Dlc:clonarlo Jurldlco M.~lcano: Op. cit., p. 2558. 
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juez o tribunal en el curso de una cauaa contenciosa o de 

un expediente de jurisdicción voluntaria, sea a instancia 

de parte o de oficio". (7ft' 

En la materia que nOIl ocupa, la 1"esoluciónviene a 

•• r la conclu5ión del procedimiento administrativo de 

determinación de reAponaabilidades, propiamente dicho: V, 

dictada aquélla se debe proceder lA la notificación y 

ejecución voluntaria o forzada da la misma, y en su caso, 

a su 1mpuqnaoiOn. 

"'ualos. 

" ••• FUca Protagoras de Andera el que 10CJró una 

conceptu~ción del castigo V la sanción que hasta la fecha 

no ha sido superada. Dice: "Nadie castiga al del1ncuente 

en atención V por razón de lo que ha hecho - pues lo 

ocurrido no puede deshacerse - sino en razón del futuro, 

para que ni el propio autOi: vaelva a cometer desafueros, 

ni otro que sea testigo de su castigo .... Y quien piensa 

así castiga para intimidación". La intimidación es la 

función del castigo. II (7S) 

(74) DI! Pina Vara, Rafael; Op. Cit., p. 417. 

(~) Diccionario Juridlco Mexicano; Op. cit., p. 2871. 
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Desde un punto de vista filosófico, conviene señalar 

que la sanción es la consecuencia de la norma juridica, 

por la obseJ:'Vancia o inobservancia del contenido de la 

misma. 

Finalmente, podemos decir que sanción administrativa 

es aquella impuesta por una autoridad administrativa a 

quien no observe o viole alguna hipótesis normativa, 

contemplada en una ley administrativa, como es el caso de 

la Ley Federal de R.esponsabilidades de los Servidores 

Públicos, este ordenamiento conb~mpla sanciones como el 

apercibimiento y la amonestación, que puedsn ser públicos 

o privados, la suspensión, la dastitución. la sanción 

económica y la inhabU i tación temporal para desempeñar 

algún empleo, cargo o comisión dentro dal servicio 

pÚblico, y son aplicadas despuéa de que se ha incoado y 

d~saho9ado el procedimiento administrativo de 

determinación de responsabilidades señalado en el propia 

ley, siempre y cuando a travéti de dicho procedimiento se 

llegue a la conclusión de que el servidor público de que 

se trate infringió fehacientemente uno o varios de los 

supuestos contenidos en el articulo 47 del ordenamiento 

legal citado. 

2.- EXPOSICION DE MOTIVOS. 

Se ha dicho con justa razón, que los pueblos 

unicamente pueden progresar cuando cuentan con un buen 
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gobierno, y para que así suceda es necesario que él mismo 

se funde en un auténtico orden jurídico formado por leyes 

e instituciones que regulen la actividad del Estado, como 

la conducta de las personas de que éste se sirve para 

alcanzar sus objetivos ~ por dichos motivos y debido al 

desarrollo histórico social de nuestro pais, c~be 

mencionar ~le en el régimen político administrativo 

comprendido entre 1982-1988, el entonces Presidente de la 

Rep~blica Mexicana! tuvo a bien referirse a la Renovación 

Moral en su mensajo da torna de posesión el IV de 

diciembre de 1982, a tin de proponer la creación da la 

Ley Federal de Responsab:U idades de los Servidores 

Públtcos, argumentando que la guia fundamental de esa 

Renovación seria el derecho, y que para tales efectos ~ra 

menester actualizar las bases constitucionales de la 

responsabilidad oe los servidores públicos y promover una 

nueva ley sobre la ma~eria, asi como reformar los códigos 

penal y civil, en lo conduceflte, introduciendo nuevas 

formas relativas a la gestión pública para prevenir, 

detectar, corre~ir y en su caso, sancionar conductas 

inmorales de los servidores públicos; haciéndose asi 

lmposterqable la necesidad de cambios legislativos a las 

disposiciones normativas señaladas, que conformaran un 

nuevo marco jurídico en materia de responsabilidad 

enviando para tales efectos, con fecha 2 de diciembre de 

1902, a la Camüra de Senadores del Honorable Congreso de 

1" Unión la iniciativa de la Ley Federal mencionada, 
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junto oon su Exposición de Motivos que comentaremos, a 

tin de que una vez aprobada ésta por el Congreso 

anteriormente se~alado, fuora publicada en el Diario 

Oficial de la Federación el JO del mes y año indicados y 

entrara en Vigor al dia siguiente de tal publicación. 

Es as! que consideral!l(ís importantA referirnos a la 

Exposición de Mntivoa aludida, toda vaz que en ella se 

anouentr'a placlII&~o el Gspiritu dal leqblador, asi como 

lft8 rellcnOil que 1.0 gondujeroil a la pt'oposición de la 

inioiativa di la Ley a~~alada. 

DichA Expoaioión de Motivos está fomada por cinco 

~ftrt.a, d. la8 ouales la primera os un esbozo general de 

la propi~ Exposición; la segunda parte hace alusión a las 

Re.ponsa~iHdades Po11ticas: la tercera se refiere a la 

Declaraciór, de Procedencia; la cuarta al Titulo Tercero 

de la Ley, es decir a las Responsabilidades 

Administrativas: y, la quinta al RegistJ"'" de si tuac ión 

Patrimonial; de tal manera que la Exposición empieza con 

el siguiente texto: 

"En un Estado de Derecho el ámbito de acción de los 

poderes publicos está determinado por la Ley y los 

agentes estatales responden ante ésta por el U90 de las 
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f~4S\!Xt4déS qué expresamente se les confiere. La 

irresponsabilidad del servidor públ ieo genera !.legalidad, 

iftlUóralidad y corrupción: su irresponsabilidad erosiona 

.1 Estado ae Derecho y actúa contra la democracia, 

aistema politico que nos hemos dado los mexicanos. 

El Estado de Derecho exige que los servidores 

p~blico. sean responsables. Su responsabilidad no se da 

en la realidad cuando las obligaciones son meramente 

declarativas, cuando no son exigibles, cuando no hay 

impunida " o cuando las sanciones por su incumpl imiento 

lIon inadecuadas. Tampoco hay responsabilidad cuando el 

afectado no pue~e exigir fácil, práctica y aficazmente el 

cumplimiento de las obligaciones de los servidores 

p11blicoa". (76) 

Al respecto, cabe señalar que la adopción de un 
I 

sistema de responsabilidades dentro del servicio público 

que d.etermine las obligaciones de los que en él 

desempeñan un empleo, cargo o comisión, y que señale 

sanciones eficaces para quienes incumplan con sus deberes 

no sólo considerando el aspecto sancionador, sino también 

el preventivo, constituye una de las bases fundamentales 

de cualquier Estado de Derecho. 

(76) Exposición de Motivos de la ley federal de ResponsabilidadeS de los Servidores 
Públ icos; Publ icación Especial de la Oireccion General de COIIUlicación Social de la 

Secretaria de la Contralori,' General de la Federación; Ed. Talleres Gráficos de la 

Nación; Mfxico, 1984, p. 7 
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Concretamente, el Estado Mexicano al expedir la 

normatividad juridica lo hace con el fin cle garantizar 

que los gobernados cuenten con instrumentos suficientes 

para obl igar a los serv ldores públ icos a actuar dentro 

del marco especifico de determinación de competencias que 

la ley les confiere y que, en el supuesto de que su 

actividad no encuadre en ~.icho marco, haya los medios 

nec~sarios para corregir y sancionar las desviaciones en 

que incurran. 

Es decir, que no es posible que un sistema de 

responsabilidad subsista exclusivamente por su funci6n 

sancionadora o se rl:!duzca a ella, ya que la parte medular 

de su naturaleza estriba en la prevención del Uicito o 

de la falta, as1 como en la adecuación de las sanciones a 

la gravedad de la conducta. 

Por c~ra parte, en la Exposición de Motivos de 

referencia se señala que: 

"La responsabilidad penal responde al criterio 

primiCJenio de la democracia: Todos los ciudadanos son 

y no hay cabida para fueros 

Los servidores públicos 

iqualas ante la Ley 

tribunales especiales. 

cometan delito podrán 

ni 

que 

ser 

ordinario con sujeción a la 

encausados 

ley penal 

por 

como 

el juez 

cualquier 
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ciudadano y sin más requisito que cuando se trate de 

.erv.idore. pUblicos con fuero, que la declaratoria de 

prooedenoia que dicta la H. Cámara de Diputados".m> 

En relación con este párrafo, cabe mencion~r que si 

bien e. cierto que el esp1rltu del legislador consiste en 

quG todOD los ciudadanos sean tratados con igualdad ante 

la Ley, sln fueroa ni Tribunales Especiales, talllbién lo 

fta que el propio legislador cae en una contradicción, y 

que adornAs en la realidad no se da aquél supuesto, tan es 

.1,111 qua IIn el capítulo Tercero -jel 'f1tulo Segundo de la 

fA)' redoral 4e ResponsabUidade5 en comento, se regula el 

pro~&dlm18ntc para la Declaración de Procedencia o 

prceedimiento part\ privar de fuero a un servidor p'Úbli.co, 

que oonsiate básicamente en el conjunto de pasos 

dlriq1d~s a determinar la existencia de un delito y 

probable responaabil idad de algún serv idor públ ico de 

loa contempladoii en el primer párrafo del numeral 111 de 

nuestra Carta Magna, as1 como la susbsistencia del fuero 

constitucional, cuya remoción ae solicite con el fin de 

estar en posibilidades de proceder penalmente en contra 

de aquél, de manera que al existir fuero para aquéllos, 

no podemos hablar de igualdad. 

Asimismo, es de señalarse que dicho procedimiento 

resulta innecesario en los casos de flagrante delito, 

(77) Exposición de Motivos; Op. cil., p. 8 
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pues aqui estará por demás determinar la probable 

responsabilidad d31 servidor pUblicG de que se trate, si 

.1 i11cito es por demás evidente. 

Otro párrafo que llama nuestra atención, 

principalmente en la parte final del mismo, y que habla 

acerca de la Ley de Responsabilidades cuya Exposición de 

Motivos se analiza, es el que a continuación se 

transcribe: 

"En pl'imer término liquida la desafortut\&da 

conlud.ón ontre "deUtos 'i faltes oficial.8 tt y ·'delitos 

comuneR", que fue unQ de los f~ctoros que contribuyó a la 

implicación de laR leyes quA en esta materia han ~.tado 

en en las ultimas cuatro 

responsabilidad penal, como ya S8 asontú, se regula por 

las leyes pen&les lt • (78) 

El; ese orden de ideas cabe haC81t' notar que no 

obstante lo anterior, el articulo 47 del ordenamiento 

legal de referencia establece entre otras, una ~8rie de 

obliqaciones que analizadas a contrario sensu 80n 

conductas t1picas que encuadran perfectamente bien en laa 

hipótesis normativas contenidas en el Titulo Décimo del 

Libro Segundo del Código Penal para el Distrito Federal, 

(78) Expoetctón di Motlvoe; Op. cit •• p. a 
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relativo a loa "Deutoe Cometidos por los Servidores 

Pübl1co.". 

En la parte !"elativa a las Responsabilidades 

Po11ticas de la Exposición de Motivos en comento, se 

aeñala quienes son susceptibles de! ser sujetos de este 

tipo de respons&bilidades por actos y omisiones que 

p&rjuicio de los interesas pÚblicos 

fundamentales y de su buen Jespacho, procedimiento y 

sancionelll aplicablas al caso concreto, tales como 

deotitución e inhabilitación hasta por veinte años. 

Posteriormente se aborda el Procedimiento de 

Declar~ción de procedencia, donde se hace una descripción 

.oaerd de dicho procedimiento I tocando el tema de la 

prescripción, concretamente en el párrafo que a ia letra 

dice: 

"~be destacarse, además, ~e en tanto el s<arvidor 

pdblico no haya sido despojado del tuero, no correrA la 

prescripción, para que asi pueda hacerse justicia COIIIO si 

fuerQ un infractor cualquiera. Lo que se busco es que el 

fuero temporal para preservar politicamente el buen 

despacho de los intereses públicos fundamentales no se 

convierta en inmunidad por los delitos que puedan conieter 



- 102 ~ 

los servidores p~blicoa encarg_doB de ella y, en 

conllll1lcuencia, en burla de la L{'\y". (1'9) 

Por lo qus respecta a este p'rrafo, con todo 

r.mpeto, aAs burla que el texto del aismo no puede haber, 

pues so habla de que el fuero no se convierta en 

inzunidac!, y entonces ¿qué es?, si mientras un servido&. 

público de a,lta jerarqu1a está investido de él, no se le 

putAde tocar rd con al pétalo de una roa a , y .sto no 8S 

nada nuavo, ya qu" pocos 110n los casos en M16xicc, de 

•• rvielores públicos dSGaforadoll y proae .. adaa contorme a 

•• trlcto derecho, y .uchos son los que iftcu~re~ eft 

~'''8ponsabiUdad penal sin s6Ir advertidos. 

Por otro lado, en la parte qua corre.ponda a llllll 

Re.pon.abilidael8. Admlnl~tr.tivaa, se justifica la 

ncac •• I.4ad de contuplar un rc"lun r.tersnt. ft cUoha 

.atarla, expre~a .. nte en 01 p4rrafo ~e .e cita. 

N~ iniciativa que presentó a •• ta H. Repre.entación 

Nacional, aupera una d~ficiencla que ha venido mostrando 

nuestra legislación! la falta de un alst.ma que regula la 

rauponslb1l1dld Idldniatrltlvl, sin perjuicio cle la. d. 

naturaleza penal, politica, civil y la .oral".(·) 

(19) IlIPO'lcl6n de Motlvot; CIp. cit., p. '0 

(111) IdIII, p. " 
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Bfectivament., en la. leve: anterio!,@g; en matel'1a 

d. re.ponaabUidad, no •• habh contemplado un sistema 

que normar' •• t. tipo de responaabilidad en le que 

incurren l~ ••• rvidore. p~blioo8 al afeotar l~ leqalldad, 

honradas, lealtad, im.,aralaUdlld, eeonomia y eficiencia 

qua deben ob.ervar.. en un buen qoblerno, e implicará un 

procedl.lento autónomo que re.petaré las garant1aa de 

leqalldad y audiencia contenidas en los proc.pto. 14 y 16 

constitucionale •• 

otro de lo. p6rrafoa cont4lnido8 en la eeoción de 

referonc!a do le Ihcpoalc16n ~e Motivos multialudida, es 

el qua a la l.trl d1cI. 

"La iniciativa •• tableof: una via .,. expedita para 

prevenir y •• "c~onar l.. faltas adaini.tratlvaQ las 

cula1 •• , 88CJ\ln el ceso, también podrán .e,.. sancionadas 

con tona. 8. la leC) ls1ae iÓft panal. Las re.pon.&bilida~ea 

gon •• cuente. pueden exlC)lr.e por cualquiera de laa doa 

vias, pero slempre r •• petando .1 prlnclp!o establecido en 

81 .1.llo articulo de qu41 no .e podr4 castiCJal' dOIl vee •• 

una Idama conducta con gancione. de la misma 

naturaleza"."" 

CI') laposlclón ~ Motivo.; Op. cit., p. ", qu9 hoce refer~11 1I .rtlculo 109, fracción 
111, .qundo p6rrefo, de la Constitución Polltlca de toa luido. Unido. "eJllcanoa, 

vl""t •. 
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Respecto a este párrafo ea de se~alarse, como ya se 

dijo oon antelaoión, que las obligaciones establecidas en 

el Titulo Tercero de la Ley Federal de Responsabilidades 

de los Servidores Públicos son muy semejantes, por no 

decir iguales, a los delitos en que pueden incurrir 

dichos funcionarios, y que están contempladas en el 

propio Código Penal par3 el Distrito Federal, 

En esta forma la Exposición de Motivos en cuestión 

oontinúa señalando que la viqilancia del cumplimiento del 

Cat!Aleqo da óbl iqacioneA contenidas tUl el nUl'IIérd 4' de 

la l..ey de Responsabil idades meó'.cionada I ::ompetl.l en primer 

lU(Jer a los sup~riorelJ jerarquicos de las contral.or1üs 

intornas de las dependencias y entid~dea de lo 

Administraoión Pública Federal, quienes están facultados 

para Imponer laa sanciones que correspondan según el casn 

conore'col y que t.ambién a la Secretaria de la Contl.'alor1a 

General de la Foderacíón le compete conocer del 

cumpl imiento de aquéllas y apl iear las sanciones 

respectivas, quedando ésta como autoridad centralizada 

para toles efectos, 

Como se puede apreciar, tanto los órganos de control 

interno de las diversas dependencias y entidades de la 

Administración Pública Federal, como la Secretaria de 

Estado aludida, realizan funciones semejantes que vuelven 

ociosa la existencia de aquéllas o de ésta último, toda 
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vez que tanto unos L;omo la otra pueden instaurar al 

~rocüairnicnto de determinación de responsabilidades e 

individual izar las sanciones correspondientes, segun el 

oaeo oonoreto. 

Ahora bien, si tomamos en ouenta que las 

oontralorías internas de rAferencia, conocen de las 

quejas '1 danuncias presentadas en contra de los 

servidor.es publicos adscritos a las entidades o 

deJ¡¡endeneiaa respectivas. es dable inferir que 

dif1cilmente las resoluciones que emitan dichos órqanos, 

-'~An imp&rciales y objQtivas, lUQgo entonces, ~~r1a 

preferible hasta por cuestiones económicas y éticas, que 

tales órganos dejaran de existir '1 que la Secretaria de 

1& Contral.or1a General d9 la Federación fuera l~ unica 

dependencia que se avocara exclusivamente a la viqilanci~ 

del cumpl imiento de l~s obligaciones anteriormente 

citadas '1 a la individualización de las sanciones 

correspondientes. 

Dicha Exposición dA Motivos comprende una parte 

intitulada "Registro ~e situación PatJ:imonial", en la que 

se establece que los servidores pub1icos de cierto nivel 

tienen la obligación de presentar su declaración de 

situación patrimonial ante la dependencia del Ejecutivo 

de la unión, indicada. 
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Por ultimo, en la seoción reforida se prohibe que 

los servidores publicos acepten dádivas o regaloo de 

personas vinculadas con ellos con motivo de las funciones 

que de8empe~en por el empleo, cargo o comisión que tengan 

encomendado, en virtud de que dicha práctica resulta 

fuente de corrupción y se equipara al cohecho. 

En I'elación con lo anterior cabe mencionar que, 

"resulta ociosa tal prohibición toda vez que la misma, asi 

como el enriquecimiento ilícito Re encuentr.an 

contemplados en el Cédi90 Penal para el Distrito Federal 

y en un momento dado é$ta situación p~r1a dar lugar a un 

conflicto de leyes, o bien se incurriré 6n una violación 

~ las 9arant1as individuales, en virtud de que existe una 

disposición constitucional que de~emos tener presente~ 

que señ31a que "Nadie puede ser juzgado dos veces por el 

mismo delito ••• "~2> 

3. - DEBATBS DB LA LII LEGISLATURA, aBLATIVOS A LAD 
RESPORSABILIDADBS ADMIRISTRATIVAO. 

Una vez cementado cual fue el propósito del autor de 

la iniciativa varias veces mencionada, cuya esencia era 

la de "renovar las bases de responsabilidElu de quienes 

prestan sus servicios en los órganos e instituciones 

(32) Articulo 23 de la Constitución Politice de los Estldos unidos ",.¡canoa. 
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estatales y sincronizarl~s con las demandas popülares 

manifestadas desde hace mucho tiempo,"(") 

Por otra parte, a fin de introducirnos al tercer 

punto del capitulo que nos ocupa, consideramos necesario 

referirnos al proceso legislativo, que es el conjunto de 

pasos a seguir para la formación de leyes. 

DiCho proceso f en México, particularmente para la 

~i!'eaeiél\ dé leyes federales, consta de seis etspas, las 

cuales se denominan: La primera, "iniciativa"; la 

segunda, "discusión": 16 torcera "aprobación": la cuarta 

"sanción": la quintlt "public3ción"; y, la sexta, 

"iniciación de la vigencia". 

El fundamento legal cie dichas etüpas, son los 

articulos 71 y '12 de la Constitución Politica de los 

Esta~os Unidos Mexicanos, relativos a las primeras cinco 

etapas y, los preceptos )U y 4; del Código Civil para el 

Distrito Fedet'al, los cuales se refie!"en a la iniciación 

de la vigencia. 

Asi es que la etapa de iniciativa consiste, de 

conformidad con el articulo 71 de nuestra Carta Magna, en 

el derecho de iniciar leyes o decretos, que compete, 

(as) De la Madrid Hurtado, Miguel; "El Marco legislativo para el Cl/!t)io Diciembre 1982"; 

Dirección General de AslM"ltos Jurfdicos de la Presidencia de la RepUbl ;ca; Talleres 

Gráficos de la Nación, Mekico, D.F. 1983, p. 163 
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según el precepto legal citado, al Presidente de la 

República: a los diputados y senadores ~l Congreso de la 

Unión y a las legislaturas locales. 

"Las iniciativas prrsentadas por el Presidente de la 

República, por las legislaturas de los Estados, o por las 

diputacionos de los mismo~, pasarán desde luego a 

comisión. Las que prssentaren lo diputados o los 

senadores se sujetarán a los trámites que designe el 

l:aglllmento de debatee". (84) 

La etapa de discusión es aquella en la que cada una 

de las Cámaras sostiene un debate relativo al proyecto de 

Lsy de que se tratE::, a fin de determinar si debe ser 

aprobada o no. A la Cámara que le corrE\sponde del iberar 

primero, según la naturaleza juridlca de aquftl t se le 

llama Cámara de oriqen y a la que lo discute 

posteriormente, se le nombra Cámara revisora. 

La etapa de aprobación se refiere, p~ecisamente a la 

aceptación por parte de ambas Cámaras del proyecto de ley 

Eiométido a su consideración, tal aprobación puede eel' 

total o parcial. 

(84) Artículo 71 ültlmo párrafo, de la Constitución Polltlca de los Estados Unidos 
Mexicanos • 
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Posteriormente viene la etapa de la sanción, la cual 

estriba en el consentimiento de un proyecto de ley por 

parte del titular del Poder Ejecutivo. 

La etapa de la publicación reside en el hecho de dar 

a conocer la ley o el decreto, según el caso, a quienes 

va dirigida, a través del Diario Oficial de la 

Federación. 

Por último la· iniciación de la viqencia, que está 

re9ulada por los numerales 3· y 4~ del código civil para 

el Distrito Federal, puada ser de dos ma"eras, sucasiva o 

sincrónica, la primera consiste en que las leyos, 

reglamentos, circulares u otras di&posiciones de 

observancia general, entrarán en vigor ~res días después 

de su publicación en el Diario Oficial, y la segunda, se 

refiere al hecho de que tratándose de un l'Jgar distinto 

del en que se publique ese periódico, y sean obligatorios 

los ordenamientos de referencia, deberá agregarse al 

plazo indicado, un día más por cada 40 kilómetros de 

distanci~ o fracción que exceda de la mitad. 

Volviendo a la Ley Federal de Responsabilidades de 

los Servidores púb1 icos, cabe señalar que fue propuesta 

durante la gestión politica comprendida de 1982 a 1988, 

por el entonces Presidente de la República Mexicana, 

quien la envió a la Cámara de Senadores del Congreso de 



- 110 -

la Unión para su discusión y aprobación al 2 de diciembre 

de 1982, un dia después de tomar posesión en el cargo, 

para que a su vez, ese órgano la remitiera a la de 

Diputados cor, el mismo fin. 

De manera QUe, ya estando en sesiones la Cámara de 

Diputados, el d1a 29 del mes y año citados, y h::tbiendo 

recibido el proyecto de iniciativa de ley en cuestj.ón, se 

iniciaron los debates relativos al mismo, de los que se 

desprenden interesantes ar9umentos en contra del mismo, 

que enaeguiaa comentamos, 

En pri~er tét1l\ino, el Diputado Antonio G91"shenaon 

del PSUM al tomar la palabra manifestó, que todos los 

atentados a los derechos de los t¡'a.bajadores que l~s 

habia tocado presenciar en los últimos días se quedaban 

cortos al lado de la iniciativa q~e en ese momento 

eMpezarian a discutir. 

Señaló que dicha iniciativa tenia partes que se 

refer1an al compo't'tamiento de los funcionarios públ leos 

en función del servicio que deb1an dar pero que también 

tenia un ti tulo completo en el que se der inian 

obligaciones de los trabajadores de la administración 

central y del Distrito Federal hacia BUB jaraa. 
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Asimismo, expresó que el proyecto de referencia 

contGn1a una serie de obligaciones, unas imprecisas y 

generales, y otras que privaban indirectamente el 

ejercicio de algunos derechos consagrados en la Ley 

suprema. Que aun sin existir faltas determinadas, se 

sancionaba el incumplimiento de aquellas obligaciones, 

contrariamente el principio jurídico que establece que 

por precisión debe determinarse cual es la falta o 

prohibición y la sanción respectiva: y que no obstante 

4icho proyecto únicamente s~ limitaba a señalar una lista 

da 22 obligr.,ciones, y al servidor público qua no las 

cumpliel.~a le esperaba una serie de sanciones gené-ricas. 

Que en dichas obligaciones se i~cluian entre otras, las 

de abstenerse de cualquier acto u omisión que causara la 

suspensión o deficiencia de dicho servicio: utilizar la 

información reservada a que se tuviera acceso por su 

función ey-clusivamente para los 'fines a que estuvieren 

afactos, señalando que no se mencionaba que era lo qUA la 

ley establec1a como secreta o reservada, sino que nada 

1148 decia "reservada". Que eao quedaba a la 

interpretación del jAte inmediato. 

Que otra obligación era la de custodiar y cuidar la 

información a la cual tuviera acceso el servido público, 

impidiendo o evitando el uso indebido de la información. 

'L en ese orden de ideas, agregó que si lo reservado 
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quedaba a interpretación del jefe, entonces "indebido" 

quedaba aún más a la interpretación del jefe. 

Por otra parte dijo, que no podia haber una 

obligación más general que la de observar buena conducta 

en su empleo. 

Refiriéndose a las sanciones apuntó que: "En el 

articulo 56 se señ~la que, entre o-:raro, la suspensión del 

empleo, cargo o comisión por un periodo no menor de 3 

d1as ni mayor de 3 meses serán aplicables por el superior 

jurárquicc. El jQfe inmediato puede suspender al 

trabajador de r;us compañeros, entre otras COSIlS, es 

violatorio el Articulo S· de la conm~itución que 

establece 01 derecho al trabajo, que establece que 

solamente puede ser separado de su trabajo, un trabajador 

por disposición jUdicial o por ofender los derechos de la 

sociedad, no del je~. inmediato, y también se está 

infringiendo aqui el Articulo 423, fraccl~n 10· de la Ley 

F~eral del Trabajol que s. aplica también a los 

Trabajadora. del Estado an virtud dal Articulo 11 da la 
Ley Federal de loa Trabajadores al Servicio del Estado, 

•• ~ala que la máxima Duapensión que pueda darse como 

aanción del trabajo es de ocho dias, pero aquí el jefo 

inmediato puede aplicar hasta tr.s m •••• ".(M) 

(8S) De 'e Medrld Hurtedo, "19141, 0,. cit., p.p. 190. 
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Por otro lado, manifestó que también había s~nciones 

económicas que eran aplicables directameftta por sl 

superior jerárquico inmediato, y que eran hasta de 100 

veces el salario mínimo vigente en el D. F., y por la 

Secretaria General de la Contra10ria cuando fueran 

supdriores a esa cantidad. No obstante que, tanto 

nuestra Carta Magna en su numeral sg, como la Ley Federal 

del Trabajo de aplicación supletoria a los Trabajadores 

del Estado' a virtud del propio precepto 11 de la Ley 

Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, 

éstabléeia en el articulo 107 que estaba prohibid,a la 

imposición de multas a loti Trabajadores cualquiera que 

sea su oausa o con~epto. 

Posteriormente expresó que todas e9AS sanciones 

tenían adem!s un problema común, que se decia allí que un 

trabajador inconforme con alguna de esas sanciones, podía 

interponer el recurso de revocación, pel:O ¿ante quién lo 

interponía?, ¿ante quién lo habla sancionado? es decir 

que el jefe, o el equivalente al patrón, decidía la 

falta, por no estar precisada en la Ley, ya que 

únicamente estaban especificadas las obligaciones, y 

quien fijaba la sanción, la aplicnb~ y re901via l~ 

apelación, era el superior jerárquico. 

Asimismo dijo: "Estamos ante lo que en la reunión de 

la Comisión se llamó código de conducta '( que más bien 
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recuerda al código Di Laboro de Musso1ini, o por 10 menos 

al maccartismo, que se caracterizó Gntre otras cosas por 

1aa listas n~qras que están aqui, a pesar de estar 

prohibidas por la Ley Federal del Trabaj o, están 

establecidas al darse la posibilidad de la inhabilitación 

para ocupar un cargo de manera completamente arbitraria, 

lo cual no tiene ninguna diferencia con una lista negra, 

por todo al sector público, puesto que está inhabilitado 

para ocupar un puesto en dicho sector". (86) 

Por último arc¡umentó que: "En la medida en que aquí 

se viole la constitución, en la medid~ en que aquí. 

atrop~llén laá conquistas popula~és y révolueionArias 

consagradaa en ella; en la medida en que a estos derechos 

se les trate de 1!txpulsar de las. leye!», en esa misma 

müdida estas banderas no van a morir. Esas banderas 

regresar'" a 10& pu~os do los trabajadores, a los de los 

campesinos y en general a la conciencia y a laa manos de 

nuestro pueblo que con BU sanc¡r. y con SU lucha la 

conqui8tc'~ Muchas gracias. ",an 

El C. Dip. Daniel Anc¡el S4nehez Párez, también del 

PSUM, al hacer aun manit •• tacion.. r.lativl1. &1 T1tulo 

Tercero del proyecto de Ley en cONGnto, entre otras, se 

,r.efirió al p6rrato aegundo del articulo 50 que 8 18 letra 

(86) D. l. Madrid Hurtldo, MlgUlI, Op. cit., p. 192. 

(87) ,_, p.p. 192 Y 195 
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dice: "Incurre en responsabilidad el servidor ptiblico que 

por si o por interpósita persona, utilizando cualquier 

medio, inhibe al quejoso par!! evitar la formulación o 

presentación de quejas y denuncias, o que con motivo de 

ello realice cualquier conducta injusta u omita una justa 

y debida que lesione los intereses de quienes las 

formulen o presenten"; diciendo que dicha hipótesis era 

la· tipicidad de un delito, la cual se encontraba en el 

Código Penal, sancionada con o~ras penas, como la 

inhabilitación, hasta por 14 años, y no por 20 como el 

proyecto sujeto a debate. 

En ese orden de ideas, al referirse al numeral 53 

del p~opio proyecto, señaló que 10 grJlve era la sanción 

económica y la de inhabilitación temporal para desempeñar 

.mpleos, cargos o comisiones en el sarvicio publico, que 

tales sanciones violaban el articulo de la 

Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos, la 

Ley FQdaral de los Trabajadores al Servicio del Estado, , 

las cGndiclones generales de trabajo observadas por' 

diversos sindicatos y varilis Entidades Federativas; y que 

ademáa el superior jerárquico era el que iba a aplicar la 

inhabilitación, suspendiendo primero al trabajador y 

continuando despuós con un juicio que se ventile a~te el 

Tribunal Federal de Arbitraje a fin de que alli se 

resolviera si se sancionaba definitivamente o no la 

inhabilitación. 
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Añadiendo que una situación muy similar, era la 

hipótesis contenida en el último párrafo del numeral 53 

del propio proyecto, que reza de la siquiente manera: 

"Cuando la inhabilitación se imponga como consecuencia de 

un acto u omisión que !mpl ique lucro o cause daños y 

perjuicios, será de seis meses a tres años si el monto de 

aquéllas no excede de cien veces el s~lario mínimo 

mensual vigente en el Distrito Federal y de tres a diez 

años si excede de dicho limite". (88) Señalando al 

r~~yecto, que se supon1a que esas sanciones eran 

administ.rat.ivas, y que él no conocía de ninqunu conduc·ca 

que implicara lucro indebido, y que no fuera delito; pero 

que aún resultaba más gravosa la expresión "o cause daños 

y perjuicios", ya que si daño era la pérdida o menoscabo 

del patrimonio, y en ese caso se trataba del patrimonio 

de la Federación entonces, se llamaba pe.culado y tantbién 

era' delito, mismo ~ue no debia ser castigado con 

sanciones administrativas. 

En relación con el precepto número 54 del 

multicitado proyecto, que se referia a los elementos que 

se deben tomar en cuenta para imponer las sanciones 

administrativas, establecía como un atenuante o 

agravante, la antigüedad en el servicio, preguntó 

que, ••. lIs! aqui la antigüedad en el servicio Se considera 

(88) Articulo 53 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públl,os. 
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atenuante o agravante, porque el ser viejo en un empleo 

puada darm€ todo ~l conocimiento del manejo público y si 

incurre en una sanción seria una agravante o a lo mejor 

por ser viejo constituye un atenuante. Tendriamos que 

aclarar si la antigüedad en el servicio la considera esta 

ley como atenuante o como agravante pue~to que es una 

circunstancia que se va a tomar en cuenta al 

individualizar la pena, como dijeron en el código 

penal" • (89) 

Por otra parte. al referirse al artículo 47 del 

proyectQ en cuestión apuntó que e!ectivament~, como ir;cla 

el C. Dip. Gershenson, contenía hipótesis normativas 

concurrentes que lo que alli e)(plicaba como una falta 

administrativCi, en el Código Penal tipificaba una serie 

de delitos, poniendo como ejemplo: ..... La frat:ci6n 

primera de estas conductas, que se sancionarían 

supuestamente administrativas, encaja perfe'ctamente en el 

Articulo 215, fracción segunda; el articulo 215 les 

recordaré que es abuso de autoridad, la fracción tercera 

de este código de conducta de Mussolini, ahora de Miguel 

de la Madrid, encaja perfectamente en la fracción tercera 

en el articulo 214, fracción cuarta y en el 217 fracción 

tercera, esos articulos se refieren al ejercicio indebido 

de servicio público y al uso indebido de atribuciones y 

(89) De la Madrid Hurtado, Miguel: Op. cit., p.p. 207 
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facultades. fracción también se 

refiere al 214, fracción cuarta, que ya dijimos que es el 

ej~rcicio indebido de servicio público. La fracción 13 se 

refiere al articulo 220 que es el ejercicio abusivo de 

funciones: encaja perfectamente, 1éanlo, están casi 

calcados, está tipificado y la fracción 16, encaja en la 

tipicidad establecida en la fracción primera del articulo 

222 que se -refiere a cohecho". (90) 

Al respecto, el Diputado Salvador Rocha Diaz del PRI 

señaló que los Diputados Gerehenson y Sánchez Pérez 

luabian interpret"do la iniciativa de ley ~n cueetión, 

como una Ley de Trabajadores al Servicio del Estado, 

equivocadamentG, ya que ~i bien es cier.'to que el artículo 

47 de la mism.:! contenia obligaciones relativas a las 

relaciones entre superior e inferior, también lo era quP. 

la mayoria de las hipótesis normativas contempladas en 

dicho precepto, se re feria. a las conductas que los 

servidores publicos dc:.bian asumir como tales. 

Por otro lado, expresó que "La Ley Federal de 

Responsabilidades de los Servidores Públicos contiene 

normas que protegen al trabajador plenamente respecto de 

arbitrariedades de las que _ p'ldieran ser sujetos. Basta 

decir que, de acuerdo al Articulo 52 las sanciones se 

(90) 01 la Madrid Hurtado, Miguel: Op, cit., p.p. 209 
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imponen por la Contraloria Interna de la Secretaria; que 

existe el recurso de revocación optativo para impugnar 

cualquier sanción con la que el trabajador o el servidor 

público no se encontraba satisfecho. Se puede recurrir 

igualmente al juicio de nulidad ante el Tribunal Fiscal 

de la Federación, con lo cu~l se amplia la competencia de 

esta Tribunal para convertirlo paulatinamente en un 

Tribunal de lo Contencioso Administrativo Federal". (91' 

Asimiamo g agregó que el Diputado Sánt!hez ~érez en 

alqunas cuestiones tenia t'cu;ón, que ünicamente se trataba 

de deficiencias terminológicas r que por otra parte r las 

~fi~maciones de aquél eran exageradas al afirmar que 

" ••• No conoce conducta que implique enriquecimiento 

indebido o 11ic1'.::o y que no constituye obviamente delito, 

simplemente constituye una fuente de las obligaciones". (92) 

Por \Htimo, el Diputado Gershenson arladió que si 

bien era cierto que su homólogo Rocha, habia dicho que no 

todas las 22 obligaciones contempladas en el numeral 47 

de la iniciativa -de Ley sujeta a deliberaci6n, se 

refer1an a la relación entre superior e inferior, también 

lo ara que· 13 de ellas sí se referían a ese vinculo: y 

que a dicha iniciativa se le habia dado el tratamiento 

de disposiciones administrativas para evitar de esta 

. (91' De te Mcdrld Hurtcdo, Miguel; Op. cit., p.p. 212 y 213. 

(92) I~, p. 213 
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manera el cumplimiento de las obligaciones de carácter 

laboral para con los trabajadoras. 

En ese orden de ideas, cabe se~a1ar que las 

raanifestacionefl de los Diputados que participmron en el 

debate de la iniciativa de la ley a que nos hemos venido 

r.efiriendo, atiende principalmente a la ideolog1a 

politica de esas personas como militantes de los partidos 

a que pertenecen, mas que a un análisis profundo, 

jur1dico e imparcial de la propia iniciativa, como 

deberia ser. 
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CAPITULO IV 

ANALIOIS DEL TITULO TBRCBRO DB LA LBY ~BDBRAL DB 
RBSPONSABILIDADBS DE LOS SBRVIDORES PUBLICOS. 

1.- aL PROCBDIHIBNTO BN LA DBTBRKINACION DE 
RESPONSABILIDADES ADMINIS~RATIVAS • 

• ).-HA~URALBIA JURIDICA. 

A rai~ d~ las reformas jurídic&s que se produje~on a 

fina&i del año de 1982, se or.iginó un nuevo !Sistema que 

r4qularia la responsabilidad administrativa en forma 

autónoma, es decir, independientemente de la 

responsabilidad po11ti~a, la civil, la penal y la 

laboral. 

Se reglamentaron las bases da aquélla, on la que 8;)1" 

susceptibles de incurrir los servidores públicos cuando, 

con sus actos u omisiones demeritan la legalidad, 

honradez, lealtad, eficiencia e imp~rcia!idad con que 

deben desenvolverse en el desempeño de sus funciones, 

dentro de la administración pública: ~l procedimiento que 

se debe seguir para determinarle raa.ponsQbilidad él los 

servidores públicos cuando, con sus actos u omisiones 

demeriten la legalidad, honradez, lealtad, eficiencia e 

imparcialidad con que deben desenvolverse en el desempeño 

de sus funciones, dentro de la administración pública: el 

procedimiento que se debe seguir para determinarle 
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responsabil idad a los servidores públicos que incumpliln 

con SUB obligaciones y afecten los criterios de leqalidad 

y demés señalados: y, las sanciones aplicables a los 

sujetos responsables en virtud de dicho incumplimiento. 

Para llevar a cabo lo anterior, se realizaron 

algunas reformas y adiciones a la legislación vigente en 

aquel entdnces, entre las cuales destacan las reformas a 

los Articulos 108, 109, 113 Y 114 del titulo Cuarto de la 

Constitución Politi~d de los Estados Unidos Mexicanos, la 

adición del numeral 32 bis de la Léy Orgánica ele la 

Adminit¡trac!ón Pública Federal y la craaclón de la Ley 

Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos. 

Ahora bien, respecto a la naturale2.a jur1dica \.le 1 

procedimi~nto de deturminación de responsabilidades de 

los servidores pÚblicos, contemplado en el Titulo Tercero 

del Ordenamiento Feaeral de Responsabilidades mencionado, 

.s decir, su esencia juridica, 80 factible ubicarla, por 

una parte, en el campo del derecho administrativo, yb que 

se encuentra regulado por una ley de carácter 

administrativo, se instaur~ en ~~ntra de SUjAto9 ~Je 

presuntamente han incurrido en responsabilidad 

administrativa, por la comisión de una o varias faltas 

administrativas. 
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A lo anterior podernos agregar las palabras del 

maestro Antonio Carrillo FlQr!¡!~ qu~ dice ¡ !lEl problema 

del procedimiento administrativo queda planteado tan 

pronto como se reconoce en el Estado la existencia de una 

función administrativa. Esta función fija al Estado metas 

de su obrar, y para llegar a ellas, necesariamente tiene 

que seguir determinados c&minos; esos caminos fClrman el 

objeto de dicho procedimiento."(93) 

Por otra parte, ei tornarnos en cuenta la cita qu~ 

hace al tlao.t~c) Cip~iano Gómaz Lara an BU "'rocria Generlil 

del Proceso", de Alcalá Zamor~ y castillo, en el sentido 

d.e que "Los términos proceso y procedimiento se emplean 

con fr.ou.~ci~, incluRo por proc~salistas eminentee, como 

sinónimos o intercambiables. Conv1flne, 91n embargo, 

tlvitar la confusión entre ellos, porque si bien todo 

proc.so requiere para su de~arrollo un procedimi~nto, no 

todo procedimiento es un proceso .•• El :;>roceao se 

caracteriza por su finalidad jurisdiccional ~ompositiva 

del litigio, mientras que el procedimiento (qua puede 

manifestarse fuera,del campo procesal, cual sucede en el 

orden admlnlltratlvo o en el legislativo) se ~educe a ,ser 

una coordinación de actos en marcha, relacionados o 

litigados entre si por la unidad del efecto juridico 

final, que puede ser el da un proceso o el de una fase o 

(9U CerrIllo Florel, AntonIO: "LA Juitltla 'Cdl.'rn~ y le Act1Ilnlttrlclon Públlc."; ~d. 

Porru., S.A., M •• I,o, 1971, p. 89 
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fragmento suyo (v.gr. , procedimiento incidental o 

impugnativo). Así pues, mientras la noción de proceso es 

esencialmente teleológic8, la de procedil1ltento es de 

indole formal ••• 11 • (94) 

y si agregamos los conceptos de prOCGSO 

administrativo y proceso que da el doctor Miguel Accsta 

Romero: 

proceso Administrativo.- 11 tos 

Carr,eluttl sobre todo, }_ndlcan que proceso. es, j\~dicial o 

jurisdiccional, el que realizan los órqanolJ 

juriodiccionaleS1 en este aspecto, ~tirán procesos los qu$ 

se realizan ante los órganos del poder administrativo que 

solucionan conflictos. II(~) 

Proceso.- "Para nosotros, proceso 88 el conjunto de 

actos realizados conforme a determinadas normas, que 

tiene unidad entre 31 y buscan una finalidad, que es la 

reBolución de un conflioto, la rostauración de un 

daracho, O rasolvar una controversia preestablecida, 
mediante una sentencia. 11(961 

(94) 0_1 llr., Clprl.no; "T.orla Oentral dol Proc .. o"/ €d. vlllicllII, I.A./ "."Ico, D.F., 
1983, p. 24S. 

(95) AcoIU Romero, "Iuutl ¡ "T(!or (4\ Gen.ral dOl Otr.eho Achlnlttrlt IYO. ti: Id. por rila , I.A,¡ 
"',deo, D.", '990, p. 6711. 

(961 lu.m, p. 679. 
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En ese orden de ideas pad~mos colgyi¡:- 'pe la 

naturaleza del procedimiento administrativo de 

determinación de responsabi 1 idadas, también es p:"ocesa l, 

ya que a través de él se pretende resolver un conflicto 

que versa sobre 

rssponsabil idad 

públicos. 

la existencia 

administrativa 

o inexistencia de 

de los servidores 

Por otro lado, es conveniente refer5 r.n05 al doctolt" 

Andrés Serra Rojas en el sentido de que: liNo debe 

contuml1t'ae 01 proce~jmiento admini~tJ:"ativo con el 

procedimiento de control que establece en la jurisdiccion 

c~ntencioBa-admir.istrativa ante el Tribunal Fiscal de la 

Fedaración, el Tribunal de Conciliación y Arbit~aja de 

los Trabajadores al Servicio del Estado, el Trib~nal de 

lo Cc:mtencioso Administrativo del Distrito Federal."(97) 

De ahi que él la Secretaria de la Contraloria Gener~l 

. de la Fedaración y a las contralorias internas de las 

dependencias del Ejecutivo Federal, se les conozca 

también como órganos de control, toda vez que su razón de 

ser estriba precisamente en controlar el buen y adecuado 

desempeño de las funciones de los servidores públicos. 

(97) Serrll Rojas, Andrés; "DereCho Admlnistrallvo": Ed. PorruD, S.A.; México, D.F., 1983, p. 

267. 
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b) SUJETOS. 

Los sujetos del procedimiento administrativo de 

determinación de responsabilidades, son lo~ servidores 

públicos mencionados en los párrafos primero y tercero 

del nume~al 108 de la Constitución Politica de los 

Estados Unidos Mexicanos, que presuntamente hayan 

incurrido o incurran en responsabilidad administrativa 

por no cumplir con las obligaciones previstas en el 

8rticulo 47 de la Ley Federal de Re&ponsabilidades de los 

Servidores Püblicos I ".. y toda~ aquellas Vérsol'uul que 

manejan o apliquen recurs'.)s económicos federales. 11(98) 

A mayor abunrlamiento, el ~rt1culo 108 de nuestra 

Carta Magna, en sus párrafos primel:o y tercero contiftne 

los siguientes textos: 

"Para los efectos de las responsabilidades a que 

alude eate Titulo se reputarán como servidores públicos a 

ios representantes de elección popular, a los miembros de 

los poderes Judicial Federal y JUdicial del Distrito 

Federal, a los funcionarios y empieaaos, y, en general a 

toda persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión de 

cualquier naturaleza en la A4ministración Pública Federal 

o en el Distrito Federal, quienes serán responsables por 

(98) Art Iculo 21 de le Ley Federal de RHponllbllldldes de lo. Servidores Públicos. 
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los actoa u omif'ior¡ps en que incurran en el desempeño de 

sus respectivas funciones."(~) 

"Los Gobernadores de los Estados, los Diputados a 

las Legislaturas Locales y los Magistrados de los 

Tribunales Superiores de Justicia Locales, serán 

r6sponsables por violaciones a esta Constitución y a las 

leyes federales, así como por el manejo indabido de 

fondos y recurSOL federales .. n( 100) 

En otro o~d~n de ideas, es de señalarse que el 

ej ére~cio de la facultad disciplinaria sobre los 

5ervidores .públicos mencionados, le corresponde a la 

Admlnistración Públ iea, tratando de mantener CCin e. i cha 

facultad su'buen funcionamiento . 

Ahora bien, • las personas que puedan presenti\r sus 

quGjas o denuncias en contra de l<":ls sujetos an cuestión,' 

!!Ion de confoniidad con la Ley Federal de 

Responsabilidades supracitada, el público en general, y 

todos los servidores públicos' que tengan conocimiento o 

duda del incumplimiento de las obligaciones contenidas en 

el pt'ecepto número 47 del ordenamiento legal citado, que 

a su criterio, sean causa de responsabilidad 

administrativa atribuible a algún servidor pÚblico. 

(99) Primer Párrefo del ertlculo 108 de la Constitución POlltic. de loa Estados unidos 

N'Rlceno •• 

(100) Art fculo 108 Tercer P~rrefo. lclem. 
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c) • - OBJB'l'O. 

Por lo que hace al objeto del procedimiento 

administrativo de determinación de responsabilidades; 

tenemos que por un lado es salvaguardar el buen 

funcionamiento de la Administración pUbl ica y de esta 

manera contribuir a la preservación del Estado de Derecho 

Mexicano, cuidando que los servidores públicos ~Je hemos 

señalado, no infrinjan la Constitución General de la 

nepública n1 las leyes que de ella emanen y tratados que 

no sean contrarios a ella • 

. Ksimismo el procedimiento en cuestión tiene por 

objeto determinar la existellcia o no de responsabilidades 

de dicho~ servidores públicos, que substancian 

principalmente la Secretaria de la Contraloria General de 

la Federación y las contralarias internas de las 

dependencias del Poder Ejecutivo Federal. 

2. - LAS OBLIGACIONES Y I'ALTAS ADJlINISTRATIVAS DB LOS 
SBaVlDORBS PUB~IC08. 

"Concepto de obligación. - Las instituciones Gayanas 

no definen la obligación: el. comentario se inicia con una 

simple nunc transeamus ad obligationes. Una def inición 

que se atribuye a un glosador postclásico de Gayo se 

encuentra en las instituciones justineaneas: obligatio 

est iuris vinculum quo necessitate adstringimur alicuius 
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solvendae rei, decundu~ nostrae civitatis iura; La 

obligación es un vinculo d~ derecho que nos constriñe en 

la necesidad de pagar alguna cosa segun el derecho de 

nueotra ciudad. 11(101) 

Aunado a lo anterior podemos agregar las palabras 

del jurista Fernando Garrido Falla en al sentido de que: 

ti ••• Desde el punto de vista del Derecho administrativo 

bastarA señalar que las obligaciones pueclen surqir: 1) De 

1~ Ley. 2) ~e la voluntad conce~ta~a Qe laH partes 

(contratos). 3} De ~a voluntad del acrecd~r (Cuasi­

ccmtratofi> ."(02) 

A mayor abundamiento, el doctor André& Serra R'Iljas 

cita al jurista Carlos Garcia Oviedo manife~ta¡'ldo que: 

"El Estado es una institución creada para realizar los 

fines de· una sociedad. Loo servidores públicos colaboran 

en esta tarea, por lo que la relación jur1dica entre el 

Estado y sus servidores, originb o~ligaciones legales que 

asequran el servicio público y crea derechos a favor de 

los empleados, como una justa compensación do sus 

actividades. 11(03) 

(101) Ventura SlIv., Sabino: "Derecho Romano"; Ed. Porrua, S.A., México, 1982, p. 268 

(102) Garrido 'alla, Fernando; "Tratado de Derecho Actntntstrattvo"; VClI. 11; Instituto de 
Estudios Polltlcos, Madrid, 1966, p.p. 9 Y lO. 

(105) Serr. Rojal, Andrós, Op. cit., p. 393. 
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Las obligaciones de los servidores pÚblicos para 

cuidar la lealtad, legalidad, eficiencia, imparcialidad y 

honradez en el desempeño de las funciones que les sean 

encomendadas, se encuentran contempladas en el articulo 

47 de la Ley Federal de Responsabilidades de los 

Servidores Públicos y d la letra señalan: 

"1. Cumplir con la máxima diligencia el eervlcio que 

les sea encolGendado y abstenerse de cualquier acto u 

oiDislón que causloJ 1& suspensión o deficienci& de dicho 

servic~o o- implique abuso o ~jerclcio lndébldo, de un 

empl~o, cargo o comisión; lI. Formular y ejecutar 

),eqalmente, en su caSI), loa plenes, programas y 

pr •• upuaGtos correspondiente~ a su competencia y cumplir 

lao leyes y ot.ras normas que detel;,'mincn el ma.nejo da 

recursos económicos públicos; 111. Utilizar 109 recur~QS 

que tengo n 8siqnados para el. desempaño de BU empleo, 

cargo o comisión, las facultades que le sean atribuidas o 

la información reservada a que tenga acceeo por su 

función exclusivamente para los tines a que eat4n 

afectos; IV. Custo~iar y cuidar la documentación e 

intormación $xe por razón de su empleo, car90 o comisión, 

oonserve bajo su cuidado ~ a la cual tenga acceso, 

impidiendo o evitando el uso, la sustracción, 

destrucción, ocultamiento o inutilización indebidas de 

aquéllas; V. Observar buena conducta en su empleo, cargo 

o comisión, tratando con respeto, diligencia, 
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imparcialidad y rectitud a las personas con las que tenga 

de sus inferiores jerárquicos las debidas reglas del 

trato y abstenerse de incurrir en agravio o desviación o 

abuso de autoridad; VII. Observar t."espeto y subordinación 

legitimas con respecto a sus superiores jerárquicos 

inmediatos o m.:diatos, cumpl lendo las disposiciones que 

éstos dicten en el ejercicio de sus atribuciones: VIII. 

Comunicar por escrito al titular de la dependencia o 

entidad en la que presten sus servicios el incumplimiento 

de las obligaciones aBt~blecidas en este articulo o las 

~"4a. tunQ~dae que le suscite la procedencia de las 

órdenea que reciba: IX. Abstenerse d~ ejercer las 

funoiones de un empleo, cargo o co~isión después de 

conoluido el periodo para el cual se le designó o de 

haber ceDado~ por cualquier otra causa, en el ejercicio 

d~ sus funciones 1 X. Abstenerse de disponer o aut~ri~ar 

a un subordinado ~ no asiotir sin causa justificada a sus 

labores por més de quince dias continuos o treinta 

discontinuos en un a~o, as1 como de otorgar 1ndebidam~nte 

licencias, permisos o comisiones con goce parcial o total 

ae sueldo y otras percepciones, cuando las necesidades 

del aervicio publico no lo eXijan; XI. Abstenerse de 

desemp.~ar alg~n otro empleo, cargo o comisión oficial o 

particular que la Ley le prohiba: XII. Abstenerse de 

autorizar la seleccion, contratación, nombramiento, o 

designación de quien se encuentre inhabilitado por 
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resolución firme de la autgridªº competente para ocupar 

un empleo, cargo o comisión en el servicio pUblico. XIII. 

Excusarse de intervenir en cualquier forma en la 

atención, tramitación o resolución de asuntos en los que 

tenga interés personal, familhr o de negocios, 

incluyendo a~uellos da los que pueda resultar algún 

beneficio para él, su cónyuge o parientes consanguíneos 

hllsta el cuarto grado, por afinidad o civiles, o pa:~'a 

terce~os con los que tenga ~elacionea profesionales, 

laborales o de i'\e~ocios, o para socios o sociedades de 

lao que el servidor pÚblico o laS' personas antes 

referidas formen o hayan formado parte. XLV. Informar por 

~sc!:ito al jefE'! inmediato '1 en su caso, al superior 

jerál:'quico, sobre la atención, tr6mite o resolución de 

lo~ asuntos a que hace referencia la fracción anterior y 

que sean de su conocimiento: y observar su~ instruccior.es 

por escrito sobre su atención, tramitación~ resolución, 

y cuando el servidor pÚblico no pueda abstenerse de 

intervenir en ellos: XV. Abstenerse, durante el ejercicio 

de sus funciones de solicitar, aceptar o recibir, por si 

o por interpósita persona, dinero, objetos mediante 

enajenación a su favor en precio notoriamentQ inforior al 
que el bien de que se trate y que tenga en el mercado 

ordinario, o cualquier donación, empleo, cargo o comisión 

para si o para las personas a que se refiere la fracción 

XII, Y que procedan de cualquier persona fisica o moral 

cuyas actividades profesionales, comerciales o 
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industriales se encuentren di rectamE'H,te vinculadas, 

reguladas o supervisadas por el serv idor publ ico ele que 

se trate en el desempeño de su empleo, cargo o comisión y 

que implique intereses en conflicto. Esta prevención es 

aplicable hasta un año después de que se haya retirado 

del empleo, cargo o comisión; XVI. Desempeñar su empleo, 

cargo o comisión sin obtener o pretender obtener 

beneficios adicio!1ales a las contraprestaciones 

comprobables que el Estado le otorga por el desempeño de 

AU funoión. Séan para ~l o para las personas a las que se 

r~fiere la frácción XIII; XVII. Absten~rse de intervenir 

o participar indebidamente en la selección, nombramiento, 

designación, contratación, promoción, suspensión, 

remoción,. cese o sanr.:ión de cualquier ser:vidor publico, 

cuando tenga interés peraonal, familiar o de negocios en 

el caso, o pueda derivar alguna v~ntaja o beneficio para 

él o para las personas a las que se refiere l~ fracción 

XIII: XVIII. presentar cl')n oportunidad y veracidad la 

declarach,n de situación patrimonial ante la Secretaria 

de la Contraloria General de la Federacion, en los 

términos que señala la Ley: XIX. Atender con la máxima 

diligencia las instrucciones, 

resoluciones que reciba de la 

requerimientos 

Secretaria de 

y 

la 

Contraloria General, conforme a la competencia de ésta; 

XX. Informar al superior jerarquico de todo acto u 

omision de los serv idores publ icos sujetos él su 

dirección, que puedan implicar inobservancia de las 
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obligaciones a que se refieren las fracciones de este 

articulo, y en los términos de las normas que 31 efecto 

se expidan: XXI. Abstenerse de cualquier acto u omisión 

que implique incumplimiento de cualquier disposicion 

juridica relacionada con el servicio pdblico; y XII. Las 

demás que le impongan las leyes ':1 reglamentos. 11(104) 

Asimismo, el precepto legal invocado establece que 

el incumplimiento de tales Obligaciones dará lugar a la 

instnuraclón del procedimiento administrativo de 

dQterminación de r~Eponsabl1idades, y a la aplicación de 

las sanciones corre-spondlentes, de conforru~dad con la 

gravedad de la infracción de que se trate. 

~ora bien, respecto a las Obligaciones 

supracitádaa, llaman nuestra a"t--::ción las señaladas en 

las fracciones 1, III, IV, IX, X, Xl, XII, XIII, XV "i 

XVI, en virtud de que, como acertadamento lo manifestaron 

los Diputados Antonio Garshenson y Daniel Angel Sáfíche~ 

Pérez, dichas hipótesis normativas a cont~ario aenau 

vienen a ser tipos penales ya contemplados en al Titulo 

Décimo de la Ley de la materia relativo a 108 dal1toa 

cometidos por servidores públicos, situación qua d.r6 

lugar en un momento dadQ, a la instauración del 

procedimiento administrativo determinación de 

responsabil idades por un lado, y por el otro a la del 

(104) Artfc:ulo 47 de II Ley Federal de Rllponalblt I elides de los Servidor .. ~ltCOl. 
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penal pudiéndose derivar una violación a nuestra Ley 

suprema, si 

procedimientos, 

las autoridades 

imponen cada una 

que apl iquen 

sanciones de la 

dichos 

misma 

naturaleza, como por ejemplo la inhabilitación o la 

destitución del servidor p~blico responsable. 

faltas administrativas de los servidores 

pÚblicos, son la~ infracciones en las que puedan incurrir 

por el incumplimiento de una o varias de las obligaciones 

anteriormente citadas, y dan ori9én a la res~on~abilidact 

administrativa, misma que se determina, como ya hemos 

dicho, lA travé~ del proct'ldlmiento referido, a f.in de 

aplicar lam sancioneR corr.espondientes. 

3.- ¡MSTAURACICH y DIS~OGO DBL PROCBDI~IEHTO. 

Previo al procedimiento contemplado en el numeral 64 

de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores 

P\1blicos, es preciso r&'lerirnos a las etapas que le 

anteceden, a las cuales se les puede I1,ombrar como de 

recepción, admisión, tramitación o investigación. 

La primera de ellas, es decir, la de recepción, 

consiste en recibir todas las quejas y denuncias que 

surjan en contra de los servidores p~blicos. 
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Esta fase encuentra su fundamento legal en los 

articules 49 y 50 de la Ley Federal de Responsabilidades 

mencionada, los cuales establecen, el primero de ellos I 

que: 11 En las dependencias y entidades de la 

Administración Pública se establecerán unidades 

cspccifit~as, a las que el público tenga fácil acceso, 

par.a que cualquier interesado pueda presentar quej as y 

denuncias por incumplimiento de las obl igaciones de los 

servldoreliJ p\.lblicos, con las que se iniciará, en su caso r 

el procedimiento disciplin&rio correspondiente.U(l~) 

En el articulo 50 del ordenamiento legal citado se 

contempla el respeto al d\<.Crecho de formular quejas y 

denuncias en contra de los servidores pubU,r:os, y se 

considera causa de responsabilidad el inhibir de alguna 

manera el ejercicio de tal derecho. 

En relación a la admisión de las quejas o denuncias, 

y a fin de hacer más expedito el procedimiento de 

determinación de responsabil idades, es necesario que la 

unidad encar9ada de la recepción ele quejas y denuncias, 

vea si de la promoción se desprenden faltas 

administrativas o de otra indole, si la contraloria 

interna ante la que se presente es competente para 

conocer de la falta respectiva; asimismo/ " ••• cuando la 

(105) Art tculo 49, primer párrafo df la l.V federal ~ R.sponsabllla..~s ~ 101 Servlclorol 
PUbllcos. 
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promoción sea notoriamente infundada o trivial o 

improcedente, se arch ivara de plano por la Contr.'a loria 

Interna de que se trate: .,(106) 

Unicamente se les dara entrada a aquellas 

promociones q~e contengan los datos del promovente, tales 

como: nombre, domicilio, lugar dé résidencia, y una 

identificación, cuando se presente personalmente; nombre 

del servidor publico denunciado y Unidad en la que esté 

adscrito; una relación suscinta de los hechos que 

pudieran implicar responsabilidad; y las pruebas que 

ofrezca. 

Las promociones anónimas serán admitidas 

exclullivomente, cuando del material probatorio que las 

acompañe se desprenda que realmente puede resultar 

responsabilidad atribuible a uno o varíoN servidores 

pl\blicos. 

Por otra parte, se considera importante que el 

quejoso o denunciante ~dtifique su dicho, para evitar de 

alguna manera las promociones tamaraL·ias; sin embargo, 

"En todo caso, las Cor.tralorias Internas, 

discrecionalmente, podran ordenar las investigaciones 

correspondientes, si a pesar de que la denuncia no fuese 

<106. "Gufl pare la ApllCIIClon del $.,tcm.l de Rc~ponsab.lidadc, cn el ServlC'O PublICO": 

Secreterla de la ConHAlorl., Gener.'l dI.' 111 Fcdoraclon, Sub$t'crt'tarla "A": Dirección 

Gtnorll de Ae~pon.abllld~dOs y Sltuacion PatrImonIal; MeAico, D.f. 19S5, p. 29 
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ratiticada O no se presentaren pruebas, si estimare 

interesante los hechos asentados en la misma."('~) 

Respecto al trámite qUe debe dárselos a las quejas y 

denuiicias, es que una vez recibidas se integren en un 

expediente y se envien al titular de la Contralor1a 

Interna correspondiente, con el objeto de que se inicien 

laa investigaclones adecuadas ~ de conformidad con los 

hechos materia de las quejas o denuncias. 

La in'Vestiq8ción versará sobre los hechos contenidos 

en las promociones, que hayan dado lugar a la queja o 

d~nuncia, 4 fin de corroborar la veracidad de lo~ mismos 

y Ver si son constitutivos de responsabilidad 

administrativa oda ot.ro tipo" debiendo dp.jar constancia 

d,e todlis las diligencias que se realicen. 

El proced.tmiento administrativo dft determinación de 

responsabilidades de conformidad con el articulo 64 de la 

Ley Federal de Responsabilidades de los servidores 

Püblicos se inicia con la citación del presunto 

respon~~ble a la audiencia de pruebas y alegatos, 

haciendo de su conocimiento los hechos que se le imputan, 

la fecha, hora y lugar en que se llevará a cabo, y el 

(107) "Gula para la Aplicación del Sisttma de Responsabi I tdades ef'I el ServIcio Públcio"; Op. 

cit., p. 31. 
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derecho que tiena para ofrecer pruebas y alegar lo que a 

su derecho convenga. 

Entre la citación y la audiencia de pruebas y 

aleqatos liebera existir un plazo no manar de cinco ni 

mayor de qUince dias hábiles. 

En el precepto legal citado también se establece que 

a la audiencia de pruebas y alegatos asitirá el 

repremQntanta da la dependencia del Ejecutivo Federal que 

se haya designado para tal efecto. 

Una vez concluida la audiencia de ley, o bien, 

dentro do 10$ tres dia hábiles posteriores, l~ Se~retar1a 

de la Contralaría Gederal de la Feder~c ión determinará 

respecto a la existencia o inexistencia de 

r&~ponBabilidad, y en su caso impondrá al servidor 

p~blico responsable las sanci"aes ñdministrativas que le 

correspondan, " ••• y rati f icará la resolución dentro de 

las veinticuatro horas siguientes al interesado, a su 

jefe inmediato, al representante designado por la 

dependencia y al su~nrior jerarquico:"C1M) 

Por otra parte, en el mismo artlculo se contempla el 

supuesto de que si en la audiencia rnu1ticitada se 

(1oa, Articulo 61. fr.cclon II de la le~ f~(J"r<11 dI! Rcsponsabllld.,ocs de lo~ ServidOres 

Públlc05. 
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advierte la carencia de los elementol! neoesarios para 

resolver, o la existencia de elementoB de los CU81es se 

desprende una responsabi lidad nueva pa1"'o'j $1 ~ujeto en 

cuestión o para otras personas, se podrán realizar más 

investiq8ciones y emplazar a una o más audiencias. 

También se prevé en el precepto de referencia la 

posibilidad de que la Secretaria de la Contraloria 

General de la Federación resuelva la suspensión temporal 

de los sujetos a investigación en el deaempaño de sus 

empleos, carqos o comisiones! si se consider.a pertinente 

para el desahogo de las investigaciones a que ~-f~ lugar, 

sin que por esto se prejuzgue acerca de la falta que se 

les atribuya. 

liLa suspensión temporal a que se refiere el párrafo 

anterior suspenderá los efectos del ecto que haya dado 

oriqen a la ocupación del empleo, cal'qo o comisió\l,· y 

reqirá desde el momento en que sea notificada al 

interf'lsado o éste quede enteradc.> de la resolución por 

cualquier medio. La suspensión cesará cuando as1 lo 

resuelva la Secretaria, independientemente de la 

iniciación, continuación o conclusión del procedimiento a 

que se refiere 01 presente articulo en relación con la 

presunta responsabilidad de los servidores p~blicou."('W) 

(109) Articulo 64 fracción IV. segundo parrafo de la ley Federal de Responsabilidadel de los 
Servidrres PUblicos. 
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En .1 caso de que no resulten responsables los 

servidores publicos, suspendidos, se les restituirá el 

90C9 de sus derechos y se les entregarán las percepciones 

cor.reapondientes al tiempo que duró la suspensión. 

Del contenido del articulo 64 de la Ley Federal de 

Responsabilidades citada se infiere que, en términos 

el procedimiento de determinación de 

r.sponsabilidades contempla los rasgos esenciales, que en 

-.1 Congreso de varsovia de 1936 se establecieron para 

todo procedi~iento administrativo, y son lus siguientes: 

"primero. el principio de la audiencia de las partes; 

setJundo, enumeración de los med i05 de prueba que deb,!n 

ser utilizados por la Administración o por las partes en 

el procedimiento; tercero, determinación del plazo en el 

cual debe obrar la Administracion: cuarto, precisión de 

los actos para los que la autor~dad debe tomar la opinión 

de otras autoridades o consejos: quinto, ne ~sid~d de una 

motivación por lo Menos sumaria de todos los actos 

administrativos que afacten a un particular; sexto, 

condiciones en las cuales la decisión debe ser notificada 

a los partlculareóS, y como reglas generales 

complementarias: la declaratoria de que todo 

quebrantamiento a las normas que fijen garantias de 

procedimiento para el particular deben provocar la 
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nulidad de la decisión administrat.iva y la 

responsabilidad para quien las infrinja. tI(110) 

Al respecto, el doctor Acosta Romero señala que: 

"Las formalidades esenciales del procedimiento no podemos 

seJ\alar.las de una ~anera especial, no podemos d13cir que 

son éstas, aquéllas, etc. ¿Por qué?, por la diversisdad 

enome de procedimiento& que hay en la Administración . . 
Si e8tudiamo~ las leyes mexicanas concluimos que hélbrá 

CQ51 tQntoli procfJdlmlento8 como leyes o rQglam~ntos 

oxiRtaa. If(111 ) 

Por otra p~rte, en la Guia ~ara la Apl1caclón del 

Sistema do RespunsabUidsdes en 01 Servicio PUblico, se 

eststolece que: "Si bien en el titulo III de la Ley 

redel'al de Responsabilidades de los Servidores PUblicos, 

rolativa a responsabilidades administrativas, no se 

expresa el ordenamiento juridico de aplicación 

supletoria, éste se entib~de que es el CÓdigo Federal de 

Procedimientos Civiles de conformidad con criterios 

jurispruedenciales. n(11l) 

El procedimiento de determinación de 

responsabilidades culmina con la resolución, que deberá 

(110) Carrillo flores, Antonio; Op. cit., p. 102. 

(111) ACOlta Romero, Miguel; Op. cit., p. 683. 

(112) "Gula para le Aplic.clón Práctica cMl Slu_ cM Relponsabllidadel en el Servicio 
Pl:tlllco"; Op. cit., p. 37 
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ser dictada una vez conluida la audiencia de pruebas y 

alegatos o dentro de los tres días habiles posteriures a 

1~ misma, determinando ~i existe o no responsabilidad del 

servidor público, y en su caso imp~niénd~le las sanciones 

correspondientes. 

"En la resolución deben expresarse los razonamientos 

con base en los cuales se llegó a la conclusión de que el 

act.o conCi'et:.o aJ.. que ss dirig~ se ajusta aX8ctamente a 

1al prev~nc1ones ae det~rminftdo5 preceptos l~güles, 

puesto que ~zaotivar" un acto es extenuer l;ts 

consid€lraciones relativas a las circunstancias de hech(,l 

que la aut~ridad se formuló para establecer la adecuación 

del caso concreto a la hipótesis legal; en tanto qua 

"fundar" ~ es Qxpresar los preceptoB legales en que se 

apoya el acto, debiendo existir adecuación entre el 

motivo y el fundamento expresado".(11!> 

Dicha resolución debera notificarse dentro de las 

veinticuatro horas siguientes a su emisión, al servidor 

público sujeto al procedimiento de referencia, a su jefe 

inmediato, "1 superior jp.rárquico y al representante 

nombrado por la dependencia del Ejecutivo Federal, de q~e 

se trate. 

<11}) "Guia p.1ról la ApllCilClon Pr,lctica del SIStema de Responsabilidades en el Senlclo 

Pwl ico"; Op. cit.. p. SO. 
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Ahora bien, los efectos de la notificación los 

precisa claramente el doctor Acosta Romero en su "'reoria 

General del Derecho Administrativo", y son los 

si.CJUientes; "1. Que el administrador tenga conocimiento 

del acto administrativo. 2. Que sea el punto de partida 

para el cumplimiento de los derechoCJ y obligaciones que 

impone el acto administrativo ..• 3. Punto de partida p~ra 

hacer valer, dentro de un plazc;, que señalan las leyes, 

loa medios de lmpugnación, ya sea.n administrativos o 

jUl'isdiecion&les. II (114) 

I.as sanciones aplicables a los servidores publicas 

por faltas administrativas que como.tan en el desempeño de 

sus empleos, cargos o comisiones, se d~t6rminarán en las 

resoluciones respectivas, consistirán en: 1. 

Apercibimiento privadO o público; JI. Amonestación 

privada o pública; 111. Suspensión; IV. Destitución del 

puasto; V. Sanción económica; e VI. ':nhabilitación 

~emporal para desempeñar empleos, cargos o comisiones en 

el servicio públ ico. ,,(m) 

El precepto legal citado en el párrafo que antecede, 

también establece que cuando la inhabilltación se aplique 

por actos u omisiones que conlleven lucro o provoquen 

daños o perjuicios, si la suma de aquéllos es de un valor 

(1'4) Acoste Romero, Miguel; Op. cit., p. 684. 

(115) Articulo 53 do le ley Federel de Responsabilidades ~ 101 Strvldores Públicos 
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inferior a 100 veces el salario minimo mensual vigente en 

el Diatrito Federa, sera de 6 meses a 3 años y si excede 

del monto señalado, entonces será de 3 a 10 años. 

Asimismo, la Ley de Responsabilidades en comento, 

establece que para la aplicación de dichas sanciones, se 

tomárá en cuenta lo grave de la falta o faltas cometidas 

y la lmportnncia de evitar acciones u omisiones 

prosc~itas por la Ley Federal de Rpsponsabilidades de los 

Servidores PUblicos; nivel socioeconómico del presunto 

rasponsablei' jerarquía, antecedoantes y antigLiedad del 

sorvidoI público de que se trate¡ medio5 empleado5 }' 

circunstancias nn qUé se infrinja la Léy. así como la 

'reincidencia, y la suma a que ascienda el beneficio 

económico obtenido o el darlo y perjuicio causado. 

Por otra parte, la Ley de referencia, señala las 

siguientes raqlas para aplicar las sanciones 

supracitbdas: "!. El apercibimiento, la amonestación y la 

suspensión del empleo, cargo o comisón por un periodo no 

menor de tres dias ni mayor de tres meses, serán 

aplicables por el superior jerárquico; 11. La destitución 

del empleo, cargo o comision de los servidores públicos, 

se demandara por el super ior j~L'chquico de üCüerdo con 

los procedimientos consecuentes con la naturaleza de la 

relación y en los términos de las leyes respectivas; 111. 

La suspensión del empleo, cargo o comisión, durante el 

periodo al que se refiere la fracción I, y,la destitución 
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de los servidores públicos de confianza, se aplicarán por 

el superior jerarquico; IV. La Secretaria promoverá los 

procedimientos a que hacen referencia las fraccione~ Ir y 

111, demandando la destitución del servidor público 

responsable o procediendo a la suspensión de éste cuando 

el superior jerárquico no lo haga, En este caso, la 

Secretaria desahoqará el procecHmiento y exhibirá las 

constancias respectivas al superior jerárquico: V, La 

inhabilitación para desempeñar un empleo, cargo o 

comisión en el servicio público será aplicable por 

l;esolución jurisdiccional, que dicf;ará. el órgano Cf\le 

corresponda según las leyes a.plicables: y VI. Las 

sanciones ~conómicas serán aplicadas por el saperior 

jerárquico cuando no excedan de un m"nto equivalente a 

cien veces el salario minimo diario vigente en el 

Distrito Fedal'al, y por la Secretar'ia cuando sean 

superiores a esa cantidad. 11(116) 

Del precepto legal transcrito, se observa que la Ley 

no es muy clara; al respecto, ya que establ~ce que la 

sanción de inhabilitación se aplicará a través de una 

resolución jurisdiccional dictada por el órgano que 

corresponda de conformidad con las leyes a~lioablea. 

Aqu1 cabe mencionar que las leyes contemplan a la 

inhabilitación como sanción o pena en el ámbito Federal, 

(116) Articulo 56 de I1 ley f~ral dt Re.pon •• blI tdldt, dt 101 S.rvtdor., Público,. 
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ente otras, son la Constitución Politica de los Estado$ 

Unidos Mexicanos, la Ley Federal de Responsabilidades de 

los Servidores PÜblicos y el Código Penal para el 

Distrito Federal en materia comün y para toda la 

Repüblica en materia Federal, que otrora ya la 

consideraba como pena. 

Por otro lado t anal izando 1 i teralmente el término 

"órgano jurisdiccional", tenemos que es la institución 

jurlt'.ica dependiente del Estado, encarqAda o facultada 

para decir el derecho, correspondi~ndo asi a los órganos 

dependientes del Poder Judicial de la F~deración; a los 

del Dlstritc Fedet'al o a los de las Entidades 

Federativas. 

Ahora bien, partiendo del punto de vista de la 

naturaleza de la función, exiaten órqanos que siendo 

tO":DIal •• nte adJIinistrativoo, realizan funciones 

jurisdiccionales, tal es el caso de la Junta Federal de 

conciliación y Arbitraje, el Tribunal Fiscal de la 

Pederación, entre otros, funcionando siempre dentro del 

4mbito competencial que les marcan las leyes bajo las 

cuales se rigen, como son la Ley Federal del Trabajo, la 

Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, 

el código Fiscal de la Federación, etc. 

Asimismo, podemos colegir que actualmente, tanto la 

Secretaria de la Contralor1a General de ,la Federación, 
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como las contralorias internas de las dependencias del 

Ejec~tivo Federal, se encuentran en idéntica situación a 

los tribunales arriba mencionados, ya que son 

considerados como órganos formalmente administrativos con 

funciones, entre otras jurisdiccionales. 

sin embal"'go, siendo este problema considerado 

materla de las conclusiones de la presente tesis, nos 

reser.vamos los comentarios respectivos, para agotarlos en 

la parte conducente • 

•• - HBDl08 D~ IKrUGNACION. 

Como ya vimos, la notificación de una resolllr-:ión, 

8e<;-'1n el doctor hcosta ROJnerQ, es el" Pul.to de 

partida para hacer valer, dentro d~ un plazo que señalan 

las leyes, los medios de impu~nación, ya sean 

administrativos o jurisdiccionales. 11(117) 

Ahora bien, ¿qué entendemos por medios de 

impugnación?, de acuerdo con la referencia que hace el 

licenciado cipriano Gómez Lara en su "Teoria General del 

Proceso", del jurista Antonio Micheli Gían, aquéllos 

"" .•• Son los instrumentos procesales ofrecidos a las 

partes para provocar aquel control sobre la decisión del 

(117) 'COSU Romero, Hilluel: Op. el t., p. 684 
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juez, y este cont~ol es, an ganaral (precisamente para la 

apelación, el recurso de casación, la regulación de 

competencia), encomendado a un j\Jez no sólo diverso de 

aquel que ha emitido el pronunciamiento impugnado o 

aqravado, sino también de grado superior, aún cuando no 

esté en relación jerárquica verdadera y propia con el 

primero. No se excluye, sin embargo, que en ciertos 

casos, en consideración al tipo de control invocado, este 

últill10 eea ejercitado por el mismo juez que ha 

pronunciadO 1& sent~ncia, objeto de control (revocación, 

opofid.c:ión de tercero) .1111(118) 

A mayor abundamiento, el maestro Gómez f,ara en la 

obra de referencia cita al jur.ista Humberto sdser¡o 

Sierra, en el sentido de que " ••• I9Hay en la impugnación 

un dato que no debe olvidarse: El dinamismo de la 

instancia. La impugnación es la aplicación dol instar con 

un fin particular, individualizado. La peculiaridad que 

singulariza a este tipc de instancia es aquella 

pretensión de resistir la existencia, producción o los 

efectos de cierta clase de actos jur1dicos. tttt(119) 

De los pArrafos anteriores, podemos apreciar que 

para que procedan los medios de impugnación, es necesaria 

la existencia de ciertos requisitos, entre otros: 

(1 liS) G6me1 Lara, Clprlano¡ Op, cit., p. 32S. 

(119) IdM, p. 326. 
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a) Que exista una resolución judicial o 

administrativa, mnteria de la impugnación: 

b) Que exista una violación que afecte los intereses 

de uno o varioe sujetos: 

c) Que los sujetos afectados ten~an conocimiento del 

contenido de los incisos supracitados; 

d) QUQ haya una autoridad judicial o administrativa 

a. 1qual O mayor jerarquía, ante lel qur9 se impugna la 
resolución; 

e) Que se man! fiesten los aqr~vios que mmsa la 

resolución, en forma y tiempo: 

f) Que exiata un procedimiento adecuado en el que 

puedan ofrecer pruebas: 

g) Que a dich:l procedimiento la recaiga una 

resolución, diferente a la impugnada, en la que se 

resuelva al respecto. 

De esta manera, quedará integrado un sistema como 

control de legalidad que permita por un lado, a la 

autoridad, frente a las inconformldades que se le 

presenten, justificar, sus actos legalmente, demostrando 

que se ha sOllletido al interés general: y por otro, que 
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los que consideren afectados sus dere~hos o intereses; 

cuenten con los in3trumentos a través de los cuales 

garanticen sus de~echos. 

in materia administrativa, el doctor Andrés Serra 

Rojas nos dice: "Son formas de extinción de los actos 

adminstrativos: la revocación, la rescisión, la 

prescripción, la caducidad, el término y condición, la 

nulidad o por decisiones adminstrativas y 

jurisdicci"nalfls. limo) 

Ley feder611 Responsabilidades de 106 

Servidores PÜblicos contempla como medios da impuqnación 

para combatir las resol.uciones sancionadoras que no se 

apeguen & derecho, al recu~so de ~evocaciór. y al jUicio 

do nulid6:d. 

El recurso de revocftc!ón es considerado por la 

doctrina jurídica mexical1a c()mo un medio de impugnación 

ordinario, el cual se puade interponer ante el miej\o 

órgano que emitió la resolución que agravia al sujeto 

legitimado para interponerlo o a su representado. 

El Objet.o de este recurso üioi ¡;cu,ete¡," la cuest.ión 

resuelta en la resolución impugnada, o ciertos aspectos 

de ella a revisión, a fin de lograr que sea modificada, 

(IlO) S~rr. Rojal, Andró.; Op. fll., p. lZ6. 
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enmendada, revocada, o en el ~ltimo de los casos 

contirmada. 

El recurso de revocación podrá ser interpuesto 

cuando el servidor p~blico presunto responsable se sienta 

agraviado por la resolución administrativa dicatada en su 

contra, ya que de conformidad con el numeral 71 de la Ley 

Federal de Responsabil idadeo invocada, 1a9 resoluciones 

que dicte el supe~ior jer6rquico, que sean sancionadoras, 

podran Sal' impugnadas anta la propia autoridad 1 y el 

p!::.:¡;o para intecponer dioho recurso, seré dentro de los 

quince d1~u. posteriores a la fer.ha en que surta ~fe.::tos 

la notiticac.ión de la resolución impugnada. 

Allimismo, en til articulo 73 del ordenamiento legal 

de responsabilidades mencionado, gQ establece quo aquel 

servidor p~blico afectado por las resoluciones 

administrativas, podrá elegir por el recurso de 

l"evocación, o bien su impugnación directa ante el 

Tribunal Fiscal de la Federación. 

Por otra parte, el trámite que se sigue para 

su~stanciar el recurso de revocación aludido, de 
\'" 

conformidad con la Ley Federal de Responsabi lidad~s que 

nos ocupa, es el siguiente: 
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a) Oeb4tll:iÍ lnterponér=e por escrito, en 81 cual el 

servidor p\1blioo exprese los agravios que considere le 

causa la resolución; 

b) Al esorito de referencia deberé anQxarle copla de 

la r •• olución r~currida, constancia de la nQtific~~ión de 

la mi.me y la. prueba. que el agraviado considere 

pertinente. otrece~, 

c) Por su parte, la autoridad &oorda~á si son 

desvirtuar 1011 hechoe en que se soaten9a la resoluciól'. 

d) I..aa prueblB ~ue se"n admitidas serán destlhOC)adas 

48n un término de 5 d1as, pUdiéndose ampliar éste hasta 5 

m6s, por una 801a vez, a petición del r.ecurrente o do la 

autoridacl. 

e) Una vez terminado el periodo probatorio, la 

autoridad resolver6 en el acto o dentro de lota 3 diaa 

po~tériores, notificandolo al promovente. 

La La lo' Foderal de Reepo!'\s~hilidade9 citada, también 

establece, que la interposición del recurso, a solicitud 

del recurrente, suspenderá la ejecución de la resolución 

impugnada, en tanto se resuelve al respecto. 
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En con este recurso, consideramos 

pertinente señalar que si hemos profundizado en él, es 

porque nos parece interesante la posición del Diputado 

Antonio Gershanson, en el sentido de que un servidor 

pUblico inconforme con las sanciones que contempla la Ley 

de Responsabil idades r"ul tici tada, puede interponer aquél, 

pero ¿ante quién lo interpone? , ¿ante quién lo 

sancionó? ¿ante la propia Secretaria que lo sancionó? 

Entonces aqui el jefe o lo que ¡¡¡eria eq\:ivalente del 

patrón, daoidé la falta ~orquQ no astá establucida en la 

Ley, 0610 se fija la obligación, decide la sanción, 

'aplica la sanción y decide la apelación. 11(121) 

En ese orden de ideas, sólo n08 reata ag:t'eqa:s: que 

lo~ razonamientos por los que dicha posición llama 

nuestra atención,. serán el<presados en la parte final del 

presente trabajo, 

conclusiones. 

por ser considerados materia de 

Ahora bien, respecto al juiCio de nulidad, segun el 

doctor. Andrés Serra Rojas, es una de las formas de 

extinguir los actos administrativos. 

A mayor abundamiento, este jurista nos dice: "Las 

nulidades aparecen como las mas importantes de las 

(121) Oe ,. Madrid Hurtado, Miguel; Op. cit., p. 191 
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aahcior¡es para mantenQr el principio de leqa'ilóad en 

contra de los actos administrativos irré9ulares y 

destinados a la defensa del interés general. El control 

de la legalidad se estima como la finalidad esencial del 

Estado de derecho. 11(122) 

Dentro del campo del derecho ~dministrativo se 

reconocen tres tipcs de nulidades, que son: la 

inexistencia, l~ nulidad absol~ta y ld nulidad relativa, 

I'IQUn al al acto adlYlinistrativo C8.rac@ da alguno da sus 

elementos Gaenciales o da validez:, o bien se encuentra 

v1ci~do alguho de estos ~ltimos. 

Federal de Responsabilidades de los 

Servidores Públicoc en su articulo 70 establece 

liter&lmente : "Los sujetos sancionados podran impugnar 

ante 01 Tribunal Fiscal de la Federación las resoluciones 

administrativas pór las que se les impongan las sanciones 

a que se refiere E'ste capitulo. Las resoluciones 

anulatorias dictadas por ese tribunal, que causen 

ejecutoria, tendrán el efecto de resti+:'uir al servidor 
~ 

pÚblico en el goce de los ~~rech.,s dI.!! que hubiese cido 

privadO por la ejecución de las sanciones anuladas, sin 

perjUicio de lo que estabiecen otras leye~.(1n) 

(122) Serra Rojol, Andrés; op. e ¡t.. p. 327. 

(12') ArtCeulo 70 do la Lev federal do Responsabilidades de 105 Servi~rc. Públicos. 
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AsimlEtmo esta I..ey otorga a 10& servidores púb1 icos 

la facultad de impugnar las resoluciones que les recaigan 

a los recursos de revocación que hayan sido interpuestos 

en contra de las resoluciones a que se refiere el numeral 

71 de la misma ley. 

Cabe mencionar que el instrumento a través del cual 

se ini~ia el juicio de nulidad, es el escrito de demanda, 

que por regla general deberá presentarse dentro de los 45 

cUas hábiles aiguientes a aquel' en que hayn surtido 

efectos la notificación de la resolución que sea el 

objeto de la impugnación. 

Di~ha demanda deberá contener. de conformidad ~on el 

Articulo'20B del Código Fiscal de la' Federación: nombre y 

domicilio del actor y del t~rcer interesado: del 

particular, cuando el juicio sea promovidO por la 

autoridad: la reuolución impugnada; la autoridad demanda: 

ios hechos que hayan motivado la demanda: as1 como, los 

conceptos de nulidad y las pruebas ofrecidas. Tambián en 

la demanda se po'drá autorizar a un licenciado en derecho, 

para que oiga y reciba notificacione6, haga promociones 

de trAmita, ofr~zca y ri~rlA pruebas, presente alegatos e 
interponga recursos. 

A la demanda deberán anexársele documentos tales 

como: aquéllos en que se acredite la personalidad: copia 
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de la resolución impugnada; constancia de la notificación 

de dicha resolución; y, las pruebcls documentales 

otrecida!J. 

Una vez admitida la demanda, se correra traslado al 

demandado para que contaste dentI'o de los siguientes 45 

dias, a.ftquel en que surta efectos el emplazamiento. 

Contestada la demanda, se cl taré para audiencia a 

1al partas, 8n la qua g~ da!l&hoglU:'án laG pruebaA qUí! 

hayan sido admitidas; posteriormente, el magistrado 

instructor notificará a las pdrtes del término que tienen 

de 5 <t1m8 pnra alegar por escrito, lo que a su derecho 

corresponda, declarándose cerrada la instrucción; 

entonQ8S, el expediente pasara a aentencia. 

"La sentencia se pronunciará por unanimidad o 

mayoria de votos de los mag istrados inte<)rantes de la 

sala, dentro de los sesenta dias siguientes a aquél en 

que se cierre la instrucción en &1 juicio •.• "(124) 

Por úll;imo, la Ley Federal de Responsabilidades de 

los Servidores Públicos, establece en el precepto 74 que 

las resoluciones absolutorias que dicte el Tribunal 

Fiscal de la Federación, podrán impugnarlas la Secretaria 

'(124) ArtIculo 236 del Código Fisc,,' de ,., federnción. 
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~e la contraloria Gener~l as la Fed:ración o ~l guperior 

jerárquico del servidor publico de que se trats. 

5.- LA PRlSCRIPCION. 

21 principal antecedente de la institución juridica 

de la prescripción, se encuentra en el derecho ro~ano con 

la usucapio y la praescr~tio longi 'temporis, figuras por 

las que se adquiria la propiedad de bianea o COS6S, 

u ••• mediante la posesión continua durante un plazo fijado 

en la ley ••• 110m, siempre que el poseedor de:&. bien se 

comportará como si fuera el propietario. 

De acuerCio con el Código Civil para el Distrito 

Federal 'en materia común y para toaa la Ropública en 

materia Federal, la prescripción as "un medio de adquirir 

bienes o de liberarse de obligaciones, mediante el 

tr.anscurso de cierto tieapo y bajo las condiciones 

.etablecidae por la ley. 11(126) 

Al respecto, es importante hacer notar, que nuestra 

legiSlación acepta dos tipos de prescripció~: la positiva 

y la neC]ativa: la primera consiste en la adquisiciórl de 

Diones c::ti 
.... __ ..L_ A_ 
Lcalll:iouaa ......... lt:\s miamos, y la 

(125) Flor!. Margadlnt, Guillermo; Op. cit., p. 267. 

(126) Artfeulo 1135 del Código Civil para el DI.trlto federal. 
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.egundA en la liberación de obligaciones por no exigirse 

su cumplimiento en tiempo y forma legales. 

contrario sensu, podemos decir, que la 

prescripción s19nifica la pérdida de un derecho por el 

almple transcurso del tiempo sefaall\do en l!l ley. 

En m&teria per.al: "La prescripción constituye un 

beneficio utUit~tis causa para el delincuente, al que, 

por .1 o por medio de su legitimo representante, puede 

r.alalll~rlo como un derecho". (121') 

lo ante~ oxpuesto, se advierte que la 

pre.cr1pción dentro la Ley Federal de 

.e.poncabil!dad.. de 108 Sarvidores ~blic~9, se hace 

con.latir en la ~xtlnción da la acción le9&1 o del 

derecho que la .iama Ley le Gtor98 al superior jerárquico 

para .ancionar a los servidores p~blicos que incurran on 

r •• poíl •• bilidad administrativa, a la vez qu. 8e 

constituy. en un beneficio utUitat.is causa para eatoa 

\lltimo •• 

De rn~n.ra que, si 'bien es cierto que la Ley Federal 

de Responsabilidades de los Servidores Públicos prevé, en 

el numeral 53, las sanciones que podrán apli~arse a los 

(tU, Cerr."u y 'ruj 1110. hui y Carrllncll y !!Ivos hui: "Código Penal Anotado"; Ed. Porrua. 
I.A., .... Ito. O.,. 1976. p. 220. 
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servidores públicos que incurran en responsabiltdad 

administrativa, por transgrertir alguna de las hipótesis 

normativas contenidas en el precepto 47 dol mismo 

ordenamiento, también lo es, que contempla la fi.gura de 

la prescripción, lo que signifioa que existe un tét1fiino 

dentro del cual debe apU.carse una sanción y en el caeo 

de inaplicación por el pa.so del tiempo, se extinque la 

acción para exiCJir responeabilidad, es decir, pt"escribe 

1& acción que se tione para sancionar. 

La Ley Fedoral de Responsabilidades en cuestión, 

señala en el numeral 78, que 1ms facultade9 de la 

autoridad sancionadora prescribir4n en 3 mases, si el 

beneficio obtenido o 01 daño que resulte de la falta 

adminititrative~ no rebeRa de 10 veoe~ el salario m1nimo 

diario vigentGl en el Distrito Federal o si la 

responsabilidad no 8a apr.ciable en dinero, y en los 

demA. ca.80s, el t.rmino de 1& presoripoi6n será de 3 

aftoB. 

Asimi8mo, el ordenamiento legal 8upracitado, 

establece que; ti ••• 1::1 plazo de presoripción se contará a 

partir del d:í~ si<¡fuiantü a aqué~ en que se hubiera 

incurrido en la responsabilidad o a partir del momento 

en que se hubiese cesado, 

continuo; ••• ti (128) 

fue de carácter 

(128) Artículo 78 fracción I dI I1 lev federll de Re.ponsebll idldea de 101 Servidor" 

Públicos. 
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En ese orden de ideas, es oportuno sena lar que para 

los efectos del cómputo correspondiente, para que opere 

l~ figura de la prescripción, se estará a lo dispuesto en 

el Código Federal de Procedimientos Civiles, de 

aplicación supletoria, que por lo que a términos se 

refiere, señala al tenor literal: IIPara fijar la duración 

de los términos, los meses se regularán según el 

calendario del año, y los dias se entenderán de 

veinticuatro horas naturales, contadas de las 

v9!nticuatro II las veinticuatro."(1Z9) 

No ·obl1ltante lo anttirior, el mismo ordenamiento legal 

estableoe en su articulo 286, que en ningún término se 

cont4rán los d1as en que puedan tener lU9~r las 

actl!llciones judiciales, excepto 1J0r disposición expresa 

de la ley; y cuanéio en uno o más d1as, dentro de un 

témino, no se haya despachado de hecho 6n el tribunal, 

'stos serán aUlllenta':!o~ de oficio y oportunamente, para 

que no 8e interrumpa el término. 

Por ~ltiIllO, en relación con las causas por las 

cuales se puede intprrumpir o suspc.ndet' el término para 

que opere la prescripción, la Ley Federal de 

Responsabilidades de los Servidores Públicos y el Código 

Federal de Px-ocedimientos Civiles no establecen nada al 

respecto, por lo que ante esa situación, y de conformidad 

(129) ArtIculo 292 del CódIgo f~'al de Procedlml~ltos Clvll'I, 
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Estados Unidos Mexicanos, debarAr. aplicarse los 

prinoipios generales del derecho, de lo que se deduce que 

la sola presentación de la queja o denuncia ante la 

autor ;~.dad competente, en contra de un serv idor públ ico 

por hechos que impliquen responsabilidad administrativa 

del mismo, será c~usa bast~nte para que se interrumpa el 

término de la prescripción. 



e o N e L u 8 ION B 8 

PRIMBRA.- Como resultado del análisis del tElma de 

Al""",..~,.:a­
---"""""""1 podemos concluir, que la 

responsabilidad administrativa de los servidores públicos 

en México tiene sus antecedentes, al igual que la 

responsabilidad politica y la penal, en el juicio de 

residencia y en el de responsabilidad, que eran aplicados 

a todas las autoridades con motivo de (~ualquier 

reclamación en su contra, por agravios a los ciudadanos, 

manejos indebidos de la Hacienda Pública o por no 

respetar' y observar las leyes, motivo5 que 50n muy 
semejantes a las causas que hoy en dia dan oriqen a 

éiCfüéll!t, que efectivamente no habia sido contemplada C!!k'\ 

ninqún ordenamiento anterior ~ la Ley I'ederal de 

Responsabilidades de los Servidores Públicos. 

Considerando que si bien es cierto que, los tres 

tipos de responsabilidad s~ñalados en el párrafo que 

antecede, tienen or1genes simila~es, también lo en que en 

esencia se distinguen entre si, en virtud de que incurren 

en responsabilidad po11tica exclusivamente servidores 
" 

públicos de cierto nivel jorárquieo, por BUS actos u 

omisiones que redunden en perjuicio dG intcrcges pdb!~cos 

fundamentales y de su buen despacho; ahora bien, inciden 

en responsabilidad penal aquellos que cometan uno o 

varios delitos en el ejercicio de sus funciones o con 
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motivo de las mismas; y en respoosabil!da1 admi~ist~Qtiva 

Caun aqueiios que con sus actos en omisiones vulneren la 

legalidad, honradez, lealtad, eficiencia e imparcialidad 

que deben observar en el desempeño de sus empleos, cargos 

o comisiones. 

SBGUNDA. - No obstante 10 anterior, hemos observado 

que desafortunadamente algunas de las obligaciones 

establecidas en el numeral 47 de la Ley Federal de 

Responsabilidades de los Servidores r~blicos, 

interpretados a contrario sensu, encuadran perfectamente 

con ciertos il1citos tipificados en los Titulos Décimo y 

Décimo Primero del Código Penal vigente para el Distrito 

Federal, 'como lo son: las contenidas en 1 as fr.acciones I, 

XII, IV, IX, X, XI, XII, XIII, XV, Y XVI del articulo 

indicado. 

Es asi que, la fracción 1 encuadra perfectamente en 

el delito de abuso de autoridad contemplado en el 

articulo 215 fracción 111 del Código Punitivo 

anteriormente citado, en su modalidad de retardar o negar 

indebidamente a los partiCUlares la protección o servicio 

que tenga obligación de otorgarles; 

La fracción II! se equipara a los ilicitos 

denominados ejercicio indebido de servicio püblico, uso 
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indebido de atr.ibuciones y facultados, y peculado 

contenidos en los preceptos 214 fracción IV, 217 fracción 

XII y 223 fracción 1, respectivamente, del Código Penal 

en cuestión; en sus modalidades de: sustraer, destruir, 

ocultar o inutilizar i1icitamente la información a la que 

tenga acceso por su función: dar una aplicación distinta 

a la que estuvieran destinados los fondos públicos a los 

que tenga acceso: y, distraer de su objeto dinero, 

valores, fincas o cualquier otra cosa, que esté a su 

cargo y que pertenezca al Estado, a un organismo 

descentrali~ado o a un particular.; 

La fracción IV, concuerda con el delit~ de ejerclcio 

indebido de servicio público, descrito en el numeral 214 , 

fracción IV, del ordenamiento Punitivo de r.eferencia, en 

cuanto a la sustracción, destrucción, ocultamiento, 

utilización o inutilización ilicita de información o 

documontación que esté bajo su cU3todia, ten9~ acceso o 

conocimiento de ella, en razón del empleo, cargo o 

comisión; 

Asimismo la fracción IX encuadra con el i11cito de 

ejercicio indebido de servicio pUblico como ya se señaló, 

tipificado en el mismo articulo 214, fracción 11 del 

Código Penal vigente para el Distrito Federal, al 

continuar ejerciendo funciones de un empleo, cargo o 



comialón daNJ)"~/a d8 I1RlJot' quo "8 ho ravocado el 

nombrllmlonto i duMt l tu I (to (J fHINIIU1Hlldo, 

Por su parta I 1ft ft'/HllJ I 011 lo( I HO lluodu Hpi licor como 

al <JaUto óü ü¡¡o indobido de fttrlbuoion~n y facultades, 

confic¡urado en al pnwQpto 217 trAooión 1, inciso B) dal 

propio CÓdigo Punitivo, al conoedar parm1aoa o licencias 

de carácter económico, 

Por otro l~do, .a ~o.ibl. qUQ la fraooión Xl enoaja 

en \05 deUto. comot1dol Qont.rn 1ft Qdmin.tratrClclón do 

justicia cuando un servidol,' pUblioo conozca do nChJoclol!l 

para los cuales tiene impedimento 1~9al, conduota qua ~e 

encuentra descrita en la fracción II del numeral 22~ del 

multicitado Ordenamiento Legal' 

La fracción XXI se equipar6ra al delito de abUBO de 

autoridad, cuando el servidor público respon~ablu 

autorice o contrate a quien se encuentre inhftbilitado por 

resolución firme de autoddad competente para ocupftr un 

empleo, cargo o comisión, • toda vez que esta conduota •• 

idéntica a la seftalada en la fracción XI del art1oulo aln 
del C6cliryn P~nal varias veces mencionado: 

Por lo que hace a la fracción XIII, es posible que 

esta se llegue a tipificar como ejercicio abusivo do 

funciones, al efectuar actos juridicos que produzaln 
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beneficios para el servidor publico, DU cÓnyuge o alguno 

de los parient~s mencionados tanto en la fracción en 

cuestión, corno en la disposición punitiva d0 referencia, 

contenida Pon la fracción 1 del articulo 220 del Código 

Penai supracitadoi y, también se puede tipifica~ dentro 

de los delitos cometidos contra la administración de 

justicia, al convcer de negocios para los cuales tiene 

imtJedimento legal, que como ya di j irnos, ne encuentran 

contemplados en el numeral 225 del mismo Ordenamiento: 

En cuanto a la fracción XV, ésta s@ puads lle.gar a 

equiparar con el cohecho delito 

precepto 222 del multicitado Código 

configurado en el 

Penal, en el cual 

incurren ~os servidoren publicos que por si o a travós de 

otra perllona, soliciten o reciban indebi,::amente para 51 o 

para otro, dinero o cualquier otra dádiva, o ac~pten una 

promeoa para que con motivo de sus funciones, lleven a 

cabo algo justo o injusto: 

Por último, la fracción XVI, puede encuadrar en los 

delitos de ejercicio abusivo de funciones, cohecho y 

enriquecimiento ilicito, previstos en los articulos 220 

fracción II, 222 fracción 1 y 224 respectivamente, del 

propio Ordenamiento penal, al 

servidor público, beneficios 

pretender obtener el 

adicionales a las 

contraprestaciones que le otorga el Estado, y que además 

son comprobables. 
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En ese orden de i.deas, cabe coleqir que la semejanza 

que existe entre dichas obligaciones y los ilícitos 

penales supra indicados I puede dar lugar a que tanto la 

autoridad penal como la ~dministrativa instauren el 

procedimiento respectivo, en virtud de que ambos son 

autónomos, y apliquen sanciones de la misma naturaleza, 

oomo lo son la destitución y la inhabilitación, 

vioIándose con esta situación 'OH principio constitucional 

contenido en el segundo párrafo de la fracción II! del 

precspto 109 d~ nuestra propia Carta Magna, que establece 

que:- te ••• No podrán imporlerse dos veces por l!na sola 

oonducta sanciones de la misma naturaleza". Motivo por 

el cual se propone que las multicitadas obligaciones se 

deroquen de la Ley Federal de R.aaponsabil idadés de los 

Servidores Publicos, subsistiendo 8ólo aquellas que no 

caen d~atro del ámbito del derecho panal. 

TBRCBRA.- Por otra parte, aunque- no es propiamente 

materia de nuestro tema, se propone que la declaración de 

procedencia, otrora conocida como fuero constitucional, 

desaparezca en los casos de flagrante delito, por oer una 

necesidad po11tica y social si es que realmente se 

pretende p~eservar o mejorar, el Estado de derecho en que 

vivimos, evitando de esta manera los abusos a que da 

lugar dicha protección o amparo. 
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CUAR'!'A.- Por otro lado, si bien es cierto que, en 

los Debates de la LII legislatura, algunos representantes 

de los partidos de oposición equipararon a la Ley Federal 

~ de Responsabilidades de los Servidores Públ icos con el 

Código Di Laboro de Mussolini y' con el maccartismo, el 

cual se caracterizó por las listas negras, también lo es 

que, la corrupción en quienes desempeñan empleos, cargos 

o comisiones en el servicio público, no ha podido ser 

erradicada, ni siquiera disminuida, por lo que se pror 

~ara tales efactos, ~ue se incluya 9n la multicitada ~ 

una hipótesis normativa en la que se se~ale que la 

facult6d de laG ~utoridades administrativas pat>a exigir 

responsabilidad administrativa a aquellos sujetos que con 

su conducta afeoten los crit~rios de legalidad lealtad, 

honradez, imparcialidad y eficiencia, que deben sor 
, 

observados en el desempeño de sus funciones, prescriba en 

todos los casos, por lo menos un año después de haber 

dejado el empleo, c~rgo o comisión, y que para los casos 

en que resulten daños patrimoniales a la Nación, 

desaparezca la figura de la prescripción, ya que muchas 

veoes, cuando un servidor püblico trans9rede la ley, opta 

por retirarse para no ser sancionado; do m~nera que con 

esta propuesta se pretende que la autoridad goce de un 

marqen m's amplio para tener conocimiento de las faltas 

de 108 .ervidores públicos irresponsables, determinar 

responsabilidad y aplicar la sanción correspondiente. 
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QUINTA.- Asimismo, con motivo del estudio del 

presente trabajo, se llegó a la conclusión de que es 

necesaria la desaparición de las contralorias internas de 

las dependencias del Ejecutivo Federal, toda vez qus por 

una parte, es de señalarse que éstas duplican funciones 

de la Secretaria de la Contraloria General de la 

Federación, organismo facultado por excelencia para 

conocer e inste:urar el procedimiento administrativo de 

determinación cte responsabilidades; y por otro lado, en 

la mayoría de los casos emite" resoluciopes parciales / 

carentes· de objetividad., ef virtud de que si se les ha 

conferido a los servidores públi~o que laboran ea ellu.s, 

la facultad de incoar dicho procedimiento, y a quien se 

lo instauran es a sus propios compañe~os, amigos o 

vecinos de escritorio, o bien a quien no es de su agrado, 

es lógico pensar que influya en ellos el aspecto 

subjetivo, proponiéndo~e para tales efectos que la 

dependencia citada funcione con grupos de personas 

~apacitadas, a manera de satélites realizan~o auditor1as 

a cada uno de los órganos de la Administración Püblica, a 

fin de conocer de las falta~ administrativas de tOdo3 los 

que desempeñan un empleo, cargo o comisión 60 

ahorrando la Nación es esta forma recursos. 

SBXTA. - Del estudio de las sanciones contenidas en 

el titulo Tercero da la Ley Feder&l de Responsabilidades 

de los Servidores Publicos, es dable colegir, por lo que 
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respecta ~ la inhabilitación que, 6i bien es cierto que 

tanto la ConEtitüción General de lü República como la Ley 

c.;~tada la preven como sanción, también lo es que =' 04 

CÓdigo Penal para el Distrito Federal, antes que aquellos 

ya la contemplaba como pena entre sus preceptos y, en 

c"nsecuencia únicamente podía ser aplicada por un juez 

del orden penal. 

Ahora bien, con la promulgación de la Ley de 

Responsabilidades en cuestión, paI'ticularmente con lo 

dispuesto. en sus articulos 53 fracción VI, 57 se9'undo 

párrafo, ,60. 64 Y 65, se facultó a la Secretaria de 

Contralor1a General de la Federación, asi como a las 

contralorias internas del Ejecutivo Federal para que 

instruyeran los procedimientos administrativos de 

determinación de 'responsabilidades y ~m su caso, 

aplicaran las sanciones señaladas en el mismo cuerpo 

legal. 

No obstante lo anterior, es de seflalarse que la 

fracción V del numeral 56 de la Ley multicitada, 

establece que la sanción en comento se aplicara por 

resolución jurisdiccional que dictará el órgano 

correspondiente de conformidad con las leyes aplicables, 

de 10 que se desprende una aparente contradicción con el 

párrafo que antecede, ya que las resoluciones 

jurisdiccionales son aquellas que emiten los órganos 
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jurisdiccionales. en la intel igenci~ de qUe éstos estan 

facul tedos par.:l dec i r el derecho, luego entonces, este 

precepto resulta ser limitativo. 

De manera que, la Ley Federal de Responsabilidades 

de loa Servidores Publicos no es muy clara al respecto, 

por lo que se propone que S9 reforme la misma en ese 

sentido, especificando con precisión qué autoridad debe 

aplioar la sanción de inhabilitación, teda vez que dicha 

o~.euridad se presta a impugnbr la multid.tada sanción, 

al grado d9 quedar anuladas y tal vez, en funciones 

aquellos sorvidores publicas corruptos. 

II",IHA. - Er. rol~ción con el recurso de revocación a 

qUQ hamo a hecho referencia sn el cuerpo del presente 

e.tudio, cabe oe~alar qua la prQsunción de legalidad no 

qmrantha plenamente qlJe la actividad administrativa se 

cumpla conforme al precepto normativo, por Q110 e~ 

Derecho Administrativo, orden dol estricto derecho, 

consagra el principio de legalidad de conformidad con el 

cuol lo AdrnJ,nistración Publica debe someter su actividad 

a la letra de la l~y, 

El principio de legal idad representa, en el mundo 

del deber ser, garantia ~uficiente para el sujeto 

administrado, toda vez que existe siempre la posibilidad 

de que las decisiones en materia administrativa 
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contravengan las disposici~nes legales, motivo por el 

uual fue necesario determinilr mecanismos de defensa que 

aa~guraran el restablecimiento en el goce de los derechos 

o intereses 1~g1timoQ de quienes hayan sido afectados por 

la administración. 

En ese orden de ideas, dichos mecanismos representan 

una garantia de legalidad juridica que se traducen en 

medios de impugnación, como lo es el recurso de 

revocación del que han de hacer uso los servidores 

público8 ,afectados a fin de que se les restituya en el 

goce de sus derechos violados. 

Ahora bien, respecto de la materia estudiada I se 

infiere que el recurso supracitado, contemplado a la luz 

de la Ley Federal de Responsabil idades de los Servidores 

PJblicos, permite qu~ la autoridad que emitió la 

resolución de que se trate, realice un nuevo estudio y 

anAlia1a de las consta.lcias que integren el expediente de 

queja y, en su caso, modifique o revoque dicha 

re.olución~ lo cual implicará un reconocimiento tácito 

por parte de la propia autoridad, de que no se valoró 

algún elemento importante o bien de que se dejaron de 

apreciar determinadas disposiciones legales. 

Sin embargo, si la propia autoridad es la que 

denuncia el incumplimiento de alguna de las obligaciones 
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de los servidores público~: inet~~~~ @1 procedimiento 

respectivo, determina la rssponsabilidad y sanciona y 

ademas, reexamina sus actuaciones, se viola un principio 

de derecho de 108 más importantes, que establece que no 

se debe ser juez y parte a la vez, por lo que se propone 

que se deroguen las hipótesis normativas de la Ley 

Federal de Responsabilidades de los servidores Públicos, 

relat~vas al recurso en cuestión, subsistienco ~nicamente 

el juicio ~e nulidad contemplado tS1\Ibién en el 

ordenamiento legal citado, ya que este juicio ofrece 

wnayor sec¡uridad juridica al ventilftt"Eull ante autoddad 

distinta a aquella que emitió la resolución impugnada, o 

bien, que ge hagan las reformas respectivas y se 

implemente a la Ley el recurso de apelación, del cual 

conoce asimisMo, una autoridad diferente. 
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Esta tesis ya estaba impresa cuando Be rf;lf.Qrmó la 

tey Feder~l de 'Responsabilidades de los' Servidoras 

P\lblic08 eh su art1culo 41, fracción XXI, que il ¡G lfttrQ 

dice: "Proporcionar en fOrnl& oportun& y veraz, toda la 

información y datos solioitados por la institución a la 

que le9almente le competa la vigilancia y defensa de los 

derechos humanos, a ef.ect.o de que aquella pueda cumplir 

con las facultades y atribuciones que le correspondan", 
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